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III. POLÍTICAS COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Visión General

1. Desde el anterior examen de las políticas comerciales de Costa Rica, el acceso al mercado costarricense ha mejorado sensiblemente.  El promedio arancelario ha disminuido de cerca del 12 por ciento en 1995 al 7 por ciento en marzo de 2000.  No obstante, los productos agrícolas siguen enfrentándose a un nivel de protección arancelaria promedio significativamente superior al de los demás productos – cerca del 15 por ciento frente a menos del 6 por ciento para los productos no agrícolas.  Las autoridades señalaron que el promedio arancelario ha seguido bajando, alcanzando un nivel inferior en un punto porcentual tanto para el sector agrícola como para el industrial en agosto de 2000.  Costa Rica mantiene contingentes arancelarios de importación para productos agrícolas en virtud de los compromisos de acceso mínimo acordados en la Ronda Uruguay.  Sin embargo, los niveles de utilización relativamente bajos de dichos contingentes sugieren que no han respondido plenamente a las expectativas en cuanto a oportunidades de acceso al mercado.  Costa Rica consolidó todo su universo arancelario, exceptuando 5 líneas arancelarias.  La mayor parte de las líneas fueron consolidadas a un nivel máximo del 45 por ciento;  las excepciones incluyen mayoritariamente productos agrícolas, para los cuales el nivel máximo alcanza el 233 por ciento.  

2. Además con los derechos y cargas de importación, las importaciones están gravadas con varios impuestos internos, los cuales se aplican uniformemente con independencia de su procedencia.  Los impuestos internos se aplican a tipos idénticos sobre los productos nacionales y extranjeros, excepto en el caso de algunas bebidas.  Asimismo, el régimen de comercialización interna de licores y alcoholes otorga a los productos extranjeros, excepto a los procedentes de México y Centroamérica, un trato diferente del otorgado a los productos nacionales.

3. El uso de obstáculos no arancelarios parece bastante limitado.  Costa Rica mantiene restricciones y prohibiciones de importación para un número escaso de productos, generalmente por razones de salud, seguridad y protección del medio ambiente.  Entre 1995 y 2000, Costa Rica inició cuatro investigaciones por comercio desleal, las cuales no dieron lugar a la aplicación de derechos antidumping o compensatorios.  Asimismo, con la excepción de las medidas de salvaguardia especial aplicadas al frijol negro común y al arroz, Costa Rica no aplicó ninguna medida de salvaguardia, ya sea en el marco de la OMC o en el marco de arreglos regionales.  En 1998, se creó la Comisión Nacional de Desregulación con el objetivo de promover un mejor clima para el intercambio comercial y la inversión mediante la simplificación de trámites y la reducción de obstáculos innecesarios.

4. Con el objetivo de incentivar las exportaciones, Costa Rica mantiene varios regímenes de importación especiales, entre los cuales destaca el régimen de zonas francas.  Hasta finales de 1999, Costa Rica mantuvo los Certificados de Abono Tributario (CAT), los cuales otorgaban subvenciones a la exportación a empresas que cumplieran ciertas condiciones en relación con el contenido nacional.  A principios de 2001, Costa Rica mantenía un impuesto a las exportaciones de banano, tras haber eliminado los impuestos aplicados a las exportaciones de café y carne en 1999.  Desde mayo de 2000, en acuerdo con la Asociación de Países Productores de Café, Costa Rica retiene el 20 por ciento de su producción exportable de café.  Con respecto a las medidas aplicadas en otros mercados, las exportaciones costarricenses de banano a la Unión Europea, y de textiles y confecciones, tanto a los Estados Unidos como al Canadá, han estado sujetas a contingentes arancelarios.

5. La nueva legislación en materia de competencia, adoptada a mediados de los noventa, ha dado lugar a un aumento progresivo de las investigaciones.  Sin embargo la competencia sigue siendo bastante restringida en algunos sectores importantes.  Por ejemplo, aunque no posea legalmente derechos exclusivos, la Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar controla la comercialización, tanto a nivel interno como externo, del azúcar y las mieles producidos en Costa Rica.  Asimismo, existe un monopolio del Estado sobre la importación, refinación y distribución al por mayor de petróleo crudo y sus derivados.  El Estado también interviene en la regulación de los precios de varios bienes y servicios, en casos en los que las condiciones del mercado no parecen garantizar una relación equilibrada entre los agentes económicos, como es el caso de los servicios públicos, y de la comercialización de varios productos agrícolas como el café, el banano, y el azúcar. 

6. Costa Rica mantiene numerosos programas de fomento que se aplican en prácticamente todos los sectores.  Generalmente se otorgan incentivos mediante programas de financiamiento o mediante incentivos fiscales.  No existen estimaciones de los costos y beneficios globales derivados de los programas de fomento actuales, pero su variedad y elevado número suscitan interrogantes en cuanto a su complejidad y eficacia. 
7. Costa Rica protege los derechos de propiedad intelectual mediante una combinación de disposiciones internacionales y nacionales.  Desde 1995, la normativa nacional ha sido reformada y complementada con el fin de clarificar su conformidad con los compromisos adquiridos a nivel internacional.  Las numerosas reformas y las nuevas leyes adoptadas en los últimos años han sido notificadas al Consejo de los ADPIC.  

2) Medidas que afectan a las importaciones

i) Procedimientos

8. El régimen aduanero de Costa Rica está fundamentado en el Código Aduanero Uniforme Centroamericano II (CAUCA II, aprobado mediante Ley N° 7485 de 6 de Abril de 1995), la Ley General de Aduanas (Ley N° 7557 de 20 de octubre de 1995) y su Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 25270-H de 14 de junio de 1996).  El CAUCA II establece la legislación aduanera básica y de aplicación obligatoria en los países signatarios conforme a los requerimientos del Mercado Común Centroamericano y del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano.  La Ley General de Aduanas regula, sobre la base de las normas comunitarias e internacionales, las entradas y las salidas de mercancías, vehículos y unidades de transporte, así como el despacho de aduana y los hechos y actos que deriven de él o de las entradas y salidas.  El Reglamento a la Ley General de Aduanas establece las disposiciones necesarias para la aplicación de ambas leyes.

9. La Ley General de Aduanas establece los fines del régimen jurídico aduanero, entre los cuales destacan:  facultar la correcta percepción de los tributos y la represión de las conductas ilícitas que atenten contra la gestión y el control de carácter aduanero y de comercio exterior;  facilitar y agilizar las operaciones de comercio exterior;  y desarrollar y permitir la ejecución de los preceptos de la legislación comunitaria centroamericana y de los convenios y tratados internacionales de los que Costa Rica forma parte.

10. Como regla general, la presentación de la declaración aduanera de importación requiere la intervención de un agente aduanero y debe contener la siguiente información:  la identificación del agente aduanero, importador, consignatario, exportador y transportista;  los datos sobre el país de origen;  la descripción de la mercancía;  el lugar de ubicación de la mercancía;  la cuantía de la obligación tributaria aduanera, los demás cargos aplicables, el tipo de cambio y la aplicación de exenciones y preferencias arancelarias cuando proceda;  la condición de la mercancía;  la identificación de la factura comercial y de todos los documentos necesarios para la comprobación de los requisitos arancelarios y no arancelarios;  el valor aduanero;  el valor de la prima del seguro y flete y el valor declarado en la factura;  el número y la fecha del conocimiento de embarque;  el régimen o modalidad aduanera solicitados.
  Con la declaración aduanera se debe presentar la factura comercial (acompañada de una traducción si no estuviera redactada en español) y el conocimiento de embarque.  Además las mercancías acogidas a regímenes preferenciales o sujetas a controles de importación deben ir acompañadas de documentos adicionales tales como certificados de origen, certificados sanitarios o permisos de importación (sección 2) iii)). 

11. Las mercancías pueden importarse bajo los siguientes regímenes aduaneros:  definitivos (exportación, importación y sus modalidades - envíos de socorro, equipaje, despacho domiciliario industrial, etc.);  temporales (tránsito aduanero nacional e internacional, transbordo, tránsito por vía marítima o aérea, depósito fiscal, servicio de reempaque y distribución en depósito fiscal, importación y exportación temporal y provisiones de a bordo);  liberatorios de pago de tributos aduaneros (zona franca, reimportación en el mismo estado y reexportación);  de perfeccionamiento (perfeccionamiento activo y exportación temporal para el perfeccionamiento pasivo);  y devolutivo de derechos.
 

12. Las empresas acogidas a los regímenes o modalidades de despacho domiciliario industrial, zona franca, de perfeccionamiento activo, entrega rápida, y tiendas libres tienen la condición de auxiliares de la función pública aduanera.
  Previa autorización de la Dirección General de Aduanas, las entidades públicas también pueden realizar despachos aduaneros, en nombre propio o de otra entidad pública.

13. Los actos notificados por la aduana, inclusive el resultado de la determinación tributaria, pueden ser recurridos dentro del plazo de tres días hábiles por el agente aduanero, el consignatario o la persona destinataria del acto.  En principio, la aduana competente debe pronunciarse al respecto dentro de los tres días hábiles siguientes a la interposición del recurso.  Denegado total o parcialmente el recurso de reconsideración e interpuesto el recurso de revisión jerárquico, la aduana competente remite el acto a la Dirección General de Aduanas, la cual debe pronunciarse en el plazo de 15 días.  Los actos dictados por la Dirección General de Aduanas pueden ser recurridos en última instancia administrativa ante el Tribunal Aduanero Nacional, órgano de decisión autónoma adscrito al Ministerio de Hacienda.
  

14. La Dirección General de Aduanas recibió entre 1995 y 2000, 3.758 recursos administrativos los cuales dieron lugar a 2.862 resoluciones.  Entre los motivos de las reclamaciones administrativas interpuestos destacan reclamaciones por pago indebido en los impuestos internos;  cálculo erróneo en los derechos e impuestos;  error en la clasificación arancelaria;  discrepancia por el valor aduanero de las mercancias o por el flete;  reclamaciones por sanciones y multas;  y reclamaciones por cobros en exceso.  El Tribunal Aduanero Nacional dictó 331 sentencias entre mayo de 1998, fecha en la que se constituyó, y octubre de 2000.  De este total, a inicios de 2001 sólo un caso había sido llevado a un Tribunal Contencioso Administrativo del cual no existía pronunciamiento a esa fecha.

15. El programa de modernización de las aduanas iniciado en 1993 ha tenido resultados significativos.  Según datos proporcionados por las autoridades costarricenses, el tiempo promedio de duración del trámite de despacho en las aduanas (incluyendo únicamente las actividades que realiza la aduana desde la presentación de la declaración hasta el despacho de las mercancías) es de una hora.  Asimismo, la mayoría de las aduanas cuentan con un sistema informático para realizar sus operaciones, estando además interconectadas el 45 por ciento de ellas.  Al mes de octubre de 2000, el porcentaje promedio de revisión física era del 49 por ciento.
  Según datos proporcionados por las autoridades aduaneras costarricenses, el porcentaje correspondiente a la revisión aleatoria para todas las aduanas es de aproximadamente un 5 por ciento (parámetro general);  sin embargo también existen parámetros específicos para ciertos importadores.

ii) Valoración en aduana y normas de origen

a) Valoración en aduana

16. Entre 1995 y 2000, Costa Rica utilizó un sistema mixto de valoración en aduana, combinando los métodos estipulados en la definición de Bruselas y en el Artículo VII del GATT.  El 5 de septiembre de 2000, entró en vigor una nueva legislación sobre el valor aduanero de las mercancías, fundamentada en las disposiciones del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT 1994, mediante la publicación de la Ley N° 8013, la cual adicionó un nuevo título (Título XII - Valor Aduanero de las Mercancías Importadas) a la Ley General de Aduanas. 

17. La nueva normativa permite determinar el valor en aduana, lo solicite o no el importador, sobre la base del precio unitario para las mercancías que no se vendan en Costa Rica en el mismo estado en que son importadas (caso previsto en el segundo párrafo del artículo 5 del Acuerdo relativo a la aplicación del Artículo VII del GATT).  Forman parte del valor en aduana los gastos y costos establecidos en el segundo párrafo del artículo 8 del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT 1994 (gastos de transporte hasta el puerto o lugar de importación;  gastos de carga, descarga, y manipulación ocasionados por el transporte de las mercancías hasta el puerto o lugar de importación;  y costo de seguro).  La normativa costarricense establece que Costa Rica retrasará la aplicación del párrafo 2 b) iii) del artículo 1, y el artículo 6, ambos relativos a la determinación del valor en aduana mediante un valor reconstruido, por un período que no excederá de tres años contados a partir del 1° de enero de 2000.  La Ley General de Aduanas establece que los importadores deben registrarse ante el Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera.  La obligatoriedad del Registro de Importadores rige desde el 1° de septiembre de 1996.  Los funcionarios de Aduanas debidamente autorizados tienen acceso a dicho Registro para corroborar la información presentada por el importador en su declaración y proceder a las investigaciones que sean necesarias. 

b) Normas de origen

18. Costa Rica aplica normas de origen preferenciales definidas en los diferentes acuerdos comerciales suscritos;  sin embargo, no aplica normas de origen no preferenciales.  Las normas de origen preferenciales están definidas en los siguientes tratados:  el Capítulo V del Tratado de Libre Comercio Costa Rica-México (Ley N° 7474 de 20 de diciembre de 1994);  el Reglamento al Tratado de Libre Comercio y de Intercambio Preferencial entre las Repúblicas de Costa Rica y Panamá (Decreto Ejecutivo N° 17188-MEIC de 26 de abril de 1996);  y el Reglamento Centroamericano sobre el Origen de las Mercancías (Decreto Ejecutivo N° 26833-MEIC de 20 de marzo de 1998) y el Anexo I (Reglas de Origen Específicas) contenido en el Decreto Ejecutivo N° 24712-MEIC de 15 de noviembre de 1995.  Además, los dos tratados que se encuentran en proceso de adopción, con Chile y la República Dominicana (véase la sección iii) c) infra) también incorporan disposiciones específicas sobre normas de origen.

19. Las normas de origen preferenciales aplicadas por Costa Rica a bienes no producidos enteramente en el territorio cubierto por un tratado de comercio preferencial varían con cada tratado y frecuentemente para diferentes bienes, pero en general estan basadas en el principio general de cambio de clasificación arancelaria complementado por reglas accesorias.  Las normas accesorias incluyen generalmente requisitos de valor de contenido regional, el cual puede ser calculado conforme al método del valor de transacción o al método del costo neto.  Las autoridades costarricenses puntualizaron que el Reglamento Centroamericano de Origen establecido en el marco el Mercado Común Centroamericano contiene regulaciones sobre valor de contenido regional, pero que dichas regulaciones no se están aplicando en la práctica.

iii) Aranceles

a) Estructura y niveles

20. Costa Rica concede por lo menos trato NMF a todos sus interlocutores comerciales. 

21. Costa Rica aplica el Arancel Centroamericano de Importación, el cual contiene la nomenclatura para la clasificación oficial de las mercancías (Sistema Arancelario Centroamericano, SAC), así como los derechos arancelarios a la importación y las normas que regulan la ejecución de sus disposiciones.  Dicho Arancel es común a los países miembros del Mercado Común Centroamericano (MCCA).  El SAC está basado en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).  La Segunda Enmienda del SA fue incorporada al SAC el 1° de septiembre de 1996 mediante Resolución N° 22-96 adoptada el 22 de mayo de 1996 por el Consejo de Ministros Responsables de la Integración Económica y Desarrollo Regional (COMRIEDRE).  

22. Los derechos arancelarios aplicados y sus modificaciones deben ser aprobados por el Consejo Arancelario y Aduanero Centroamericano.  El Segundo Protocolo al Convenio Arancelario y Aduanero Centroamericano, suscrito el 5 de noviembre de 1994, permitió a los países miembros del MCCA aplicar a terceros un arancel superior al 100 por ciento para los productos agropecuarios arancelizados en la Ronda de Uruguay.  Posteriormente, el Tercer Protocolo, suscrito el 12 de diciembre de 1995, autorizó la aplicación de un arancel de cero por ciento para las materias primas.  Simultáneamente, se acordó como objetivo de política arancelaria externa llegar a niveles de 0 por ciento para materias primas y del 15 por ciento para productos terminados, con niveles intermediarios de cinco y 10 por ciento.
  

23. Los parámetros generales de la política arancelaria se especificaron en la Resolución 26-96 del COMRIEDRE del 22 de mayo de 1996, la cual estableció los siguientes niveles arancelarios ad valorem:  0 por ciento para materias primas y bienes intermedios y de capital no producidos en la región;  5 por ciento para materias primas producidas en la región;  10 por ciento para los bienes intermedios y de capital producidos en la región;  y 15 por ciento para los bienes finales.  Cada miembro del MCCA estableció su proprio programa de desgravación para el comercio intrarregional, el cual, en el caso de Costa Rica, concluyó en enero de 2000 para todos los productos excepto los productos agropecuarios que fueron arancelizados en la Ronda Uruguay.

24. En marzo de 2000, el arancel costarricense contenía 7.926 líneas arancelarias de 10 dígitos.  Todos los derechos arancelarios a la importación (DAI) son ad valorem y se aplican al valor c.i.f. de las mercancías.  Además se aplica un arancel adicional de 1 por ciento sobre el valor c.i.f. de todas las importaciones, con la excepción de aquéllas amparadas por los Tratados de Libre Comercio  suscritos por Costa Rica con México y Panamá, a las mercancías originarias del MCCA, así como a las mercancías incluidas en el Acuerdo sobre Tecnología de la Información (ATI) de la OMC.
  

25. Conforme al programa de desgravación aprobado a nivel regional, el promedio arancelario de Costa Rica ha disminuido progresivamente del 11,7 por ciento en 1995 al 7 por ciento en 2000 (cuadro III.1).  Asimismo, coincidiendo con los objetivos fijados en el seno del MCCA, la gran mayoría de las fracciones arancelarias está distribuida en el intervalo de cero a 15 por ciento, y cerca de la mitad de ellas se sitúa a un nivel de cero o 1 por ciento.
  Los productos que se han beneficiado de la mayor desgravación han sido las materias primas, productos intermedios y bienes de capital no producidos en Centroamérica.

Cuadro III.1

Evolución del arancel NMF promedio, 1995-2000a
Grupo
1995
1996
1997
1998
1999
2000

Productos agrícolasb
17,1
17,1
18,6
17,4
16,3
14,8

Otros productos
10,6
10,2
8,2
7,4
5,6
5,6

Todos
11,7
11,3
9,7
8,9
7,1
7,0

a
Calculado en base a los niveles arancelarios vigentes en enero de 1995, marzo de 1996, febrero de 1997, marzo de 1998, febrero de 1999 y marzo de 2000.

b
Definido de acuerdo con el Anexo I del Acuerdo sobre Agricultura de la OMC.

Fuente:
Ministerio de Comercio Exterior y estimaciones de la Secretaría de la OMC.

26. Las fracciones arancelarias de los productos agrícolas (definidos conforme al Anexo I del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC) están distribuidas de forma mucho más dispersa que las de otros productos (gráfico III.1 y cuadro III.2).  Esa mayor dispersión contribuye a que el promedio arancelario para los productos agrícolas sea sustancialmente superior al de los demás productos.  Entre los productos agropecuarios que gozan de mayor protección destacan los siguientes:  la carne de porcino y algunos de sus derivados (SA 0203 y 0210);  la carne y los despojos comestibles de aves (SA 0207);  los productos lácteos (SA 04);  las cebollas y los chalotes (SA 0703); los frijoles (SA 0713);  las papas (SA 0701, 0710, 2004 y 2005);  el arroz (SA 1006);  los embutidos y las preparaciones de carnes (SA 1601 y 1602);  y el azúcar (SA 1701) y la melaza (SA 1703). 

27. Costa Rica define su propia política arancelaria dentro del marco y lineamientos establecidos a nivel del MCCA.  Reflejando dichos lineamientos, los promedios arancelarios aplicados en varios sectores manufactureros muestran una clara progresividad arancelaria (gráfico III.2).

b) Consolidaciones

28. El la Ronda Uruguay, Costa Rica consolidó la mayoría de las líneas arancelarias, el 82 por ciento de su universo arancelario, a un nivel máximo de 45 por ciento ad valorem;  no fueron consolidados los productos, mayoritariamente agrícolas, que recibieron un tratamiento arancelario diferente de conformidad con el Protocolo de Adhesión de Costa Rica.  Quedaron así sin consolidar los alquibencenos y mezclas de altinaftalenos (SA 3817), y los libros, folletos, e impresos similares (SA 4901).  Costa Rica ha realizado la transposición de su Lista de compromisos de SA-92 a SA-96, la cual, tras haber sido aprobada por los Miembros, se encuentra en proceso de publicación. 
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Gráfico III.1

Distribución de las líneas arancelarias NMF, marzo 2000
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Cuadro III.2

Análisis recapitulativo del arancel de Costa Rica


Aranceles aplicados, marzo de 2000


Categorías
N° de  líneas
Arancel promedio aplicadoa
Intervalo
Desviación típica
CVb
Tipo consolidado final c



(%)
(%)
(%)

Intervalo









Total
7.926
7,0
0-163
9.8
1,4
0-233

Por categoría de la OMC








Productos agrícolas
1.137
14,8
1-163
20,1
1,4
1-233

Animales vivos y sus productos
134
29,9
1-163
39,0
1,3
10-233

Productos lácteos
34
67,4
1-89
35,1
0,5
35-95

Café y té, cacao, azúcar, etc.
218
12,5
1-89
10,6
0,8
5-95

Flores y plantas
70
6,2
1-15
6,3
1,0
1-45

Frutas, hortalizas y verduras
262
14,8
1-50
7,9
0,5
5-45

Cereales
29
11,0
1-36
12,8
1,1
1-45

Semillas y frutos oleaginosos, grasas y aceites y
99
7,4
1-31
5,8
0.8
1-45

sus productos







Bebidas y espirituosas
98
13,6
1-15
3,6
0,3
5-60

Tabaco
19
11,2
1-41
13,9
1,2
40-45


Productos no agrícolas (incl. petróleo)
6.789
5,6
0-50
5,8
1,0
0-100

Pescado y productos de pesca
187
10,4
1-15
4,6
0,4
45

Productos minerales, piedras preciosas/metales
431
6,6
0-50
7,0
1,1
0-60

Metales
854
4,2
1-15
4,7
1,1
15-50

Cuero, caucho, calzado y artículos de viaje
225
8,3
1-15
5,5
0,7
25-70

Madera, pulpa, papel y muebles
375
7,2
1-15
5,7
0,8
10-50

Textiles y prendas de vestir
1.058
10,3
1-50
5,0
0,5
30-70

Petróleo
32
7,8
2-15
5,3
0,7
50-45


Pro memoria:








Productos no agrícolas (excl. petróleo)
6.757
5,6
0-50
5,8
1,0
0-100

Por sectores de la CIIU d








Agricultura y pesca
482
9,8
1-89
10,2
1,0
1-95


Minería
122
4,6
1-50
8,9
1,9
45


Industria manufacturera
7.320
6,8
0-163
9,8
1,4
0-233

Por secciones del SA








01 Animales vivos y sus productos
314
20,6
1-163
28,3
1,4
5-233


02 Productos del reino vegetal
455
10,7
1-50
8,0
0,7
1-45


03 Grasas y aceites
58
9,3
1-31
6,5
0,7
5-45


04 Alimentos preparados, etc.
410
16,2
1-163
19,0
1,2
5-233


05 Minerales
203
5,1
1-50
7,6
1,5
30-45


06 Productos químicos
1.289
2,4
0-15
3,5
1,5
0-45


07 Materias plásticas y caucho
406
6,0
1-15
4,9
0,8
5-45


08 Pieles y cueros
98
9,9
1-15
5,7
0,6
5-60


09 Madera y sus artículos
113
9,3
1-15
5,1
0,5
10-45


10 Pulpa, papel, etc.
230
5,6
1-15
5,4
1,0
20-50


11 Materias textiles y sus manufacturas
1.014
10,2
1-50
5,2
0,5
45-60


12 Calzado y sombrerería
92
12,2
1-15
4,4
0,4
45-70


13 Artículos de piedra
210
7,7
0-15
6,2
0,8
0-60


14 Piedras preciosas, etc.
57
8,4
1-15
5,3
0,6
40-45


15 Metales comunes y sus productos
847
4,4
1-15
4,8
1,1
15-50


16 Maquinaria
1.269
3,1
0-15
4,7
1,5
0-50


17 Equipo de transporte
336
5,6
0-15
5,9
1,1
40-100


18 Equipo de precisión
296
4,0
0-15
5,1
1,3
0-45


19 Armas y municiones
18
10,6
6-15
3,9
0,4
45


20 Manufacturas diversas
203
11,6
1-15
4,8
0,4
20-45


21 Objetos de arte, etc.
8
5,0
1-10
4,5
0,9
45

a
Incluye el impuesto del 1 por ciento aplicado en virtud de la Ley N° 6946.

b
CV = Coeficiente de variación.

c
Costa Rica no consolidó las siguientes partidas:  3817100000, 3817200000, 4901100000, 4901910000 y 4901990000.

d
Clasificación CIIU (Rev.2), con exclusión de la electricidad (dos líneas).

Fuente:
Estimaciones de la Secretaría de la OMC, basadas en datos facilitados por las autoridades costarricenses.
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Gráfico III.2

Progresividad arancelaria para productos manufacturados, promedio 

arancelario de marzo de 2000
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Fabricación de productos alimenticios, bebidas y tabaco

Industrias textiles, de prendas de vestir y del cuero

Industria de la madera y productos de la madera, incluidos muebles

Fabricación de papel y productos de papel;  imprentas y editoriales

Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos derivados del petróleo y del carbón, de caucho 

y plástico

Fabricación de productos minerales no metálicos, exceptuando los derivados del petróleo y del carbón

Industrias metálicas básicas

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo

Otras industrias manufactureras



Por categoría de 2 dígitos de la CIIU.

Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de datos facilitados por las autoridades 

costarricenses.

a

Fuente

:


c) Aranceles preferenciales

29. En agosto de 2000 Costa Rica aplicaba aranceles preferenciales a las importaciones procedentes del MCCA, Panamá y México (cuadro III.3).   Además, a fines de octubre de 2000 se encontraban en proceso de aprobación legislativa otros dos tratados de libre comercio:  el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana (Ley N° 7882 de 8 de julio de 1999), pendiente de aprobación en la República Dominicana y el Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile, pendiente de aprobación en Chile.

30. Los productos originarios del MCCA gozan en su gran mayoría de un arancel cero.  Las limitaciones al libre comercio a nivel centroamericano están consignadas en el Anexo A del Tratado General de Integración Económica Centroamericana.  En el caso de Costa Rica, el café tostado y sin tostar, los azúcares, la harina de trigo y el alcohol etílico son los únicos productos que no se benefician de un régimen de libre comercio.  Los productos restringidos están sujetos a permisos de importación, o al pago de los derechos arancelarios de importación.  Para los productos sujetos a permisos de importación, los países pueden otorgar permisos de importación a discreción, en cuyo caso los productos se benefician de un régimen de libre comercio;  de no otorgarse dicha licencia, los productos están sujetos al pago de derechos arancelarios.

31. Las concesiones arancelarias otorgadas a las importaciones originarias de México abarcan prácticamente todo el universo arancelario;  el promedio del arancel preferencial se elevaba, en agosto de 2000, al 1,6 por ciento.  Los productos con un trato preferencial restringido incluyen:  el tabaco;  algunos productos lácteos;  el azúcar;  el calzado;  polvo para la preparación de bebidas;  la carne bovina;  y el cacao en polvo.  A pesar de ser significativas, las concesiones otorgadas a las importaciones originarias de Panamá son más limitadas. 

d) Concesiones arancelarias

32. Las mercancías importadas bajo las modalidades especiales de equipaje, de envíos de socorro y de muestras sin valor comercial están exentas del pago de derechos de importación.  Asimismo, las importaciones acogidas a los regímenes liberatorios del pago de tributos aduaneros, de perfeccionamiento, y devolutivos de derechos gozan de concesiones arancelarias (sección 3) vi)). 

33. Los incentivos fiscales otorgados a diferentes sectores, regiones o actividades incluyen generalmente concesiones en cuanto al pago de derechos de importación (sección 4) iv)).  Adicionalmente, con el propósito de fomentar el desarrollo socioeconómico de Golfito, región costarricense con altos índices de desempleo, se estableció un arancel preferencial de 18 por ciento del arancel NMF para los productos autorizados para comercializarse en el Depósito Libre Comercial de Golfito.
 

Cuadro III.3

Arancel preferencial de Costa Rica para el Mercado Común Centroamericano, Panamá y México

(Porcentajes)





Tipos preferenciales

Código del SA
Designación de la mercancía
N° de líneas
NMFa
MCCAb
Panamác d
Méxicoe


Total
7.987
6,9
0,1
4,2
1,6

01
Animales vivos
21
6,6
0,0
5,1
0,0

02
Carnes y despojos comestible
80
29,2
0,0
27,2
21,0

03
Pescados y crustáceos, moluscos, etc.
143
9,9
0,0
8,7
2,9

04
Leche y productos lácteos;  huevos de ave;  miel natural, etc.
45
49,4
0,0
13,4
47,5

05
Los productos de origen animal n.e.p.
25
5,0
0,0
3,6
0,0

06
Plantas vivas y productos de floricultura
42
10,8
0,0
7,4
1,1

07
Legumbres y hortalizas, plantas, raíces y tubérculos alimenticios
96
16,8
0,0
9,3
4,8

08
Frutos comestibles, cortezas de agrios o de melones
101
13,2
0,0
7,3
2,4

09
Café, té, yerba mate y especias
52
11,3
2,1
5,3
2,7

10
Cereales
29
10,0
0,0
3,4
3,3

11
Productos de molinería
39
7,4
0,1
6,4
2,3

12
Semillas y frutos oleaginosos;  semillas y frutos diversos;  etc.
66
3,5
0,0
1,2
0,3

13
Gomas, resinas y demás jugos y extractos vegetales
14
1,0
0,0
0,0
0,0

14
Materiales trenzables y demás productos de origen vegetal, etc.
16
4,4
0,0
3,1
0,4

15
Grasas y aceites animales o vegetales;  etc.
59
9,2
0,0
8,1
3,8

16
Preparaciones de carne, de pescado o de crustáceos, etc.
67
29,5
0,0
20,1
12,3

17
Azúcares y azúcares de confitería
24
18,7
6,1
15,3
16,2

18
Cacao y sus preparaciones
18
10,8
0,0
1,8
6,1

19
Preparaciones a base de cereales, harina, almidón, fécula o leche;  etc.
34
13,5
0,0
8,8
6,8

20
Preparaciones de legumbres u hortalizas, de frutos o de otras partes de plantas
83
14,5
0,0
6,2
2,2

21
Preparaciones alimenticias diversas
45
14,1
0,0
7,0
3,1

22
Bebidas, líquidos alcohólicos y vinagre
79
14,5
3,6
9,9
5,7

23
Residuos y desperdicios de las industrias alimentarias;  etc.
44
8,3
0,0
3,8
2,7

24
Tabaco y sucedáneos del tabaco elaborados
19
11,2
0,0
1,0
11,2

25
Sal;  azufre;  tierras y piedras;  etc.
89
5,6
0,0
3,0
0,6

26
Minerales, escorias y cenizas
35
1,4
0,0
0,4
0,0

27
Combustibles minerales, aceites minerales y productos de su destilación;  etc.
79
6,2
1,2
4,5
0,0

28
Productos químicos inorgánicos;  compuestos inorgánicos u orgánicos de los metales preciosos;  etc.
203
1,2
0,0
0,2
0,0

29
Productos químicos orgánicos
642
1,1
0,0
0,1
0,0

30
Productos farmacéuticos
86
2,3
0,0
0,4
0,2

31
Abonos
31
1,0
0,0
0,0
0,0

32
Extractos curtientes o tintóreos;  etc.
75
3,9
0,0
0,5
0,9

33
Aceites esenciales y resinoides;  preparaciones de perfumería, de tocador, o de cosmética
40
8,3
0,0
0,4
3,9

34
Jabones, agentes de superficie orgánicos, preparaciones para lavar, etc.
45
8,2
0,0
4,3
3,1

35
Materias albuminoideas;  productos a base de almidón o de fécula modificados;  colas;  etc.
21
5,1
0,0
1,0
0,0

36
Pólvoras y explosivos;  artículos de pirotecnia;  fósforos (cerillas),  etc.
10
10,8
0,0
9,8
0,8

37
Productos fotográficos o cinematográficos
38
8,4
0,0
7,1
0,0

38
Productos diversos de las industrias químicas
106
4,0
0,0
1,7
0,0

39
Materias plásticas y manufacturas de estas materias
288
6,3
0,0
3,4
2,1

40
Caucho y manufacturas de caucho
118
5,4
0,0
3,3
0,3

41
Pieles (excepto la peletería) y cueros
43
4,8
0,0
3,6
1,5

42
Manufacturas de cuero, etc.
34
13,2
0,0
8,9
7,0

43
Peletería y confecciones de peletería;  peletería artificial o ficticia
21
15,0
0,0
12,7
0,0

44
Madera, carbón vegetal y manufacturas de madera
95
9,4
0,0
6,1
2,0

45
Corcho y sus manufacturas
8
1,0
0,0
0,0
0,0

46
Manufacturas de espartería o de cestería
10
15,0
0,0
11,2
0,0

47
Pastas de madera o de otras materias fibrosas celulósicas;  etc.
20
1,7
0,0
0,0
0,0

48
Papel y cartón;  etc.
184
5,8
0,0
3,1
0,9

49
Productos editoriales, de la prensa o de otras industrias gráficas;  etc.
26
7,0
0,0
6,0
0,0

50
Seda
10
5,2
0,0
4,2
0,0

51
Lana y pelo fino u ordinario;  etc.
36
5,0
0,0
4,0
0,3

52
Algodón
134
8,1
0,0
6,8
0,0

53
Las demás fibras textiles vegetales;  etc.
38
6,4
0,0
5,4
0,2

54
Filamentos sintéticos o artificiales
106
7,8
0,0
4,6
0,0

55
Fibras sintéticas o artificiales discontinuas
151
7,9
0,0
5,1
0,0

56
Guata, fieltro y tela sin tejer;  hilados especiales;  cordeles, cuerdas y cordajes; artículos de cordelería
63
7,1
0,0
4,4
0,0

57
Alfombras y demás revestimientos para el suelo, de materias textiles
28
15,0
0,0
9,5
0,0

58
Tejidos especiales;  superficies textiles con pelo insertado;  encajes; tapicería;  pasamanería;  bordados
58
9,3
0,0
6,9
0,0

59
Tejidos impregnados, recubiertos, revestidos o estratificados;  etc.
35
5,6
0,0
2,2
0,0

60
Tejidos de punto
25
9,5
0,0
7,0
0,0

61
Prendas y complementos de vestir, de punto
123
14,8
0,0
12,6
0,0

62
Prendas y complementos de vestir, excepto los de punto
133
14,9
0,0
12,5
0,0

63
Los demás artículos textiles confeccionados;  conjuntos o surtidos;  prendería y trapos
76
14,5
0,0
10,6
1,5

64
Calzado, polainas, botines y artículos análogos;  partes de estos artículos
54
11,5
0,0
7,8
9,4

65
Artículos de sombrerería y sus partes
17
13,4
0,0
10,8
0,0

66
Paraguas, sombrillas, quitasoles, etc.
10
11,4
0,0
7,1
4,0

67
Plumas y plumón preparados y artículos de plumas o plumón;  etc.
11
14,2
0,0
10,6
0,0

68
Manufacturas de piedra y yeso, etc.
70
9,0
0,0
5,3
1,3

69
Productos cerámicos
40
11,1
0,0
5,2
2,4

70
Vidrio y manufacturas de vidrio
100
5,4
0,0
4,2
0,9

71
Perlas finas o cultivadas, piedras preciosas y semipreciosas o similares, etc.
57
8,4
0,0
6,2
0,0

72
Fundición, hierro y acero
211
3,5
0,0
0,8
1,0

73
Manufacturas de fundición, de hierro o de acero
208
5,7
0,0
2,7
1,5

74
Cobre y manufacturas de cobre
67
2,7
0,0
1,3
0,3

75
Níquel y manufacturas de níquel
19
1,0
0,0
0,0
0,0

76
Aluminio y manufacturas de aluminio
101
6,8
0,0
3,1
1,3

78
Plomo y manufacturas de plomo
11
2,8
0,0
1,8
0,0

79
Cinc y manufacturas de cinc
14
1,0
0,0
0,0
0,0

80
Estaño y manufacturas de estaño
8
1,0
0,0
0,0
0,0

81
Los demás metales comunes;  "cernets";  manufacturas de estas materias
50
1,2
0,0
0,1
0,0

82
Herramientas y útiles, artículos de cuchillería y cubiertos de mesa, etc.
95
4,3
0,0
3,0
0,0

83
Manufacturas diversas de metales comunes 
63
6,3
0,0
3,3
0,6

84
Reactores nucleares, calderas, máquinas, etc.
735
2,5
0,0
0,9
0,3

85
Máquinas, aparatos y material eléctrico y sus partes;  etc.
532
3,8
0,0
1,9
0,2

86
Vehículos y material para vías férreas o similares y sus partes;  etc.
26
1,0
0,0
0,0
0,0

87
Vehículos automóviles, tractores, etc.
315
5,7
0,0
4,5
0,0

88
Navegación aérea o espacial
20
3,8
0,0
2,8
0,0

89
Navegación marítima o fluvial
23
6,7
0,0
4,4
1,6

90
Instrumentos y aparatos de óptica, fotografía o cinematografía, etc.
216
1,9
0,0
1,1
0,0

91
Relojería
55
9,4
0,0
8,4
0,0

92
Instrumentos de música, partes y accesorios de estos instrumentos
25
8,9
0,0
7,9
0,3

93
Armas y municiones, sus partes y accesorios
18
10,6
0,0
9,6
0,0

94
Muebles;  mobiliario médico-quirúrgico;  artículos de cama y similares;  etc.
64
12,7
0,0
6,4
4,2

95
Juguetes, juegos y artículos para recreo o deporte;  sus partes y accesorios
52
11,7
0,0
9,0
1,6

96
Manufacturas diversas de metales comunes 
88
10,3
0,0
6,3
1,9

97
Objetos de arte, de colección o de antigüedad
8
5,0
0,0
4,0
0,0

a
Incluye el impuesto del 1 por ciento aplicado en virtud de la Ley N° 6946.

b
Se aplica control de importación a 8 líneas arancelarias.

c
Se aplican cuotas a Panamá en 65 líneas arancelarias.

d
Se aplica control de importación a 164 líneas arancelarias.

e
Se aplican cuotas a México en 3 líneas arancelarias.

Fuente: 
COMEX, según el Arancel de Agosto del 2000, de la Dirección General de Aduanas.
iv) Contingentes arancelarios

34. Costa Rica mantiene contingentes arancelarios de importación para productos agrícolas en virtud de los compromisos de acceso mínimo acordados en la Ronda Uruguay.  Desde 1995 se han abierto contingentes arancelarios para los siguientes productos:  aves y sus partes;  leche fluida;  leche en polvo;  yogur;  mantequilla;  queso fresco y fundido;  helados;  y embutidos de aves.
  No ha sido necesario abrir contingentes arancelarios para los productos cuyo arancel de importación NMF se mantuvo a un nivel igual o inferior al arancel establecido en la Lista de Costa Rica para las importaciones dentro de contingentes.
  

35. Desde 1995, el uso de los contingentes arancelarios ha sido variable, pero en general bastante limitado.  Dichos contingentes han sido utilizados totalmente en un solo caso, el de las importaciones de grasa butírica en 1995.  En el caso de los otros productos, los contingentes han sido utilizados en grado ínfimo.  Este fue el caso de cinco de los ocho contingentes abiertos en 2000;  para los otros tres productos el nivel máximo de utilización sobrepasó ligeramente el 50 por ciento (gráfico III.3). 

36. De lo anterior se desprende que los contingentes arancelarios de importación sólo están respondiendo parcialmente a las expectativas en cuanto a oportunidades de acceso al mercado previstas en la Ronda Uruguay.  La modesta utilización de las cuotas arancelarias es probablemente el resultado de factores tales como el alto nivel de los aranceles dentro del contingente, que hace las importaciones poco rentables, incluso dentro del contingente y el funcionamiento del mecanismo de administración de contingentes arancelarios.

37. Con respecto al último punto, las autoridades señalaron que a pesar de sus acciones tendientes a la divulgación del mecanismo, ya sea a través de publicaciones en los periódicos nacionales y de "La Gaceta", o mediante conferencias sobre el tema, era posible que los agentes económicos tuviesen un conocimiento escaso del mecanismo de administración de contingentes arancelarios.  Apunta a estas razones el hecho de que en la práctica haya habido importaciones fuera de los contingentes de todos los productos sujetos a contingentes arancelarios.  Por ejemplo, a pesar de que sólo la mitad del contingente para quesos haya sido utilizada en 1999, se registraron importaciones, procedentes principalmente de los Países Bajos, las cuales pagaron derechos de importación comprendidos entre el 122 y el 130 por ciento, mientras que el arancel aplicado a las importaciones dentro del contingente era del 40 por ciento.  Asimismo, mientras los contingentes para productos de aves han quedado sin utilizar, algunas importaciones, por ejemplo de jamón cocido de pavo provenientes de España y de los Estados Unidos, han pagado un impuesto equivalente al 167 por ciento de su valor.

38. El sistema de aplicación de contingentes arancelarios es administrado a través de un mecanismo de adjudicación mediante transacciones bursátiles.
  El mecanismo está diseñado para que el Estado no intervenga directamente en la atribución de los contingentes y que no se discrimine ni se favorezca a ningún participante.  La Bolsa de Productos Agropecuarios (BOLPRO) está encargada de administrar los contingentes bajo la supervisión de los Ministerios de Agricultura y Ganadería, y de Comercio Exterior.  Con el objetivo declarado de evitar distorsiones internas, los Ministerios de Agricultura y Ganadería y de Comercio Exterior están facultados para dividir a discreción la cantidad a importar en tractos, que pueden ser mensuales, bimensuales, trimestrales, cuatrimestrales, semestrales, o anuales, asignando una cantidad para cada uno de esos períodos.  Aunque esta práctica podría limitar el uso de los contingentes arancelarios al hacer potencialmente costosa la importación de montos pequeños únicamente en determinados períodos, las autoridades señalaron que en la determinación de los tractos se toma en cuenta un mínimo de valor o cantidad que sea rentable importar. 
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Gráfico III.3

Aranceles aplicados dentro y fuera de los contingentes y niveles de utilización, 2000

a     El arancel aplicado dentro del contingente es del 30 por ciento para los embutidos de aves y productos similares, y del 20 por 

       ciento para las demás preparaciones.  

Fuente

: Estimaciones de la OMC basadas en información proporcionada por las autoridades costarricenses.
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39. El proceso de adjudicación se inicia con el anuncio de la apertura del contingente en el Diario Oficial, con una antelación de 10 días hábiles.  Los diferentes puestos de bolsa de productos agropecuarios autorizados en Costa Rica buscan a demandantes (importadores nacionales) y oferentes (exportadores extranjeros) y tratan de ponerlos de acuerdo con el fin de establecer un contrato de compra/venta preliminar, el cual incluye el monto, la cantidad y las especificaciones de la mercancía. Este aspecto del mecanismo podría favorecer a los exportadores extranjeros que dispongan de una red de distribución en Costa Rica (por ejemplo cadenas de restaurantes tipo "fast food") frente a los exportadores sin ese tipo de lazos comerciales.  

40. El día de la negociación bursátil, los puestos de bolsa presentan los contratos preliminares para que sean tomados en cuenta.  Una vez ordenadas las ofertas, partiendo de la de menor precio, se abre el período de puja para mejorar las ofertas.  BOLPRO adjudica la certificación a cualquier parte que reduzca el precio del contrato preliminar.  Si durante el corro esto no sucede, se acepta finalmente la propuesta del contrato preliminar.  El adjudicatario de la certificación debe hacer efectiva la importación de la mercancía en el plazo máximo determinado por el Ministerio de Agricultura y Ganadería;  la licencia otorgada no es transferible.  

41. Para realizar la importación la aduana solicita los documentos ordinarios de comercio internacional y la certificación otorgada por BOLPRO.  Esta certificación acredita el derecho del adjudicatario a importar una determinada cantidad de la mercancía, con un arancel más bajo, dentro de un período debidamente señalado.

42. Por otra parte, BOLPRO también está encargada de administrar los contingentes excepcionales de importación que se abren con reducción de los derechos arancelarios NMF cuando las autoridades identifican una situación de desabastecimiento de un determinado producto agropecuario.  En julio de 2000, se emitió el Reglamento Sobre la Adjudicación de Cuotas de Importación en Casos de Desabastecimiento de Bienes Agropecuarios con el fin de ordenar las importaciones de productos de consumo básico en dichas circunstancias.
  Desde 1999, Costa Rica ha abierto bajo dicho mecanismo contingentes temporales para la importación de arroz y frijol.  En años anteriores, el mecanismo utilizado para permitir el abastecimiento interno era la disminución temporal de los derechos arancelarios.  Con respecto a las importaciones de frijol, en agosto de 2000 Costa Rica autorizó la importación de un contingente de 10.965 toneladas de frijol negro con un derecho arancelario de 5 por ciento (inferior al derecho NMF vigente de 50 por ciento), eximiendo dicho contingente de la medida de salvaguardia especial (véase la sección ix) infra).
 

v) Otras cargas que afectan a las importaciones

43. Además de los derechos arancelarios de importación y del impuesto del 1 por ciento sobre el valor de las importaciones (Ley N° 6946), las importaciones están sujetas a una serie de cargas por concepto de trámites aduaneros (por ejemplo, cargas de almacenamiento y manipulación, o derechos portuarios), y a impuestos internos.  Estos últimos varían según los productos e incluyen el impuesto general sobre las ventas (IGV), el impuesto selectivo de consumo (ISC), el impuesto específico al consumo, el impuesto para el Instituto de Fomento y Asesoría Municipal (IFAM), y el impuesto para el Instituto de Desarrollo Agrario (IDA).

44. En 1999, la contribución al ingreso tributario total de los principales tributos aplicables al comercio exterior y a la venta de bienes y servicios se repartió de la siguiente manera:  el 36 por ciento para el IGV;  el 20 por ciento para el ISC;  el 5,6 por ciento para los derechos de importación;  el 3,8 por ciento para los impuesto específicos al consumo;  y el 1 por ciento para los derechos de exportación. 

45. Para los productos sujetos a ellos, los impuestos internos se aplican a todas las importaciones independientemente de su procedencia.  Los impuestos se aplican a tipos idénticos sobre los productos nacionales y extranjeros, aunque los impuestos del IFAM y del IDA se aplican de manera diferenciada en algunos casos.

46. Los impuestos del IFAM y del IDA, introducidos en 1962 y 1982 respectivamente, gravan principalmente las bebidas alcohólicas, algunas bebidas no alcohólicas y los cigarrillos.  Los ingresos están destinados a financiar las actividades de esos dos institutos.  Estos dos impuestos se aplican en cascada, el impuesto del IDA se aplica sobre el valor c.i.f. más los derechos arancelarios a la importación, el ISC y el impuesto del 1 por ciento de la Ley N° 6946.  El impuesto del IFAM, se aplica sobre el valor c.i.f. más los derechos arancelarios a la importación, el ISC, el impuesto del 1 por ciento de la Ley N° 6946 y el impuesto del IDA.

47. Las tipos del impuesto del IDA son:  el 2,5 por ciento para los cigarrillos;  el 8 por ciento para los licores, las bebidas destiladas, y las bebidas espirituosas;  el 5 por ciento para las cervezas;  y el 5, 10 ó 14 por ciento para las bebidas no alcohólicas.  Se aplica el 5 por ciento a los refrescos gaseosos de marcas nacionales, el 10 por ciento a los refrescos producidos en Costa Rica por concesionarios de marcas internacionales o refrescos importados, y el 14 por ciento a las bebidas carbonatadas, nacionales o extranjeras, de uso preferente en la mezcla de licores.
  

48. Las tasas del impuesto del IFAM son de un 10 por ciento sobre licores, bebidas destiladas y otras bebidas espirituosas, de un 10 por ciento para la cerveza importada y de un 3 por ciento para la cerveza nacional.
  Las autoridades manifestaron que se estaba examinando la congruencia de dichos impuestos con los compromisos internacionales adquiridos por Costa Rica, y se planteaban la posibilidad de solicitar una consulta al respecto a la Procuraduría General de la República.

49. El impuesto selectivo de consumo (ISC) se aplica a una gran variedad de productos.  En marzo de 2000, aproximadamente el 11,5 por ciento de las líneas arancelarias a diez dígitos (919 líneas), repartidas en 55 capítulos del SA, estaban sujetas al ISC.  Las tasas aplicadas se escalonaban en 20 niveles del 5 al 95 por ciento (cuadro III.4).  En febrero de 2001 la Asamblea Legislativa aprobó en primer debate la Ley de Simplificación Tributaria, con la cual se pretende mejorar los instrumentos legales en materia impositiva, así como disminuir sustancialmente la cantidad de mercancías sujetas al impuesto selectivo de consumo.  De aprobarse dicha Ley aproximadamente un 10,4 por ciento de las líneas arancelarias a nivel de diez dígitos (819 líneas arancelarias) del arancel de Costa Rica estarían sujetas al ISC.
50. En la importación de mercancías, la base imponible del ISC está constituida por el valor  c.i.f. más los derechos arancelarios y cargas de importación.  Para la producción nacional, la base imponible se determina sobre el precio de venta al contado del fabricante, del cual solamente se pueden deducir los descuentos usuales y generales que sean concedidos a los compradores en condiciones similares.  Para los cigarrillos, cigarros y puros, la base imponible se determina en función del precio de venta al público sugerido, ajustándolo con diferentes factores como las utilidades presuntivas del detallista y de distribución, o el descuento por volumen.

51. El ISC se aplica tanto a los productos importados como a los producidos en Costa Rica.  En la práctica, sin embargo, en el caso de algunos productos el impuesto recae sólo en productos importados al no existir producción doméstica, en ciertos casos puede representar una parte importante del costo de importación.  Por ejemplo, los tipos aplicados a coches de turismo, los cuales son todos importados, están comprendidas entre el 0 y el 93 por ciento del valor c.i.f. del vehículo, en función de su utilización (por ejemplo las ambulancias están exoneradas), su cilindrada, su antigüedad y su eficiencia energética.  Con respecto a este último criterio, la Ley de Regulación del Uso Racional de la Energía estableció un incremento del ISC de un 30 por ciento adicional sobre la tarifa establecida para la importación de maquinaria, equipo, y vehículos que no posean características de eficiencia energética.
  De conformidad con la Circular DNP-020-97 de 19 de marzo de 1997, este recargo sólo se está aplicando a los vehículos.  

Cuadro III.4

Bienes importados sujetos al impuesto selectivo de consumo (ISC), agosto de 2000

Tarifa ad valorem (%)
Número de líneas arancelarias
Clasificación SA 2 dígitos

5
6
20;  40;  85;  88;  94

10
35
17-20;  22;  37;  38;  40;  70;  84;  85;  94-96

15
50
18;  19;  21;  27;  34;  48;  49;  54;  70;  71;  73;  75;  76;  79;  82;  83;  85;  87;  90;  91;  94

20
31
22;  32;  34;  42;  46;  49;  66;  67;  70;  71;  73;  83;  84;  87;  89;  95;  96

23
3
33;  87

25
12
20;  22;  37;  40;  49;  83;  84;  85;  87

30
10
22;  27;  33;  84;  85

31
1
87

35
4
27;  37;  84;  87

40
7
22;  84;  85;  87

43
1
87

45
3
22;  85;  87

50
10
27;  36;  37;  71;  87

53
1
87

55
2
22

60
2
22;  87

61
1
87

63
3
87

65
4
24;  84;  93

70
2
87

75
6
93

80
2
87

93
2
87

95
1
24

Fuente:
COMEX, con base en el arancel de la Dirección General de Aduanas.

52. Con el objetivo de otorgar apoyo a determinadas actividades, el tipo del ISC se reduce para los productos destinados a ellas.  Por ejemplo, la tasa del ISC aplicada a la gasolina de aviación es del 15 por ciento para las empresas de transporte aéreo con contrato turístico, en lugar del 35 por ciento impuesto para los demás usos.
  Asimismo se exonera el 50 por ciento del monto de los impuestos vigentes a la importación de vehículos utilizados en su arrendamiento a turistas y se exonera el 60 por ciento del ISC para vehículos de transporte público modalidad taxi.

53. El impuesto general sobre las ventas (IGV), se aplica a bienes y servicios independientemente de su origen. Desde marzo de 1997, el tipo aplicado es del 13 por ciento.
  Para los productos importados, el IGV se aplica sobre el valor de las importaciones una vez agregados todos los derechos de importación (incluido el impuesto del 1 por ciento correspondiente a la Ley N° 6946) así como todos los impuestos internos (incluidos el ISC y los impuestos del IDA y del IFAM).  Para los bienes  y servicios nacionales, el monto del IGV se determina sobre el precio neto de la venta, el cual incluye también los diferentes impuestos internos. 

54. En marzo de 2000, aproximadamente el 11 por ciento de las líneas arancelarias estaban exentas del IGV, de las cuales dos terceras partes correspondían a productos agrícolas (SA 1 a 24).  La lista de productos exentos está dividida en seis categorías:  la canasta básica alimentaria y de bienes esenciales para la educación;  los medicamentos;  los productos veterinarios;  los insumos agropecuarios;  los insumos para la pesca marina;  y mercancías varias.
  Con respecto a los productos de la canasta básica alimentaria, cabe señalar que la exención está condicionada al estado de elaboración del producto, generalmente no se otorga a productos envasados o enlatados.  Desde 1995, la lista de excepciones ha sido modificada en varias ocasiones;  en particular, en mayo de 2000, se amplió significativamente la lista de insumos y equipo de uso en labores productivas agropecuaria, acuícola y pesquera (Decreto Ejecutivo N° 28648-MAG-MEIC-H de 25 de mayo de 2000).  Asimismo se establecieron procedimientos más ágiles para facilitar la obtención de las exenciones.

55. Además de los impuestos antes mencionados, durante los últimos seis años se han creado nuevos impuestos internos que afectan a las importaciones.  Se creó un impuesto denominado “impuesto forestal” que se aplica al tipo del 3 por ciento sobre el valor de transferencia en el mercado de las maderas en trozas con un diámetro superior o igual a 29 centímetros en el extremo más delgado.  Simultáneamente se redujo el IGV en 3 puntos porcentuales para dichos productos, con lo el nuevo impuesto equivale a una transferencia del ingreso tributario del presupuesto general de la Nación a un fondo específico para promover el sector forestal.  El hecho generador de este impuesto es la industrialización primaria de la madera.  En el caso de la importación, el impuesto se aplica al valor c.i.f. de las maderas importadas.
  Asimismo se estableció un nuevo impuesto especifico de 16 colones por "unidad de consumo" sobre las bebidas alcohólicas para financiar acciones sociales;  dicho impuesto se ajusta cada tres meses.
  A febrero de 2000 dicho impuesto era de 17,65 colones por unidad de consumo de conformidad con la Resolución de la Dirección General de la Tributación Directa N° 1-2001 de 12 de febrero de 2001.

56. Con respecto a la aplicación de las cargas relacionadas con la importación de mercancías (por ejemplo arancel consular, costo de los formularios, costo por uso de carta de crédito, derechos portuarios, o cargas de almacenamiento y manipulación de mercancías en aduanas) no se han introducido cambios significativos desde 1995.  Las autoridades señalaron que el impuesto de traspaso de vehículos usados ha sido reducido del 5 al 2,5 por ciento del valor de la importación.

57. La estructura de las cargas que gravan la importación de tres productos ilustrativos puede apreciarse en el cuadro III.5.  El equivalente ad valorem de todas las cargas e impuestos que afectan a las importaciones puede ser relativamente elevado;  en los ejemplos ofrecidos varía entre un 38 por ciento para los productos de acero a un 71 por ciento para los vehículos de pasajeros nuevos.  

vi) Licencias de importación

58. Las autoridades han señalado que el único sistema de licencias de importación vigente es el relacionado con la administración de los contingentes arancelarios (véase la sección iv) supra).

Cuadro III.5

Estructura de los gravámenes aplicados a la importación de algunos productos, 2000



Arroz blanqueado
Acero laminadoa
Vehículos de pasajerosa

Designación
Porcentaje
Valor
Porcentaje
Valor
Porcentaje
Valor

1.
Valor f.o.b.

87,03

89,69

86,96


   Flete
13,80
12,01
10,00
8,97
10,00b
8,69


   Seguro
1,10
0,96
1,50
1,34
5,00b
4,35

2.
Valor c.i.f.

100,00

100,00

100,00


   Derechos arancelarios (sobre 2) 
36,00
36,00
1,00
1,00
1,00
1,00


   Derechos de licencias de importación
…
…
…
…
…
…


   Derechos sobre cartas de crédito (sobre 2)
0,50
0,50
0,50
0,50
0,50
0,50


   Derechos de agentes de aduanas (sobre 2)
2,00
2,00
3,00
3,00
1,00
1,00


   Derechos consulares
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.


   Derechos portuarios (tipos específicos)
…
3,00
…
18,15
…
5,83

3.
Subtotal

141,50

122,65

108,33

4.
Impuesto Selectivo de Consumo (sobre 3)
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
40,00
43,32

5.
IDA (sobre 3 + 4)
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.

6.
IFAM (sobre 3 + 4 + 5)
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.
n.a.

7.
Impuesto sobre las Ventas (3 + 4 + 5 + 6)
n.a.
n.a.
13,00
15,94
13,00
19,71

8.
Costo al por mayor en Costa Rica

141,50

138,59

171,37

...
No se dispone de datos.

n.a.
No se aplica.

a
Los cálculos se refieren a una expedición de planchas de acero laminado, con un peso aproximado de 5,5 toneladas, y a un automóvil de pasajeros de 1.300 cc, con un peso aproximado de 1,09 toneladas.

b
Valores estimados.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades costarricenses.

vii) Prohibiciones y otras restricciones 

59. Costa Rica mantiene prohibiciones de importación para un número limitado de productos (37 líneas arancelarias), generalmente por razones de salud, seguridad y protección del medio ambiente.  Entre los productos cuya importación está prohibida se encuentran la cáscara y cascarilla de café, así como los separadores de huevos de cartón usados.  Las autoridades indicaron que en el caso de la cáscara y cascarilla de café, la prohibición fue establecida por la Oficina de Sanidad Vegetal del Ministerio de Agricultura y Ganadería como medida de protección contra la broka;  en cuanto a los separadores de huevos de cartón usados, la prohibición se basa en la protección de la salud, condiciones sanitarias óptimas, higiene en la producción, elaboración, almacenamiento y distribución de los alimentos, así como en la prevención de plagas, enfermedades y contaminación a través de los huevos.

60. Por los mismos motivos, se mantienen restricciones a la importación de varios productos, entre los cuales destacan:  las sustancias agotadoras de la capa de ozono (Ley Nº 7223 de 2 de abril de 1991);  los asbestos (Decreto Ejecutivo N° 25056-S-MEIC-MINAE de 16 de abril de 1996);  las armas y explosivos (Decreto Ejecutivo N° 25120-SP de 17 de abril de 1996);  los productos naturales con forma farmacéutica y tisanas (Decreto Ejecutivo N° 26872-S de 15 de abril de 1998);  los estupefacientes, sustancias psicotrópicas y drogas de uso no autorizado (Ley N° 7786 de 30 de abril de 1998);  los cosméticos (Decreto Ejecutivo N° 27020-S de 5 de junio de 1998 y sus reformas, Decreto Ejecutivo N° 27256-S de 11 de septiembre de 1998);  los productos peligrosos (Decreto Ejecutivo N° 28113-S de 6 de octubre de 1999);  y los medicamentos (Decreto Ejecutivo N° 28466-S de 29 de febrero de 2000). 

61. La importación de productos restringidos requiere autorización o permiso emitido previamente por el ministerio competente (cuadro III.6).  Los requisitos técnicos, sanitarios y fitosanitarios se describen en la sección x) infra.

Cuadro III.6

Documentos necesarios para el trámite de importación

Código del documento
Descripción del documento
Entidad responsable
No. de líneas
Clasificación SA

34
Autorización desalmacenaje para perros y gatos
Ministerio de Salud, Dpto. Zoonosis
1
01

35
Cumplimiento de requisitos fitosanitarios previos, Inspección física y aprobación fitosanitaria a su ingreso, redestino, tránsito internacional y desalmacenaje.
Ministerio de Agricultura y Ganadería, Cuarentena y Registro Vegetal
704
06-15, 17-19, 23, 24, 29, 30, 32, 37, 38, 40, 44, 46, 47, 52, 53, 63, 64, 70, 85, 90, 96

36
Permisos de exportación e importación de especies de fauna y flora silvestre
Ministerio de Ambiente y Energía, Sistema Nacional de Areas de Conservación
14
01, 03-06

38
Autorización de importación, exportación o reexportación de la Comisión Gubernamental del OZONO
Ministerio de Ambiente y Energía, Comisión Gubernamental del OZONO
42
29, 30, 38, 39, 84

44
Cumplimiento de requisitos zoosanitarios previos, inspección física y aprobación zoosanitaria a su ingreso, redestino, tránsito internacional y desalmacenaje
Ministerio de Agricultura y Ganadería, Cuarentena Animal
528
01-05, 10, 15-17, 19, 21, 23, 28, 29, 31, 32, 35, 38, 41, 43, 50, 51, 56, 57, 67, 96

45
Autorización de desalmacenamiento
Oficina Nacional de Semillas
59
06, 10, 12

46
Declaración Jurada de eficiencia energética
Ministerio de Ambiente y Energía, Dirección Sectorial de Energía.
65
84, 85, 87

49
Certificado de cumplimiento de emisión de gases, emitido en el país de exportación.
Ministerio de Obras Públicas y Transportes
176
87

50
Autorización de Desalmacenaje de Alimentos
Ministerio de Salud, Dirección de Registros y Controles.
487
04, 09, 11-13, 15-23, 25, 29, 33, 35

51
Permiso de Importación de Drogas y Estupefacientes y Sellado
Ministerio de Salud, Departamento de Drogas y Estupefacientes, Controles y Registro
39
13, 14, 29

54
Autorización de desalmacenaje de sustancias tóxicas y peligrosas.
Ministerio de Salud, Departamento de Sustancias Tóxicas y Medicinas del Trabajo.
818
25-29, 32-34, 36, 38, 68, 78, 81, 84, 85, 90

57
Autorización de Desalmacenaje de Materias Primas, Formas Primarias para Medicamentos y Cosméticos;  Medicamentos, Cosméticos y Equipos Médicos
Ministerio de Salud, Departamento de Drogas y Estupefacientes, Controles y Registro
262
12, 13, 19, 29, 30, 33, 34, 38, 40, 48, 56, 90, 96

58
Autorización de Importación de Precursores y Sustancias Químicas, incluido el Sellado
Ministerio de Salud, Departamento de Drogas y Estupefacientes, Controles y Registro
76
12, 22, 27-29, 38

59
Autorización de Desalmacenaje para productos químicos, biológicos y equipo
Ministerio de Agricultura y Ganadería, Departamento de Abonos y Plaguicidas
61
13, 25, 31, 34, 38, 84

60
Permiso de Importación de Explosivos
Ministerio de Seguridad Pública, Departamento de Control de Armas y Explosivos
25
25, 28, 31, 32, 36, 76

62
Autorización Desalmacenaje ropa y calzado, usados
Ministerio de Salud, Departamento de Control de Artrópodos y Roedores
5
63

66
Autorización de Desalmacenaje de Equipo de Radio
Ministerio de Gobernación y Policía, Departamento de Control Nacional de Radio
5
85

70
Permiso de Importación de Armas
Ministerio de Seguridad Pública, Departamento de Control de Armas y Explosivos
13
87, 93

71
Permiso de Importación de Munición
Ministerio de Seguridad Pública, Departamento de Control de Armas y Explosivos
3
93

72
Permiso de exportación temporal de armas
Ministerio de Seguridad Pública, Departamento de Control de Armas y Explosivos
12
93

73
Prohibiciones para la importación 

37
05, 09, 13, 14, 25, 28-30, 36, 38, 40, 59, 63, 87, 89, 93

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de información proporcionada por las autoridades costarricenses.

viii) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

62. La normativa costarricense en materia de prácticas de comercio desleal ha sido revisada y ajustada a los acuerdos suscritos en el marco de la Ronda Uruguay, en particular el Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994 y el Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias.  En diciembre de 1995, Costa Rica adoptó el Reglamento Centroamericano sobre Prácticas de Comercio Desleal (Decreto Ejecutivo N° 24868-MEIC de 19 de diciembre de 1995), el cual entró en vigor en Costa Rica el 12 de enero de 1996.  Dicha normativa regional, notificada a la OMC por Guatemala, ha sido examinada por los Miembros en los Comités de Prácticas Antidumping y de Subvenciones y Medidas Compensatorias.
  

63. También en 1996, Costa Rica adoptó el Reglamento Centroamericano sobre Medidas de Salvaguardia, el cual ha sido notificado a la OMC y examinado en el Comité de Salvaguardias.
  Costa Rica se reservó el derecho de acogerse a las disposiciones del mecanismo de salvaguardias de transición previsto en el artículo 6 del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.  
64. En noviembre de 1995, se estableció la Oficina de Prácticas de Comercio Desleal y Medidas de Salvaguardia, con el cometido de instruir todos los procedimientos administrativos (incluidos la determinación de dumping y la de daño) en los que se pretendía la imposición de derechos antidumping, de derechos compensatorios, o de medidas de salvaguardia.
  Sin embargo, a raíz de la reestructuración del Ministerio de Economía, Industria y Comercio, en virtud del Decreto Ejecutivo N° 29117-MEIC de 6 de diciembre de 2000, se eliminó dicha Oficina, trasladándose sus funciones y atribuciones a la Unidad de Asuntos Jurídicos del MEIC, a la cual le corresponde actualmente instruir todos los procedimientos administrativos en los que se pretende la imposición de derechos antidumping, de derechos compensatorios o de medidas de salvaguardia.

65. Entre el 1° de enero de 1995 y fines de 2000, Costa Rica no aplicó ningún derecho antidumping o compensatorio.  Sin embargo se iniciaron cuatro investigaciones contra las importaciones de los siguientes productos (la fecha de iniciación se señala entre paréntesis):  láminas de polimetacrilato de metilo provenientes de México (marzo de 1996); cebolla seca proveniente de los Estados Unidos, Guatemala y Nicaragua (octubre de 1996);  refrigeradores domésticos provenientes de México (marzo de 1997);  e inodoros y lavamanos de losa vitrificada provenientes de Venezuela (agosto de 1998).  A fines de 2000, sólo la última investigación seguía pendiente, habiéndose concluido sin la imposición de derechos provisionales o definitivos todas las demás investigaciones.  Las autoridades señalaron que el retraso en la investigación pendiente se debía a la gran cantidad de recursos interpuestos por las partes interesadas contra las decisiones y resoluciones de la autoridad investigadora.

66. Entre 1995 y fines de 2000, Costa Rica tampoco aplicó ninguna medida de salvaguardia, ya sea en el marco de la OMC o en el marco de arreglos regionales, con la excepción de las medidas de salvaguardia especial previstas en el Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC (sección ix)).

67. En el caso del Mercado Común Centroamericano (MCCA), se establece la imposibilidad de la aplicación de medidas de salvaguardia (bilaterales o globales) entre los países miembros.  Además de esta normativa y la aplicable al comercio NMF, Costa Rica ha adoptado las disposiciones en materia de prácticas del comercio desleal incorporadas al Tratado de Libre Comercio suscrito con México así como a los tratados suscritos por el MCCA con la República Dominicana y con Chile.
  Dichas disposiciones están fundamentadas en los principios del Acuerdo Relativo a la Aplicación del Artículo VI del GATT de 1994 y del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias.  Estos acuerdos regionales no impiden a sus signatarios aplicar medidas de salvaguardia conforme a las reglas multilaterales.  Sin embargo, en el caso del los acuerdos con Chile y México, la aplicación de esas "salvaguardias globales" debe excluir al interlocutor preferencial a menos que las exportaciones de éste sean sustanciales o contribuyan de manera importante al daño.

68. Los acuerdos regionales negociados por Costa Rica establecen la posibilidad de aplicar medidas de salvaguardia bilaterales, permitiendo así al país importador negociar compensaciones comerciales con un número limitado de países. Por otro lado, la aplicación de dichas medidas bilaterales conlleva algunas limitaciones, por ejemplo sólo pueden ser aplicadas durante un "período de transición" o en una única ocasión, y deben consistir únicamente en medidas arancelarias dirigidas a eliminar el trato preferencial.

ix) Medidas de salvaguardia especial

69. Desde el examen anterior de sus políticas comerciales, Costa Rica ha introducido varias medidas de salvaguardia especial basadas en el Artículo 5, párrafo 1 b), del Acuerdo sobre Agricultura (activación en función de un precio de referencia).  Los productos afectados fueron:  el frijol negro común (medida aplicada desde el 7 de mayo de 1999);  y el arroz en granza, descascarillado, y semiblanqueado o pulido (aplicadas desde el 15 de noviembre de 1999).  Dichas medidas seguían en vigor a fines de 2000.
 

70. Cabe señalar que en agosto de 2000 Costa Rica autorizó la importación de un contingente de frijol negro con un derecho arancelario inferior al derecho NMF vigente, eximiendo a dicho contingente de la medida de salvaguardia especial (véase la sección iv) supra).

x) Reglamentaciones, normas y otras prescripciones

a) Normas, reglamentos técnicos, pruebas y certificación

71. Corresponde al Ministerio de Economía, Industria y Comercio y al Ministerio de Salud, dentro de su respectiva competencia, cumplir las obligaciones y ejercer los derechos en materia de normalización técnica y metrología, mencionados en el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.
  Como consecuencia de las obligaciones del Acuerdo, Costa Rica reorganizó las responsabilidades relativas a los reglamentos técnicos, normas, procedimientos de evaluación de la conformidad y metrología, creando el Sistema Nacional de Calidad.
  Dicho sistema se define como el conjunto de actividades interrelacionadas y desarrolladas a escala nacional que comprende:  la normalización técnica voluntaria, la reglamentación técnica, la acreditación, el ensayo y la calibración, la metrología, la certificación, la inspección y el control, así como otras actividades de apoyo y coordinación.  El Sistema Nacional de la Calidad se divide en cuatro subsistemas:  de Normalización;  de Reglamentación Técnica; de Acreditación;  y de Metrología.  El Rector y Coordinador del Sistema Nacional de Calidad es el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, quien preside la Comisión Nacional de la Calidad.  La Comisión Nacional de la Calidad está encargada de formular las políticas, directrices y recomendaciones del Sistema Nacional de la Calidad.  La Comisión está integrada por representantes de los sectores público y privado.  

72. La labor de normalización en el ámbito no reglamentario está a cargo del Instituto de Normas Técnicas de Costa Rica (INTECO), a través del cual todos los organismos de naturaleza pública o privada con competencia en las áreas sometidas a normalización, encauzan su actividad.  INTECO es responsable de asegurar la participación efectiva y el consenso de todos los agentes nacionales pertinentes, garantizando la representación, a todos los niveles en los que se tomen decisiones, de los intereses de los fabricantes, distribuidores, consumidores y de la administración pública del Estado.  En diciembre de 1997, dicho Instituto aceptó el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC.

73. El órgano nacional de reglamentación técnica es la Comisión Interministerial de Reglamentación Técnica, cuya secretaría es la Oficina Nacional de Normas y Unidades de Medida (ONNUM).  Dicha Comisión está compuesta por representantes de los ministerios con potestad de reglamentación técnica en los campos de la salud, la seguridad, el medio ambiente y la protección al consumidor, a saber, los Ministerios de Economía, Industria y Comercio, de Comercio Exterior, de Agricultura y Ganadería, de Salud, de Recursos Naturales, Energía y Minas, y de Obras Públicas y Transportes.  
74. Son funciones de la Comisión Interministerial de Reglamentación Técnica la elaboración de reglamentos técnicos, la adopción de prácticas reglamentarias acordes con los requisitos internacionales, y la revisión y actualización de los reglamentos técnicos existentes.  La Comisión, además de sus sesiones plenarias, desarrolla su actividad mediante comités de reglamentación técnica, en los cuales se fomenta la participación privada.  En las reglamentaciones que impliquen requisitos y limitaciones relativos a la salud, la seguridad, el medio ambiente y la protección al consumidor participan representantes del sector productivo interesado (nacional o extranjero), incluidos los consumidores, con quienes se trata de llegar a un consenso.  Esta participación de los diferentes sectores se convoca mediante un aviso público en el diario oficial La Gaceta.

75. En cada reglamento técnico se especifica el ministerio al que le corresponde verificar e inspeccionar los productos, procesos, métodos, instalaciones, servicios y actividades regulados.  Se publica un aviso en el Diario Oficial 60 días antes de oficializar un reglamento para que los interesados puedan presentar sus comentarios a los comités competentes.  

76. A finales de octubre de 2000, existían en Costa Rica unos 240 reglamentos técnicos.  Según información proporcionada por la ONNUM, alrededor de un 40 por ciento de los reglamentos técnicos y normas voluntarias vigentes en Costa Rica son idénticos o están basados en normas internacionales.  La mayoría de los reglamentos técnicos se aplican a productos de consumo, principalmente los alimentos y bebidas alcohólicas.  El azúcar blanco de plantación para el consumo directo, debe ser fortificado con vitamina A;  a partir de febrero de 2002, quedará prohibida la venta de azúcar no fortificado.  Las autoridades señalaron que se estaba estudiando la posibilidad de modificar dicho reglamento técnico con el fin de que no se exija como requisito de comercialización la fortificación del azúcar con vitamina A.  Al parecer no existen regulaciones técnicas obligatorias para productos electrónicos y de telecomunicación.  
77. Las actividades de acreditación de entes de certificación, de laboratorios de calibración y de ensayo y de entes de inspección y control son sometidos al Ente Nacional de Acreditación (ENA).  El ENA es una comisión integrada por un miembro representante de INTECO, uno de la Comisión Interministerial de Reglamentación Técnica, uno del Ente Nacional de Gestión Metrológica, un representante de cada uno de los diferentes tipos de entes públicos con los que el ENA mantiene convenios de cooperación, y personas expresamente designadas y de reconocida trayectoria científica y técnica en el ámbito de la calidad. 
78. Las actividades del ENA abarcan los ámbitos reglamentarios y no reglamentarios y deben ajustarse a los lineamientos y criterios establecidos internacionalmente.  En particular, la acreditación de los entes de inspección y control y de los laboratorios de ensayo y de calibración se efectúa en base a la normativa europea EN45000 y  las Guías de la Organización Internacional para la Normalización (ISO).  Las actividades de inspección y de control están a cargo de entes de derecho privado y público acreditados.
79. La Oficina Nacional de Normas y Unidades de Medida, además de sus atribuciones en el área de reglamentación técnica, está encargada de la gestión metrológica nacional.  El uso del Sistema Internacional de Unidades y Medidas es obligatorio en Costa Rica.
 
80. Con respecto a los procedimientos de notificación de conformidad con el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio de la OMC, la entidad responsable del servicio o servicios previstos en los artículos 10.1 y 10.3 del Acuerdo es la Oficina Nacional de Normas y Unidades de Medida, dependiente del Ministerio de Economía, Industria y Comercio.  Asimismo, la entidad responsable de la aplicación a nivel nacional de las disposiciones del párrafo 10 del artículo 10 del Acuerdo es la Dirección de Negociaciones Comerciales Internacionales del Ministerio de Comercio Exterior.
  Los diferentes arreglos regionales suscritos por Costa Rica incorporan disposiciones relativas a las normas, reglamentos técnicos, pruebas y certificación.

b) Marcado, etiquetado y embalaje

81. Los requisitos de etiquetado aplicados a los alimentos en Costa Rica se basan en normas nacionales y en normas del Codex Alimentarius.
  Todos los alimentos preenvasados importados o producidos en Costa Rica deben estar etiquetados en español.  Excepto cuando se indique expresamente otra cosa en un reglamento nacional o en una norma del Codex Alimentarius, la etiqueta debe incluir la siguiente información:  el nombre del alimento;  la lista de ingredientes por orden decreciente de peso;  el contenido neto y, para los alimentos envasados en un medio líquido, el peso escurrido;  el nombre y dirección del fabricante, envasador, distribuidor, exportador o vendedor del alimento (para los alimentos importados debe aparecer el nombre del importador o del distribuidor);  el país de origen;  la identificación del lote;  el marcado de la fecha e instrucciones para su conservación;  y las instrucciones para el uso.  Además, cuando el etiquetado de un alimento destaque la presencia de uno o más ingredientes valiosos, la etiqueta debe incluir el porcentaje inicial de dicho ingrediente en el momento de la fabricación.  

82. Asimismo, en el caso de los alimentos que hayan sido tratados con radiaciones ionizantes deberá declararse en la etiqueta tal condición o ponerse un sello distintivo cerca del nombre del alimento, según la etiqueta respectiva del Codex.  Los alimentos transgénicos deben ser identificados claramente, si bien no requieren un etiquetado especifico.  A menos que se trate de especias y de hierbas aromáticas, las unidades pequeñas en que la superficie más amplia sea inferior a 10 cm2 pueden quedar exentas de los requisitos estipulados anteriormente. 

83. En la actualidad, Costa Rica mantiene reglamentos técnicos de etiquetado específicos para varios productos no alimenticios, entre ellos, los productos de papelería y afines para uso escolar y de oficina, y los productos textiles.
  Mediante el Decreto Ejecutivo N° 26442-MEIC de 12 de noviembre de 1997 se trató de regular el etiquetado de todos los productos no alimenticios que se ofrecen al consumidor.  Sin embargo, al ser considerado demasiado general y de cumplimiento difícil, dicho Decreto fue derogado.
  La Comisión Nacional de Desregulación (sección 4) i)) quedó subsecuentemente encargada de definir la lista de productos no alimenticios que requerirán un reglamento técnico de etiquetado.
  Dicha Comisión determinó que solo los productos alimenticios, químicos, tóxicos y medicamentos requieren etiquetado específico. 

c) Prescripciones sanitarias y fitosanitarias

84. Corresponde a los Ministerios de Agricultura y Ganadería, y de Salud, dentro de su respectiva competencia, cumplir las obligaciones y ejercer los derechos establecidos en el Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC.  El Comité Nacional de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, integrado por representantes de esos dos Ministerios está encargado de resolver las consultas técnicas y de emitir las recomendaciones necesarias al cumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho Acuerdo.
  

85. Además del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la OMC, las principales normas sobre medidas sanitarias y fitosanitarias en Costa Rica figuran en  la Ley de Protección Fitosanitaria y su Reglamento, el Reglamento Centroamericano sobre Medidas y Procedimientos Sanitarios y Fitosanitarios, el Reglamento a la Ley Orgánica del Ministerio de Agricultura y Ganadería, la Ley de Salud Animal, así como en los reglamentos sobre la agricultura orgánica, el registro y la comercialización de alimentos y el registro de productos peligrosos.

86. La protección fitosanitaria en Costa Rica está a cargo del Servicio Fitosanitario del Estado, órgano dependiente del Ministerio de Agricultura y Ganadería.  Todas las sustancias químicas, biológicas o afines y los equipos de aplicación para uso agrícola que se importen deben inscribirse en el Servicio.  Se exceptúan de este requisito las sustancias que ingresan al país para la investigación o para hacer frente a problemas fitosanitarios específicos.  El Ministerio de Agricultura y Ganadería tiene potestad para restringir o prohibir la importación y el tránsito de mercancías cuando ello esté justificado por razones técnicas y se considere que emplearlas es perjudicial para la agricultura, la salud o el medio ambiente.

87. Toda persona física o jurídica que registre, importe, exporte, reempaque y reenvase sustancias químicas, biológicas o afines y los equipos de aplicación para uso agrícola debe cumplir una serie de requisitos, que incluyen la inscripción en el Servicio Fitosanitario del Estado;  la inscripción en el Registro de establecimientos agropecuarios del Colegio de Ingenieros Agrónomos y la cancelación de una tasa anual establecida por el Poder Ejecutivo;  y la contratación de los servicios de un profesional en ciencias agrícolas incorporado al Colegio de Ingenieros Agrónomos para todas sus actividades comerciales.  

88. Las autoridades puntualizaron que en materia de productos veterinarios Costa Rica está aplicando los requisitos establecidos por la Organización Mundial de Salud Animal (OIE).

89. Costa Rica mantiene medidas de control fitosanitario para la importación y el ingreso en tránsito de vegetales, agentes de control biológico y otros tipos de organismos para uso agrícola, materiales de empaque y acondicionamiento, recipientes, medios de transporte, equipajes y pertenencias de personas, así como paquetes postales.  La importación de vegetales, agentes de control biológico, y otros tipos de organismos para uso agrícola requiere una autorización previa del Servicio Fitosanitario del Estado y el cumplimiento de requisitos fitosanitarios específicos (cuadro III.7).  Habitualmente dichos requisitos incluyen la presentación de un certificado fitosanitario del país de origen así como la inspección física de las mercancías.  Las autoridades señalaron que a pesar de que la ley permite realizar inspecciones físicas de todas las importaciones sujetas a requisitos sanitarios y fitosanitarios, por razones de facilitación del comercio las inspecciones se realizan de forma aleatoria.  Se estima que cerca de un 15 por ciento de las importaciones sujetas a requisitos sanitarios y fitosanitarios son inspeccionadas.  Está prohibida la importación o el ingreso en tránsito al territorio nacional de suelo. 

90. El Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través del Servicio Fitosanitario del Estado y de la Dirección de Salud Animal, cuenta con puestos de control y estaciones de cuarentena en puertos, fronteras y aeropuertos para realizar controles e inspecciones físicas.  El Servicio está facultado, en particular, para efectuar la inspección fitosanitaria en el lugar o país de origen de los vegetales, agentes de control biológico y otros organismos de uso agrícola que la requieran para su importación.

Table III.7

Productos sujetos a prescripciones sanitarias y fitosanitarias

Designación de la mercancía
Motivo
Texto normativo
Documento de la OMC

Semillas botánicas de hortalizas, gramíneas, leguminosas, oleaginosas, frutales, forrajeras, forestales, ornamentales, flores y cualquier otra especie vegetal de interés para el hombre
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de semillas
Decreto Ejecutivo N° 26641 – MEIC-MAG, de 1° de septiembre de 1997, publicado el 25 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/22, de 30 de junio de 1999 y G/SPS/N/CRI/11, de 25 de junio de 1997

Cultivos vegetales de consumo humano
Establecer la forma de realizar el muestreo para determinar los niveles de residuos de plaguicidas que quedan en los vegetales antes de ser consumidos y garantizar la seguridad y la protección de la salud humana y animal y evitar la contaminación ambiental
Decreto Ejecutivo N° 27056 – MAG-MEIC, de 5 de enero de 1998, publicado el 11 de septiembre de 1998
G/SPS/N/CRI/21, de 17 de marzo de 1998

Vegetales, agentes de control biológico y otros organismos de uso agrícola
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de semillas
Decreto Ejecutivo N° 27042 – AG-MEIC, de 22 de abril de 1998, publicado el 9 de septiembre de 1998
G/SPS/N/CRI/20, de 17 de marzo de 1998

Frutas, hortalizas y tubérculos frescos para consumo fresco o destinadas a la industria alimenticia
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de frutas, hortalizas y tubérculos
Decreto Ejecutivo N° 26649 – MEIC-MAG, 1° de septiembre de 1997, publicado el 26 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/19, 25 de junio de 1997

Material propagativo (excepto semilla botánica) tales como plántulas, bulbos, cormos, raíces, rizomas, tallos tubérculos, esquejes, estacas o varetas, yemas, acodos, plantas "in vitro" y cualquier otro que sirva para la propagación de plantas
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias en material vegetal propagativo
Decreto Ejecutivo N° 26648 – MEIC-MAG, de 1° de septiembre de 1997, publicado el 27 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/18, de 23 de junio de 1997

Productos vegetales, sus productos o subproductos
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias en vegetales, sus productos o subproductos, cuando los requisitos fitosanitarios no estén comprendidos en un reglamento técnico específico
Decreto Ejecutivo N° 26647 – MEIC-MAG, de 11 de marzo de 1997, publicado el 25 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/17, de 23 de junio de 1997

Especias para consumo o procesamiento:  achiote, ajonjolí, albahaca, anís, apio, canela, cardamomo, clavo de olor, comino, culantro, jamaica, jengibre, laurel, nuez moscada, pimienta, orégano y romero
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de especias
Decreto Ejecutivo N° 26646 – MEIC-MAG, de 1° de septiembre de 1997, publicado el 25 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/16, de 23 de junio de 1997

Productos vegetales no incluidos dentro de semilla botánica;  material propagativo;  granos, frutas;  hortalizas y tubérculos para consumo fresco, material vegetal procesado y especies, así como a otros no vegetales
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de productos vegetales misceláneos
Decreto Ejecutivo N° 26645 – MEIC-MAG
G/SPS/N/CRI/15, de 20 de junio de 1997

Agentes de control biológico o sea enemigos naturales, antagonistas o competidores usados para el control de plagas
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de agentes de control biológico
Decreto Ejecutivo N° 26644 – MEIC-MAG, de 1° de septiembre de 1997, publicado el 24 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/14, de 23 de junio de 1997
















Granos para consumo o su procesamiento;  arroz pilado, arroz en granza, trigo, cebada, chícharos, maíz, sorgo, soza, avena, frijol (negro, rojo, blanco, cuba), alfalfa, garbanzo, lentejas, rabiza, maní (con o sin cáscara) y otros
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de granos
Decreto Ejecutivo N° 26643 – MEIC-MAG, de 1° de septiembre de 1997, publicado el 24 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/13, de 25 de junio de 1997

Vegetales que han sufrido algún proceso tal como quebrado, molido, secado, congelado, etc. para su posterior consumo
Prevenir la introducción de plagas cuarentenarias de productos vegetales procesados
Decreto Ejecutivo N° 26642, publicado el 24 de febrero de 1998
G/SPS/N/CRI/12, de 23 de junio de 1997

Sustancias químicas y biológicas de uso en la agricultura para consumo humano y animal
Crear la normativa técnica y legal que regulará todo los relacionado con el análisis de residuos en vegetales y el ambiente, de sustancias químicas y biológicas de uso en la agricultura para consumo humano y animal
Decreto Ejecutivo N° 27973 – MAG-MEIC, de 19 de mayo de 1998, publicado el 19 de julio de 1999
G/SPS/N/CRI/10, de 23 de junio de 1997

Vegetales
Establecer los límites máximos de residuos permitidos en vegetales
Decreto Ejecutivo N° 26031 – MEIC-MAG-S, de 18 de febrero de 1997, publicado el 30 de mayo de 1997
G/SPS/N/CRI/9, de 23 de junio de 1997

Productos de origen animal, sus productos y subproductos
Regular la importación de productos de origen animal, sus productos y subproductos con fines de proteger la salud
Ley N° 6243, publicada el 24 de mayo de 1978;  Decreto Ejecutivo N° 14584.A, publicado el 24 de junio de 1983;  y Decreto Ejecutivo N° 21858-MAG, publicado el 11 de marzo de 1993;  Ley General Veterinaria
G/SPS/N/CRI/4 a G/SPS/N/CRI/8, de 20 de junio de 1997 y 23 de junio de 1997;  G/SPS/N/CRI/2

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de información proporcionada por las autoridades costarricenses.

91. El Servicio Fitosanitario del Estado puede aceptar como equivalentes las medidas fitosanitarias de otros países aun cuando difieran de las medidas nacionales, siempre que el interesado demuestre que sus medidas logran un nivel de protección adecuado.
  Asimismo el Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través del Servicio Fitosanitario del Estado y la Dirección de Salud Animal, puede reconocer, de oficio o a petición de parte, como equivalentes el cumplimiento de los requisitos armonizados de registros de plaguicidas y medicamentos veterinarios de otros países, cuando dicho reconocimiento no implique riesgos innecesarios para la sanidad vegetal, y la salud animal o humana.

92. Por otra parte, las personas físicas o jurídicas que importen, investiguen, exporten, experimenten, movilicen, liberen al ambiente, multipliquen y comercialicen vegetales transgénicos, organismos modificados genéticamente o sus productos deben obtener la autorización previa del Servicio Fitosanitario del Estado.  El Servicio Fitosanitario del Estado cuenta con la asesoría de la Comisión Técnica Nacional de Bioseguridad (creada por la ley de Protección Fitosanitaria N° 7664 de 2 de mayo de 1997), a la cual le corresponde realizar la primera evaluación de riesgo para este tipo de productos.  Las primeras experiencias con vegetales transgénicos en Costa Rica se dieron en el año 1991, y desde entonces se han autorizado seis tipos de transgénesis o eventos transgénicos, relacionados con la reproducción y reexportación de semilla y cuatro tipos de transgénesis autorizados estrictamente para la investigación.

93. Todos los alimentos naturales y elaborados de nombre determinado, que se importen, elaboren o comercialicen con un nombre de fábrica deben registrarse previamente en el Ministerio de Salud.  Para dicho registro con los productos alimenticios importados que hayan sido clasificados como de alto riesgo por el Ministerio de Salud debe presentarse un certificado consular que establezca que su venta, uso y consumo está permitido en el país de origen.
  La verificación del cumplimiento de los requisitos sanitarios se lleva a cabo en el momento del ingreso del producto al mercado nacional.

xi) Comercio de estado

94. Las autoridades costarricenses han señalado que la única empresa comprendida en las disposiciones del Artículo XVII del GATT de 1994 es la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. (RECOPE), la cual administra, de manera exclusiva y excluyente, el monopolio del Estado sobre la importación, refinación y distribución al por mayor de petróleo crudo y sus derivados, que comprenden combustibles, asfaltos y nafta.
  En 1998, las importaciones totales de los productos sujetos a derechos exclusivos (14 líneas arancelarias comprendidas en los capítulos 27 y 29 del Sistema Armonizado) se elevaron aproximadamente a 265 millones de dólares EE.UU. 

95. Costa Rica mantiene dichos derechos exclusivos por considerar que la comercialización de los combustibles es estratégica y que la intervención del Estado es necesaria para garantizar el mejor precio y la mejor calidad de los productos requeridos por el consumidor en el mercado nacional.  Además, las autoridades consideran que su intervención asegura un control sobre las políticas de precios de los combustibles, que tienen una incidencia considerable en la estabilidad de los precios de una gran variedad de otros bienes y servicios.  Asimismo, las autoridades juzgan que la intervención del Estado responde a una importante función social de estabilidad macroeconómica.

xii) Contratación pública

96. En 1998, el valor total de las compras públicas, estimado en base a datos provenientes de las ejecuciones presupuestarias de la Administración Pública, alcanzó 485.578 millones de colones (aproximadamente 1.830 millones de dólares EE.UU.), gasto equivalente al 13.6% del PIB para ese año (cuadro III.8).  Las autoridades señalaron que Costa Rica no cuenta con un sistema de estadísticas que permita detallar las compras públicas por tipo de licitación o por origen del proveedor.  Sin embargo, se ha creado un grupo de trabajo interinstitucional sobre estadísticas de las contrataciones del sector público, integrado por funcionarios de la Procuraduría General de la República, la Contraloría General de la República y el Ministerio de Comercio Exterior.  Este grupo tiene el mandato de establecer un sistema de información que permita generar en forma sistemática estadísticas detalladas.  Se espera que para el primer trimestre del año 2001 se cuente con resultados concretos.

97. Costa Rica no es miembro del Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública de la OMC.  En el contexto del presente informe, las autoridades costarricenses indicaron que no tenían la intención de suscribir dicho Acuerdo, principalmente debido a que los altos umbrales establecidos en el mismo hacen difícil la participación de empresas costarricenses.

98. Por otra parte, Costa Rica ha participado en los trabajos del Grupo de Trabajo de la OMC sobre Transparencia en la Contratación Pública establecido en virtud del mandato de Singapur, por considerar que la utilización de procedimientos transparentes y previsibles en materia de contratación pública redunda en interés tanto de los gobiernos que publican la licitación, como de quienes tratan de participar en ella.  En opinión de las autoridades, el establecimiento en la OMC de un marco multilateral de normas y disciplinas que garanticen la transparencia de las políticas y procedimientos nacionales de contratación pública, sería, por lo tanto, deseable.  Costa Rica cree que para asegurar el respeto de esas reglas y disciplinas, es necesario que el Sistema de Solución de Diferencias de la OMC sea aplicable a un posible acuerdo.  Sin embargo su interés en el mismo, tal y como sucedió con respecto al Acuerdo Plurilateral sobre Contratación Pública, se vería limitado si se establecieran umbrales elevados. 

Cuadro III.8

Estadísticas de compras del sector público, 1998a
(Millones de colones)


Valor total
Bienes
Servicios
Servicios de construcción

Entidades del Gobierno Centralb
40.898
14.129
20.879
5.889

Entidades subcentralesc
10.380
4.997
3.879
1.503

Entidades Descentralizadas del Gobiernod
100.689
55.708
34.561
10.420

Empresas del Gobiernoe
333.609
194.931
114.223
24.454

Total
485.578
269.767
173.543
42.267

a
Estimaciones de las autoridades costarricenses en base a estadísticas del Sistema de Liquidación de Egresos del Presupuesto Nacional y de la Memoria Annual de la Contraloría General de la República.  El tipo de cambio promedio para 1998 con respecto al dólar de los EE.UU. fue de ¢257.

b
Incluye el Poder Legislativo (Asamblea Legislativa, Contraloría General de la República y  Defensoría de los Habitantes), el Poder Ejecutivo (Presidencia de la República y Ministerios) y el Poder Judicial (que incluye el Tribunal Supremo de Elecciones).

c
Incluye 82 municipalidades.

d
Incluye las instituciones públicas de servicio.

e
Incluye las empresas públicas no financieras y las empresas públicas financieras.

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades costarricenses.

99. La Ley de la Contratación Administrativa (Ley N° 7494 de 8 de junio de 1995), su Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 25038-H de 28 de marzo de 1996), y su Reforma (Ley N° 7612 de 22 de julio de 1996) constituyen las principales normas aplicables a la adquisición de bienes y servicios por el sector público costarricense.  Las contrataciones no abarcadas por dicha normativa incluyen los acuerdos celebrados con otros Estados o con sujetos de derecho público internacional, la actividad contractual desarrollada entre entes de derecho público, y las actividades que, mediante resolución, autorice la Contraloría General de la República cuando existan motivos de interés público.

100. Las compras del sector público están fundamentadas en los principios de eficiencia, de igualdad y libre competencia, y de publicidad, si bien la participación de oferentes extranjeros está sujeta al principio de reciprocidad.  Además, el Gobierno de la República, las instituciones autónomas y semiautónomas, las municipalidades o cualquier otra entidad oficial tienen obligación de dar preferencia a los productos manufacturados por la industria local al realizar sus compras, siempre y cuando el abastecimiento sea adecuado y la calidad y el precio similares a los del producto importado.
  En caso de discrepancia en cuanto al precio, debe realizarse una comparación entre el precio del producto local y el del producto importado incluyendo todos los gastos de aduana y de internación.  El Decreto Ejecutivo N° 26076-MP-MEIC de 13 de junio de 1997 establece, en función de los derechos arancelarios y de los impuestos, los porcentajes a utilizar para realizar dicha comparación de precios.  

101. Los principales procedimientos de contratación de bienes y servicios son:  la licitación pública;  la licitación por registro;  la licitación restringida;  y la contratación directa.  La Proveeduría Nacional mantiene un Registro de Proveedores interesados en contratar con la Administración.  Dicho Registro constituye un instrumento de evaluación de los proveedores en cuanto a su historial, capacidad técnica, financiera, y jurídica.  La Proveeduría Nacional invita a inscribirse en el Registro por lo menos una vez por año;  sin embargo, en cualquier momento, las personas físicas y jurídicas interesadas pueden solicitar su incorporación al mismo.  El Reglamento para la utilización del Registro de Proveedores Mediante (Decreto Ejecutivo N° 25113-H de 24 de abril de 1996) establece una serie de requisitos generales para la inscripción de personas físicas, jurídicas o extranjeras que deben cumplirse a fin de lograr la inscripción como proveedor.  Las autoridades señalaron que, en general, se solicitan documentos legales que acrediten la existencia y descripción del bien o servicio que se ofrece.

102. Para cada contratación se determina el procedimiento en función del presupuesto total de la administración de que se trate y del monto estimado de la contratación (cuadro III.9).  En el caso de las licitaciones públicas, cuando lo considere conveniente para los intereses públicos, o por haberlo acordado así con el ente público internacional que financia la contratación, la administración competente, además de efectuar la publicación ordinaria, podrá invitar a participar a empresas extranjeras mediante la publicación de un aviso en diarios extranjeros o por medio de comunicación a las legaciones comerciales acreditadas en Costa Rica.  En caso de urgencia y para evitar lesiones al interés público, o daños graves a las personas o irreparables a las cosas, se puede prescindir de alguna o de todas la formalidades de los procedimientos de contratación.

Cuadro III.9

Límites de contratación administrativa
(Millones de colones)


Monto estimado de la contratación

Presupuesto de la Administración
Licitación pública
Licitación por registro
Licitación  restringida
Contratación directa

Todas las contratacionesa

Más de 900
Igual o más de 45
Menos de 45                Igual o más de 15
Menos de 15              Igual o más de 6
Menos de 6

Entre 90 y 900
Igual o más de 18
Menos de 18                Igual o más de 7
Menos de 7                   Igual o más de 3,5
Menos de 3,5

Menos de 90
Igual o más de 6
Menos de 6                      Igual o más de 2
Menos de 2                 Igual o más de 1
Menos de 1

Contratación de Obras Públicas

Más de 900
Igual o más de 60
Menos de 60               Igual o más de 20
Menos de 20                Igual o más de 6
Menos de 6

Entre 90 y 900
Igual o más de 36
Menos de 36                Igual o más de 12
Menos de 12                  Igual o más de 4
Menos de 4

Menos de 90
Igual o más de 12
Menos de 12                  Igual o más de 4
Menos de 4                Igual o más de 1,5
Menos de 1,5

a
Excepto Construcción de Obra Pública y aquéllas que tengan un procedimiento señalado por la Ley de Contratación Administrativa, en razón de su objeto, con independencia de su cuantía.

Fuente:
Resolución de la Contraloría General de la República N° 1-DEE-98 de 7 de agosto de 1998.

103. Los criterios de valoración y comparación de ofertas no están estandarizados, pero el anuncio de licitación debe mencionar los factores que se tomarán en consideración, el grado e importancia de cada uno de ellos en la comparación global de ofertas, y el método para valorar y comparar las ofertas en relación con cada factor.  En el caso de la contratación de servicios, los criterios de selección incluyen, además del precio, las condiciones personales, profesionales o empresariales de los participantes.

104. Las compras del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, y de la Caja Costarricense de Seguro Social están reguladas por instrumentos legales específicos.
  En el caso de la última entidad citada, la contratación se hace mediante invitación a que los proveedores inscritos en el registro de la Caja presenten ofertas por escrito.  La adjudicación se efectúa en función del precio, pero se toma en consideración también una serie de factores, como el plazo de entrega o los antecedentes del proveedor en lo que respecta al cumplimiento de contratos anteriores.  La Caja se reserva la facultad de rechazar las ofertas o de hacer adjudicaciones parciales si lo considera conveniente para sus intereses. 

105. Las concesiones de obras públicas y de obras públicas con servicio público están reguladas por la Ley General de Concesión de Obras Públicas con Servicios Públicos (Ley N° 7762, de 22 de mayo de 1998), su Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 27098-MOPT de 16 de junio de 1998), y su reforma (Decreto Ejecutivo N° 27253-MOPT de 27 de agosto de 1998).  La Ley estipula que toda obra y su explotación son susceptibles de concesión con las excepciones destacadas de las obras que se hagan en los sectores de telecomunicaciones y electricidad.  El Consejo Nacional de Concesiones, órgano adscrito al Ministerio de Obras Públicas y Transporte, está encargado del proceso de adjudicación.  

106. Como en el caso de las compras públicas, los proyectos de concesión se adjudican en función de los principios de eficiencia, publicidad, e igualdad y libre competencia.  Los contratos se adjudican obligatoriamente al licitante que formule la mejor oferta económica entre las declaradas técnicamente aceptables según la fórmula estipulada en el anuncio de licitación.  Sin embargo, en situación de igualdad entre un licitante costarricense y un extranjero se adjudica el contrato al licitante nacional. 

107. La licitación y la adjudicación de los contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos está regulada por el Reglamento del Sistema de Licitación para la Celebración de Contratos de Exploración y Explotación de Hidrocarburos (Decreto Ejecutivo N° 25785-MINAE de 22 de enero de 1997) y su Reforma (Decreto Ejecutivo N° 27720-MINAE de 9 de marzo de 1999). 

108. En el marco de los diferentes acuerdos de libre comercio suscritos a nivel regional (con Chile, México y la República Dominicana), Costa Rica se comprometió a otorgar trato nacional a los proveedores originarios de los países contratantes para las compras de bienes y servicios abarcadas por dichos acuerdos.
  Sin embargo, a nivel del MCCA no existe ninguna disposición al respecto. 

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Procedimientos

109. Desde 1995 no se han introducido cambios importantes en los procedimientos de exportación.  La Ley General de Aduanas (Ley N° 7557 de 20 de octubre de 1995) establece que todas las exportaciones requieren la presentación de una Declaración Aduanera de Exportación (anteriormente llamado Formulario Único de Exportación), con la única excepción de las exportaciones destinadas a Centroamérica y Panamá para las que se utiliza el Formulario Aduanero Único Centroamericano (FAUCA). 

110. La Declaración Aduanera de Exportación debe contener la siguiente información:  la identificación del agente aduanero, exportador, consignatario y transportista;  la identificación de la aduana de salida y de control;  la identificación del puerto de embarque, país y puerto de destino de las mercancias y del vehículo que efectuará el transporte;  la descripción detallada de la mercancía;  la identificación del lugar donde se encuentra la mercancía para su despacho;  la identificación de la factura comercial y del conocimiento de embarque;  el valor franco a bordo (f.o.b.) declarado en la factura, y el valor del seguro y del flete;  y la identificación del régimen aduanero del exportador cuando proceda.  La declaración aduanera para exportaciones de banano debe incluir datos adicionales relativos al productor, e indicar el total y el peso de las cajas exportadas.

111. Los exportadores deben estar registrados en la Ventanilla Única de Comercio Exterior (VUCE);  el registro tiene validez por un año, y puede ser renovado a su vencimiento.  Los exportadores deben registrarse previamente ante organismos específicos para exportar los siguientes productos:  los productos textiles en la Oficina de Cuotas Textiles;  los productos perecederos agrícolas en la Dirección de Sanidad Vegetal del Ministerio de Agricultura;  las flores en la Asociación Costarricense de Floricultores;  los productos alimenticios procesados en el Departamento de Control de Alimentos del Ministerio de Salud;  y los productos pesqueros en el Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura. 

112. Los trámites ante la VUCE pueden también realizarse mediante un sistema automatizado denominado SIVUCE, que permite al exportador utilizar Declaraciones Aduaneras "preselladas" para efectuar trámites desde sus propias instalaciones, sin por lo tanto necesidad de presentarse personalmente.  Las exportaciones realizadas por empresas amparadas al Régimen de Zonas Francas se tramitan en las oficinas de la Dirección General de Aduanas ubicadas en los parques industriales.  

113. Los trámites de exportación de café en grano están a cargo del Instituto Costarricense del Café.  Las exportaciones de café procesado o molido o sus derivados no están sujetas a ningún trámite especial de exportación.  Otras exportaciones que en la mayoría requieren inspección física para su trámite, están controladas por organizaciones especificas.  Por ejemplo las exportaciones de productos de barro e imitaciones de piezas arqueológicas están controladas por el Museo Nacional;  las exportaciones de productos del subsuelo por la Dirección de Geología y Minas del Ministerio de Ambiente y Energía;  y las exportaciones de armas y explosivos por el Departamento de Control de Armas y Explosivos del Ministerio de Seguridad Pública.  Las exportaciones de animales y productos del reino animal deben ir acompañadas de Certificados Sanitarios de Exportación emitidos en el puerto de salida por las autoridades del Ministerio de Agricultura y Ganadería. 

ii) Impuestos y cargas a las exportaciones 

114. Los ingresos tributarios por concepto de exportaciones son relativamente importantes:  en 1999, esos ingresos se elevaron a 5.524 millones de colones, suma equivalente al 1 por ciento del ingreso fiscal total.  De 1995 a 1999, Costa Rica aplicó impuestos a las exportaciones de café, carne y banano.
  A partir del 31 de diciembre de 1999 se eliminaron los impuestos aplicados a la carne y al café.  A fines de 2000 solamente se aplican impuestos de exportación al banano. En 1999, el equivalente ad valorem de los impuestos que gravaron las exportaciones de banano representaba el 2,8 por ciento del valor f.o.b de dichas exportaciones.  Una parte del ingreso por dichos impuestos se destina a los productores bananeros a través del Fondo de Compensación de Precios para los Productores del Banano (anexo AIV.1).  Paralelamente, se siguen aplicando derechos de licencia a ciertas exportaciones (véase la sección iv) infra). 

iii) Precios mínimos

115. Desde marzo de 1995, el precio mínimo de exportación por caja de banano está fijado en 6 dolares EE.UU.
  Según las autoridades, dicha fijación se justifica por las características del mercado del banano, en el que las comercializadoras tienen una posición dominante.  Para impedir el abuso de esa posición, el Gobierno fija mediante decreto el precio al cual estas compran la fruta a los productores.  Sin embargo, la aplicación de dicha regulación fue innecesaria debido a que durante varios años la relación contractual de las partes fue de ventas en “consignación” (el precio recibido por los productores se determina ex-post, en función del precio al cual las comercializadoras consiguen colocar su fruta).  Actualmente la naturaleza de los contratos de compraventa volvió a ser de condiciones f.o.b., por lo que, de nuevo, de no darse un acuerdo satisfactorio entre exportadores y productores, el Gobierno podría fijar el precio mínimo al cual se debe vender la fruta.  

116. La madera en trozas no industrializada está sujeta a un valor mínimo de comercialización (véase la sección 4) ii) infra).

iv) Prohibiciones y licencias de exportación

117. En general las prohibiciones de exportación se aplican por motivos de seguridad nacional, de protección del patrimonio y del medio ambiente, o por motivos económicos (cuadro III.10).  Entre las prohibiciones destacan, por sus posibles efectos económicos, las que afectan a la exportación de maderas en trozas y escuadrada proveniente de bosques.  Las autoridades señalaron que las prohibiciones de madera en trozas y escuadrada proveniente de bosques no se establecen por los efectos económicos, sino por razones de protección del medio ambiente.  Asimismo indicaron que la normativa de restricción o prohibición de las exportaciones de frijoles fue eliminada y que se aplicó por última vez entre agosto y septiembre de 1996. 

118. Con respecto a las exportaciones sujetas a otras restricciones, las autoridades indicaron que los productos sujetos a licencias de exportación sólo incluyen las maderas tropicales en trozas (maderas preciosas) y las especies protegidas de la fauna y la flora silvestre.
  A pesar de la prohibición contenida en la Ley N° 7575, se pueden exportar maderas preciosas en trozas siempre y cuando se haya otorgado el permiso correspondiente.  Hasta la fecha no se ha otorgado ninguna autorización de esta naturaleza. 

119. Adicionalmente, varios productos entre los cuales destacan el café, el ganado en pie, la miel virgen, el azúcar a granel, las flores, y el algodón en rama están sujetos a permisos previos de exportación.

120. Por otra parte, toda exportación de productos textiles y de vestido sujetos a restricciones cuantitativas por parte del país importador debe contar con una visa de exportación.  El organismo encargado de expedir dicha visa es la Asociación Nacional de Exportadores de la Industria Textil.  Con el fin de mantener las estadísticas y los registros necesarios para la adecuada distribución y administración de los contingentes, todas las exportaciones de productos textiles y de vestido, estén o no sujetas a contingentes, deben contar con un permiso previo (Permiso de Exportación Textil) expedido por dicha Asociación.  Este requisito no se aplica a las exportaciones destinadas a los países que forman el Mercado Común Centroamericano.

Cuadro III.10

Productos sujetos a prohibiciones y restricciones a la exportación

Descripción del producto
Medida 
Motivo
Texto normativo

Aleta de tiburón, cartílago, buches, tilapia y peces ornamentales
Permiso (Instituto Costarricense de Pesca y Acuacultura)
Registro y control estadístico de la pesca
Ley N° 7384, Ley de INCOPESCA, 16.2.84

Café (tostado, en grano o molido)
Permiso (Instituto del Café de Costa Rica)
Registro y control estadístico de producción y exportación de café
Ley N° 2762 de ICAFE 21.06.61                        Decreto Ejecutivo N° 28018-MAG del 9.8.99

Fibras de cualquier índole naturaleza vegetal y textil y ropa textiles a terceros mercados destinadas a fuera del área centroamericana)
Permiso  (Consejo de Cuotas Textiles) 
Registro y control estadístico a terceros mercados para fines estadísticos de exportación
Decreto Ejecutivo N° 24304, 24.5.95

Azúcar a granel
Permiso (Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar)
Registro y control estadístico de producción y exportación de azúcar
Ley N° 7818, Ley de LAICA, 02.09.98

Monedas (sólo si son de Costa Rica)
Prohibición (Banco Central de Costa Rica)
Protección del circulante
Acuerdo de Junta Directiva del Banco Central, Sesión Ordinaria N° 2852-74, de 11.03.74

Órganos humanos
Prohibida (Ministerio de Salud)
Salud Pública
Ley General de Salud, Ley N° 5395, 30.10.73

Plasma y sangre
Autorizado sólo con fines de investigación (Ministerio de Salud)
Salud Pública
Ley General de Salud, Ley N° 5395, 30.10.73

Adornos de cerámica (arcilla)
Permiso (Museo Nacional)
Protección del patrimonio
Ley N° 6091, 07.10.77

Objetos arqueológicos
Prohibición de exportación
Protección del patrimonio
Ley sobre el Patrimonio Nacional Arqueológico, Ley N° 6703 de 28.12.81

Armas, municiones y explosivos
Permiso (Ministerio de Seguridad Pública)
Seguridad pública
Ley N° 7530, 10.7.95 y Decreto Ejecutivo N° 25120-SP, 17.4.97

Pólvora (36.01), explosivos preparados (36.02), mechas de seguridad y demás aditamentos (36.03), artículos de pirotecnia (36.04)
Permiso (Ministerio de Seguridad Pública)
Seguridad pública
Ley N° 7530, 10.7.95 y Decreto Ejecutivo N° 25120-SP, 17.4.97

Fósforo (capítulo 28), Nitrato de amonio industrial (capítulo 31)
Permiso (Ministerio de Seguridad Pública)
Seguridad pública
Ley N° 7530, 10.7.95 y Decreto Ejecutivo N° 25120-SP, 17.4.97

Semillas
Permiso (Oficina Nacional de Semillas)
Registro y control estadístico de exportación de semillas
Ley N° 6289, Ley de Semillas, 04.12.78

Especies de la fauna y flora silvestre protegidas, mollejón-piedra, carbonato de calcio, oro y plata, orquídeas, raicilla de ipecacuana, tierras
Permiso (Ministerio de Ambiente y Energía)
Protección del medio ambiente
Ley N° 5605, 30.10.74;  Ley N° 7317, 7.12.92;  Decreto Ejecutivo N° 26435-MINAE, 1.10.97

Sustancias controladas como precursores, sustancias químicas esenciales, y máquinas y accesorios para el entablado, encapsulado y comprimido de estupefacientes, sustancias psicotrópicas
Autorización previa (Ministerio de Salud)
Fiscalización de estupefacientes
Ley sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado y actividades conexas, Ley N° 7786, 30.4.98

Madera en trozas y escuadrada proveniente de bosquesa
Prohibición
Protección del medio ambiente
Ley Forestal, Ley N° 7575, 13.2.96

a
Las especies en veda son:  ajo negro (Anthodiscus chocoesnsis); bálsamo (Myroxylon balsamun); camíbar (Copiafera mamibar); caoba (Swietenia macrophylla), cedro (Cedrela salvadorensis); cedro real (Cedreña fissilis), cipresillo (Podocarpus costaricensis); cola de pavo (Hymenolobium mesoamericanum); copo (Couratari scottimorii); cristóbal (Playumiscium pinnatum); cristóbal (Platymiscium parviflorum); guayacán real (Guaiacum sanetun); laurel negro (Cordial gerascanthus); pinillo (Podocarpus guatemalensis), quira (Carydaphnopsis burgerii), sandrillo (Paramachaerium gruberi); tamarindón (Parkia pendula); tostado (Sclerolobium costaricense).

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de información proporcionada por las autoridades costarricenses.
121. La legislación costarricense permite la introducción de licencias de exportación (o importación) de carácter temporal, y la aplicación de contingentes de exportación.  La última vez que se aplicaron restricciones temporales fue entre agosto y septiembre de 1996 para el frijol.

v) Cárteles de exportación

122. Como se señaló en el informe anterior de la Secretaría, la Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA) controla prácticamente todas las exportaciones de azúcar (sección 4) iii)) aunque no tiene legalmente el control exclusivo sobre ellas.  Además, para las exportaciones de azúcar a granel LAICA está encargada de otorgar los permisos de exportación.  El Consejo Nacional de Exportadores de Flores fiscaliza, con fines estadísticos, las exportaciones de flores mediante el otorgamiento de permisos. 

123. En el marco de la Asociación de Países Productores de Café (APPC), Costa Rica se comprometió en mayo de 2000 a establecer una retención del 20 por ciento de su producción exportable de café correspondiente a las cosechas 2000-2001 y 2001-2002.  Para cumplir dicho compromiso, el Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE) aprobó el Reglamento Interno de Retención el 31 de mayo de 2000.  Dicho reglamento prevé que, sobre la base del promedio de café en fruta recibido por cada firma beneficiadora en las cosechas 1998-1999 y 1999-2000 y en base al rendimiento obtenido en la cosecha, los contingentes para la comercialización se distribuyan de la siguiente manera:  79 por ciento para la exportación;  1 por ciento para el consumo nacional;  y 20 por ciento en retención.

124. El café retenido debe tener una calidad exportable y almacenarse en un Almacén General de Depósito, que para efectos del acuerdo puede ser el mismo ICAFE.  A su vez, la verificación de las retenciones está a cargo del ICAFE o de las firmas contratadas por organismos internacionales para verificar la existencia del café retenido.  El Reglamento Interno de Retención de Café contempla una serie de sanciones para la firma beneficiadora en caso de incumplimiento.  Los costos de administración y control que genere el sistema de retención están cubiertos por el ICAFE.

125. El Gobierno de Costa Rica no tiene conocimiento de otros acuerdos similares en los que sean partes compañías que operan en Costa Rica.

vi) Concesiones fiscales

126. Con objeto de incentivar las exportaciones, Costa Rica mantiene tres regímenes de importación especiales:  de perfeccionamiento activo;  devolutivo de derechos;  y liberatorio del pago de tributos aduaneros.  

127. El régimen de perfeccionamiento activo, el cual incluye el régimen de admisión temporal descrito en el informe anterior, permite recibir mercancías en el territorio aduanero nacional con suspensión de toda clase de tributos y bajo rendición de garantía.
  Las mercancías que pueden ingresar bajo este régimen incluyen:  las materias primas;  los productos semielaborados;  los productos terminados que se incorporen a otros artículos finales transformados en el país;  las etiquetas o similares que se incorporen al producto por reexportar;  los envases, material de empaque, y embalajes;  las materias químicas o de otra naturaleza que sean determinables en cantidad y calidad necesarias para su utilización en el proceso, aunque se consuman sin incorporarse al producto final, con excepción del combustible;  la maquinaria, equipo y partes que intervengan directamente en el proceso productivo;  y los moldes, dados y otros dispositivos que sirvan de complemento a otros aparatos.  Las mercancías deben ser reexportadas en un plazo de seis meses (prorrogable una sola vez por el mismo período), con excepción de la maquinaria y sus complementos que pueden permanecer por un período indefinido (formalmente por períodos de cinco años prorrogados automáticamente).
  En 1999, el valor total de las exportaciones amparadas por dicho régimen ascendió a 370 millones de dólares EE.UU. (equivalente al 5,5 por ciento de las exportaciones totales de bienes).

128. Por otra parte, el régimen devolutivo de derechos permite la devolución de las sumas efectivamente pagadas o depositadas en favor del fisco por concepto de tributos como consecuencia de la importación definitiva de insumos, envases o embalajes incorporados a productos de exportación, siempre que la exportación se realice dentro del plazo de 12 meses contados a partir de la importación de esas mercancías.  En 1999, el valor total de las exportaciones amparadas por dicho régimen ascendió a 441,5 millones de dólares EE.UU. (equivalente al 6,7 por ciento de las exportaciones totales de bienes). 

129. El régimen de zonas francas, principal régimen liberatorio del pago de tributos aduaneros se describe en la sección 3) ix) supra.  En diciembre de 1999 Costa Rica notificó la terminación de los Certificados de Abono Tributario (CAT), los cuales otorgaban subvenciones a la exportación a empresas que cumplieran ciertas condiciones relativas al contenido nacional.
  Entre 1998, el ingreso no percibido por efecto de la utilización de los CAT ascendió a 122,6 millones de dólares EE.UU.  Por otra parte, la Ley de Fomento a las Exportaciones (Ley N° 5162 de 22 de diciembre de 1972) introdujo los Certificados de Incremento a las Exportaciones (CIEX), mediante los cuales se puede otorgar a las empresas que reúnan las condiciones exigidas, un monto equivalente al 10 por ciento del aumento de sus exportaciones en relación al año anterior.  Sin embargo, las autoridades señalaron que a la fecha no se ha autorizado ningún desembolso presupuestario de este tipo.

vii) Financiación, seguros y garantías de las exportaciones

130. Las autoridades indicaron que el Gobierno no interviene directamente en ningún programa específico de financiación de las exportaciones.  Sin embargo, los exportadores tienen una serie de opciones para financiar sus actividades, como recurrir a las instituciones bancarias o financieras no bancarias, cuyos tipos de interés y condiciones de préstamo varían en función de factores tales como el producto que se trata de exportar y el tamaño de la empresa.

131. Los exportadores costarricenses pueden recurrir también al Fondo para el Fortalecimiento de las Exportaciones Centroamericanas, financiado por la Unión Europea y el Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE), cuyos tipos de interés fijos se determinan en función del mercado internacional.  El BCIE creó en 1992 el Programa de Apoyo a la Producción Exportable de Centroamérica (PAPECA) cuyos fondos se conceden a un tipo de interés igual al tipo LIBOR a seis meses más el margen fijado por el banco.  Desde principios de 1992, año en que se creó el Programa, hasta octubre del 2000, se ha puesto a disposición de las empresas costarricenses un total de 409 millones de dólares EE.UU.

132. Por otra parte, los mecanismos y condiciones relacionados con la concesión de garantías o seguros a la exportación no han experimentado modificaciones desde 1995.  El Instituto Nacional de Seguros (INS - capítulo IV.5) ii)) sigue ofreciendo en forma exclusiva el Seguro de Crédito que cubre los riesgos que entrañan los créditos a la exportación de bienes y de servicios.  El porcentaje del crédito que se puede respaldar con garantía o seguro es el 80 por ciento del monto facturado.  El pago correspondiente se calcula mediante una cuota anual ajustada en función del movimiento mensual y convertida en primas mensuales.  Para otorgar garantías o seguros, el INS realiza un estudio de riesgo dirigido tanto al exportador como al importador para determinar el monto de la cuota.  Las autoridades señalaron que las principales ramas de actividad económica que se han beneficiado del Seguro de Crédito son las del aluminio, cuero, textiles y maquinaria.

viii) Promoción de las exportaciones y ayuda a la comercialización

133. En noviembre de 1996, se creó la Promotora del Comercio Exterior de Costa Rica, PROCOMER, al unirse la Corporación de Zonas Francas de Exportación S.A., el Centro para la Promoción de las Exportaciones e Inversiones (CENPRO) y el Consejo Nacional de Inversiones.
  Las autoridades indicaron que actualmente PROCOMER es la principal institución de promoción de las exportaciones.  Otras instituciones o gremios sectoriales (como el ICAFE o la LAICA), tienen sus propias actividades independientes de promoción;  no obstante, dichas actividades de promoción pueden ser coordinadas con PROCOMER.

134. PROCOMER tiene a su cargo el diseño y la coordinación de los programas relativos a exportaciones e inversiones, así como la administración del sistema de ventanilla única de comercio exterior (véase VUCE, sección i) supra).  Los servicios prestados se orientan al mejoramiento de la competitividad de las empresas, su inserción efectiva en los mercados internacionales, el aumento de los valores y volúmenes exportados, la diversificación de los mercados y el mejoramiento de los canales de comercialización.

135. El presupuesto anual de PROCOMER es de 1,3 millones de dólares EE.UU. aproximadamente.  Cerca del 22 por ciento de ese presupuesto se destina a actividades de promoción de exportaciones.  La financiación externa se materializa a través del financiamiento en ferias y puestos en las mismas que puedan otorgar agencias como JETRO (Japón), ICI (Canadá), CBI (Holanda), Protrade (Alemania).  Las autoridades señalaron que los recursos y esfuerzos invertidos por PROCOMER se han traducido en una mayor participación de Costa Rica en misiones comerciales y en ferias internacionales donde, como incentivo, PROCOMER ha financiado a las empresas participantes hasta en un 60 por ciento de los costos de participación.  Con el fin de facilitar y promover la oferta exportable costarricense y atender los requerimientos de los empresarios nacionales, PROCOMER ha abierto oficinas comerciales en Chile, México y la República Dominicana.  Por otra parte, PROCOMER ha lanzado el programa Creando Exportadores con el objetivo de promover una mayor inserción de la pequeña y mediana empresa en la economía internacional a través de un programa dirigido a empresarios que brinde herramientas efectivas de capacitación, información comercial y comercialización.  Asimismo, PROCOMER también es parte del programa "Costa Rica Provee" que en coordinación con el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, la Cámara de Industrias de Costa Rica y el Centro Nacional de Alta Tecnología pretende promover el encadenamiento entre empresas locales y multinacionales establecidas en el país.

ix) Zonas francas

136. El Régimen de Zonas Francas no ha sufrido mayores cambios desde el anterior informe de la Secretaria.
  La Reforma a la Ley de Régimen de Zonas Francas (Ley N° 7830 de 8 de octubre de 1998) introdujo algunas modificaciones como la posibilidad de otorgar el Régimen a empresas que se establezcan fuera de un parque industrial;  la exención de todo tributo y derecho consular sobre la importación no sólo de lubricantes sino también de combustibles y aceites requeridos para la operación de las empresas (dicha exención se otorga únicamente cuando estos bienes no son producidos en el país en calidad, cantidad y oportunidad suficientes);  la reducción de los beneficios otorgados a las empresas que se establezcan en las zonas francas ubicadas en las zonas de "menor desarrollo relativo" (del 15 por ciento de los salarios anuales pagados al 10 por ciento).

137. Las exportaciones de empresas acogidas al Régimen de Zonas Francas aumentaron un 82,2 por ciento durante 1999, alcanzando un valor de 3.581 millones de dólares EE.UU., que representaba el 53,5 por ciento del total de las ventas de bienes al exterior.  El crecimiento es notable, especialmente si se toma en cuenta que en 1995, el valor de las exportaciones amparadas a dicho régimen se elevaba a 434 millones de dólares EE.UU. (13 por ciento del total de las exportaciones costarricenses de bienes).

138. Por las características propias del régimen, casi todas las exportaciones pertenecen al sector manufacturero no alimenticio (98 por ciento).  Entre los principales productos exportados se encuentran las partes de circuitos modulares, renglón que ocupa el 69,3 por ciento del total de las exportaciones amparadas por dicho régimen, los equipos de infusión y transfusión de sueros, las pantaletas de algodón, los artículos de cuero, las secadoras de cabello, los artículos de joyería de metales preciosos y las microestructuras electrónicas.

139. Durante 1999, un 62,4 por ciento de las exportaciones de las empresas de zona franca se dirigieron a América del Norte (96,1 por ciento tuvieron como destino los Estados Unidos);  la segunda región en importancia fue la Unión Europea que representó un 19,8 por ciento de las exportaciones bajo este régimen, en el cual destacan las exportaciones dirigidas a Holanda y el Reino Unido.  Por último, el 10,8 por ciento de las exportaciones de este régimen se dirigieron al mercado asiático, entre los que destacan los mercados, por orden decreciente de importancia, del Japón, Singapur y Malasia.

140. Otro aspecto importante a destacar en el régimen de zona franca es el impacto que ha tenido en el empleo.  En 1995 alrededor de 25.000 personas encontraron ocupación en empresas amparadas por dicho régimen, que en 2000 generó cerca de 31.000 empleos, lo que representó un crecimiento de más del 24 por ciento.  Este crecimiento se explica en parte por la preponderancia en esas zonas de empresas pequeñas y medianas (menos de 100 trabajadores), ya que éstas representan el 57 por ciento de las empresas en zonas francas y tienden a ser relativamente intensivas en el uso de mano de obra.

141. Las autoridades hicieron notar que las grandes firmas establecidas en los últimos años en zonas francas se han caracterizado por fabricar productos de creciente complejidad tecnológica.  Como resultado, las exportaciones de zonas francas tuvieron un menor componente de productos intensivos en uso de la mano de obra lo que representó un poco menos del 12 por ciento de las exportaciones totales de esas zonas en 1999, y se concentraron en productos de alta tecnología, que representaron casi el 76 por ciento.  Esto último está, a su vez, estrechamente vinculado al aumento en las ventas de partes de circuitos modulares. 

x) Medidas aplicadas en mercados extranjeros

142. Desde el informe anterior de la Secretaría, las exportaciones costarricenses de banano a la Unión Europea, y  de textiles y confecciones tanto a los Estados Unidos como el Canadá, han estado sujetas a contingentes arancelarios en los mercados importadores. 

143. En el caso del banano, como resultado en parte de las negociaciones sobre la agricultura de la Ronda Uruguay y del Acuerdo Marco para el Banano (AMB) entre la Unión Europea y Colombia, Costa Rica, Venezuela y Nicaragua, entre 1995 y 1999 Costa Rica recibió el 23,4 por ciento de un contingente arancelario global de 2,5 millones de toneladas de plátano por año establecido por la Unión Europea para países no ACP.  El 1° de enero de 1999 la participación de Costa Rica se incrementó al 25,61 por ciento al modificar la Unión Europea su régimen en razón de las conclusiones y recomendaciones del Grupo Especial sobre el Banano.
  El esquema de distribución que estableció la Unión Europea en 1999 también ha sido cuestionado en la OMC, y a fines de 2000 se celebrarán consultas sobre posibles alternativas para reformar el régimen europeo de importación de banano.
  El capítulo IV.2) proporciona detalles sobre la industria del banano en Costa Rica.

144. Al amparo de las normas y disciplinas establecidas en el Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido de la OMC, ciertas exportaciones costarricenses de prendas de vestir están sujetas a contingentes en Canadá y Estados Unidos.  Los productos costarricenses restringidos en los Estados Unidos incluyen varios tipos de camisas, pantalones, faldas y trajes enteros
;  en Canadá las restricciones recaen en la ropa interior.

145. Además, en 1995 los Estados Unidos impusieron restricciones a las importaciones de ropa interior de algodón y fibras sintéticas provenientes de Costa Rica por una cantidad equivalente a 14,4 millones de docenas.  En esa ocasión, los Estados Unidos adujeron que la restricción se fundamentaba en lo dispuesto en el artículo 6 (salvaguardias de transición) del Acuerdo sobre los Textiles y el Vestido.  La restricción fue posteriormente eliminada a raíz de las conclusiones y recomendaciones del Grupo Especial y del Órgano de Apelación.

146. De 1995 a fines de 2000, las exportaciones de Costa Rica solamente se vieron afectadas en una ocasión por la imposición de derechos antidumping, en Trinidad y Tabago en contra de las importaciones de macarrones
;  la medida se dejó sin efecto en mayo de 2000 después de que Costa Rica presentara una solicitud de celebración de consultas en la OMC.  Durante el mismo período, se iniciaron dos investigaciones antidumping sobre productos costarricenses en Nicaragua, una que afectaba al cemento portland y otra a las varillas de hierro o acero para la construcción;  ninguna de estas investigaciones terminó con la imposición de derechos antidumping provisionales o definitivos.
 

147. Las autoridades señalaron en el contexto del presente examen que las exportaciones costarricenses a los países del Mercado Común Centroamericano y Panamá, se han enfrentado con problemas relacionados con las investigaciones relativos a las normas de origen, la imposición de requisitos onerosos en los puestos fronterizos terrestres, el retraso en el otorgamiento de licencias de importación de productos agropecuarios, y los retrasos en la tramitación de permisos de importación debido a la posposición de la inspección de plantas exportadoras costarricenses por las autoridades sanitarias del país importador.

148. Las exportaciones costarricenses de azúcar de caña bruto se benefician de contingentes arancelarios otorgados por los Estados Unidos.  Para el ejercicio fiscal que comenzó el 1º de octubre de 1999, el volumen del contingente asignado a Costa Rica se elevó a 15.797 toneladas.  La renta asociada a dichos contingentes arancelarios es importante, por ejemplo la renta de los exportadores costarricenses durante el ejercicio fiscal del 1998-99 se elevó a 4,8 millones de dólares EE.UU.
 

4) Otras medidas que afectan el comercio

i) Política en materia de competencia

149. La ley costarricense en materia de competencia está fundamentada en la Constitución Política, la cual prohíbe los monopolios de carácter particular, así como cualquier acto, aunque tenga su origen en una ley, que amenace o restrinja la libertad de comercio, agricultura e industria.  Además, la Constitución declara de interés público la acción del Estado encaminada a impedir toda práctica o tendencia monopolizadora.  El marco jurídico en materia de competencia lo completan la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor (Ley N° 7472 de 19 de enero de 1995) y su Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 25234-MEIC de 1° de julio de 1996).
  

150. La Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor se aplica a  los agentes económicos que operen en Costa Rica en todas las áreas de actividad, con la excepción de las concesiones de servicios públicos y los monopolios del Estado mientras subsistan por leyes especiales. Los principales campos de aplicación de la Ley son:  la desregulación económica;  la fijación y regulación de precios (véase la sección ii) infra);  la protección de la competencia;  y la defensa del consumidor. 

151. La Ley estableció dos comisiones adscritas al Ministerio de Economía, Industria y Comercio.  La Comisión Nacional del Consumidor (CNC) está encargada de velar por el cumplimiento de las disposiciones de la Ley en lo que se refiere a la defensa del consumidor.  Por otra parte, la Comisión para Promover la Competencia (CPC) es la instancia competente para prevenir y sancionar, cuando proceda, todas las prácticas que constituyan impedimento o dificultades para la libre competencia o entorpezcan innecesariamente la fluidez del mercado.  Asimismo la CPC debe velar por que los trámites y requisitos de control y regulación de las actividades económicas no impidan, entorpezcan, o distorsionen innecesariamente las transacciones en el mercado interno e internacional.  Dicha Comisión está facultada para revisar, analizar y eliminar, cuando corresponda, las medidas innecesarias.

152. La CPC está integrada por cinco miembros titulares y cinco suplentes, nombrados por acuerdo del Poder Ejecutivo, a propuesta del Ministro de Economía, Industria y Comercio.  Sus resoluciones finales pueden ser impugnadas directamente por ilegalidad ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa una vez agotada la vía administrativa.  Desde sus inicios la CPC se ha dedicado a promover una cultura de competencia en el país mediante la divulgación de la Ley de Promoción de Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor.  Asimismo, ha realizado una labor preventiva, emitiendo más de 70 dictámenes en materia de competencia y libre concurrencia respecto de leyes, decretos, proyectos y demás actos administrativos.
153. De 1995 a diciembre de 2000, la CPC entendió en 256 asuntos en materia de competencia, a raíz de investigaciones de oficio o denuncias de los agentes económicos.  Durante sus primeros años, en algunos casos las multas impuestas fueron relativamente modestas;  pero a partir de 1999 ha aumentado el monto de las sanciones impuestas, así como el número de agentes económicos sancionados (cuadros III.11).  Paralelamente a la aplicación de las multas, la CPC ha ordenado a los agentes económicos suprimir o suspender la práctica o concentración prohibida.  En caso de ser desobedecidas las órdenes de la CPC, ésta podría testimoniar piezas y enviarlas al Ministerio Público por el delito de desobediencia previsto en el artículo 305 del Código Penal.
154. Por otra parte se creó la Comisión Nacional de Desregulación (Decreto Ejecutivo N° 27351-MP-MEIC de 14 de octubre de 1998) con el fin de promover un mejor clima de inversión a través de la simplificación de trámites.  Dicha Comisión está integrada por los Ministros de Economía y Salud Pública, el Presidente de la CPC y tres representantes del sector privado designados por la Unión de Cámaras Empresariales.  Asimismo, se estableció una unidad técnica conocida como el Programa de Simplificación de Trámites, la cual realiza el trabajo técnico:  revisa los nuevos decretos ejecutivos y propone simplificar trámites establecidos en decretos vigentes que impliquen costos innecesarios para el ciudadano o inversionista. 

155. Entre los principales logros en materia de desregulación durante los últimos seis años se pueden mencionar la eliminación de:

- los márgenes de comercialización para pastas dentales, sopas en polvo, detergentes y ceras para pisos;

- el reglamento técnico de etiquetado general para productos no alimenticios y de varios reglamentos técnicos obsoletos;  

- las regencias agropecuarias del Colegio de Ingenieros Agrónomos de Costa Rica obligatorias para algunas actividades;

- las prácticas monopolísticas de "primero en registro, único en importación y comercialización" para insumos agropecuarios;  y

- la regulación de los sueldos y salarios de contratación obligatoria.

156. Asimismo se simplificó o racionalizó:

- el registro y control de más de 100 productos agroquímicos;

- los permisos de funcionamiento y el registro de productos peligrosos ante el Ministerio de Salud;  

- la documentación para tener acceso a los regímenes de Perfeccionamiento Activo y Zona Franca;  y

- los procedimiento para el suministro de alimentos a programas de la Administración Pública.

Cuadro III.11

Multas impuestas por la Comisión para Promover la Competencia, 1995-1999

Expediente
Empresa denunciada
Práctica
Monto sanción (Colones)
Monto sanción ($EE.UU.)a

02.95
BTICINO de Costa Rica 
Imposición de precios de reventa (60 salarios mínimos) y por imponer la obligación de trato exclusivo
3.128.241
17.476

08.95
Fábricas de Hielo
Acuerdo de Precios (1 salario mínimo)




-  Fábrica de Hielo San Joaquín

   de Flores

31.282
174


-  Fábrica de Hielo El Virilla

31.282
174


-  Hielo Industrial La Cruz, S.A.

31.282
174


-  Fábrica Hielo Cinco Esquinas

31.282
174


-  Fábrica Hielo La Uruca

31.282
174

07.95
Compañías de Gas
Acuerdo de precios




-  TROPIGAS de Costa Rica
(125 salarios mínimos)
5.026.250
28.080


-  Gas Nacional Zeta
(75 salarios mínimos)
3.026.250
16.906

07.98
Aguas Minerales de Costa Rica
Negativa de entrega de información (12 salarios mínimos)
626.400
2.434

28.98
Cámara Nacional de Farmacias 
Evitar la entrada de nuevos competidores
178.560
695


(CANAFAR)
(3 salarios mínimos)



15.98
Cámara Nacional de Frijoles a Afines
Intercambio de información para la compra de frijoles a granel y acuerdo de precios para la venta de la bolsa 900 g de frijol negro




-  Agroindustrial Gaval, Ltda.

1.731.940
6.740


-  Procesadora JINCA

1.731.940
6.740


-  Empaques Agroindustriales

1.284.780
5.000


-  Inversiones 5000

1.731.660
6.740


-  Comisión de Granos Básicos

2.122.680
8.260


-  Comercios de El Barreal

2.122.680
8.260


-  C. C. Invers. Agroindustriales

2.122.680
8.260


-  Agrícola Ind. Ojo de Agua

1.731.660
6.740


-  Semillas del Norte

670.320
2.608


-  Pedro Oller

2.848.860
11.085


-  Hortifruti

2.457.840
9.564


-  Consorcio Comercialización

2.178.540
8.477

11.99
Locutores
Acuerdo de precios




-  Rosa Ma. Monge Álvarez
(1 salario mínimo)
55.860
196


-  Fernando Ugalde Ruiz

55.860
196


-  Alexander Santamaría

55.860
196

34.99
Transportes
Acuerdo de Fijación de precios




Transportes Superiores del Este Rolán S.A.

1.325.200
4.650


Transportes J. Hans Ramírez S.A.

3.644.300
2.787


Servicio de Cabezales S.A.

3.710.560
13.020


Terminal de Contenedores (interoceánicos) S.A.

1.325.200
4.650


Transportes Internacionales Gash

9.276.400
32.549


Servicio de Transporte y Contenedores S.A.

1.855.280
6.510


Transporte Alvarado y Gómez S.A.

4.505.680
15.809


Transporte Grant S.A.

1.060.160
3.720


Transporte H y H S.A.

3.710.560
13.020


Argon Ltda.

4.571.940
16.042


Transporte Internacional Yumbo S.A.

9.276.400
32.549

36.99
Tenerías
Acuerdo de precios




Tenería Pirro

3.414.908
11.982


Antonio Gómez Ltda.

3.414.908
11.982


Tenería Primencia

3.833.060
13.449


Coopemontecillos

3.693.676
12.960


Isaías Gómez Víquez

557.536
1.956


Alberto Volio C.

139.384
489


Edwin Montero

278.768
978


Total

94.639.191
354.625

a
Los cálculos se realizaron con el tipo de cambio promedio de cada año.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de información proporcionada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio.

157. Por último, se estableció también un procedimiento de registro rápido para medicamentos veterinarios de bajo riesgo, y un solo procedimiento para el funcionamiento, expedición y almacenaje de agroquímicos.

ii) Regulación de precios

158. De acuerdo con el artículo 5 de la Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, la Administración Pública sólo puede regular los precios de bienes y servicios en situaciones de excepción y con carácter temporal.  Dichas situaciones de excepción incluyen la existencia de condiciones anormales de mercado o de condiciones monopólicas u oligopólicas en la producción o venta de bienes o servicios.  La regulación debe ir precedida de un estudio técnico para comprobar la existencia o permanencia de las condiciones de excepción.  Dicho estudio técnico, también por mandato legal, se actualiza para revisar la procedencia de la regulación dentro de períodos no superiores a seis meses o en cualquier momento, a solicitud de los interesados.

159. El estudio técnico en que se establece la procedencia de la regulación de precios es valorado por el Ministro de Economía, Industria y Comercio (MEIC) quien lo somete a la Comisión para la Promoción de la Competencia para que se pronuncie acerca de la conveniencia de dicha regulación.  En cualquier caso, el dictamen de esa Comisión no es vinculante para el MEIC, que, mediante resolución debidamente fundada, puede apartarse de dicha opinión. 

160. La regulación de precios puede realizarse mediante la fijación de precios, el establecimiento de márgenes de comercialización o cualquier otra forma de control.  Las regulaciones se aplican sin discriminar entre los bienes importados o producidos en el país.  Tampoco se distingue entre la producción destinada al mercado interno y la destinada a la exportación.  En cualquier caso, el MEIC no tiene la facultad de regular los productos destinados a la exportación, salvo en aquellas etapas de comercialización interna aplicables.

161. Las autoridades indicaron que en la actualidad el único producto de la canasta básica sujeto a regulación oficial de precios es el arroz (véase el capítulo IV.2)).  Los precios de venta de los productos de la Fábrica Nacional de Licores están fijados por el Consejo Nacional de Producción. Aparte de los combustibles ningún otro bien está sujeto a control de precios. 

162. Por otra parte los precios de los servicios públicos están regulados por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP), creada por la Ley N° 7593 de 6 de octubre de 1996 (véase el capítulo IV.5)).  La ARESEP está facultada para fijar los precios y tarifas de los siguientes servicios públicos:  el suministro de energía eléctrica en las etapas de generación, transmisión, distribución y comercialización;  los servicios de telecomunicaciones cuya regulación esté autorizada por ley;  el suministro del servicio de acueducto y alcantarillado, incluyendo agua potable, recolección, tratamiento y evacuación de aguas negras, aguas residuales y pluviales;  el suministro de combustibles derivados de hidrocarburos;  el riego y avenamiento, cuando el servicio se preste por medio de una empresa pública o por concesión o permiso;  cualquier medio de transporte público remunerado de personas, salvo el aéreo;  los servicios marítimos y aéreos en los puertos nacionales;  el transporte de carga por ferrocarril;  la recolección y tratamiento de desechos sólidos e industriales;  los servicios de correo;  y las concesiones de obras públicas.  Además la ARESEP debe velar por el cumplimiento de las normas de calidad, cantidad, fiabilidad, continuidad, oportunidad y prestación óptima de dichos servicios.

163. La Administración Forestal del Estado fija anualmente, mediante decreto, el valor mínimo de comercialización de la madera en trozas no industrializada, según los diferentes tipos de madera.
  Las autoridades señalaron que el objetivo de esta medida es meramente fiscal, estableciéndose el valor mínimo de comercialización de la madera en trozas para poder gravar el impuesto forestal del 3 por ciento al momento de la industrialización.  La Resolución Nº 055-99 del 20 de diciembre de 1999 del Ministerio del Ambiente y Energía estableció los precios mínimos por metro cúbico para el año 2000 con base en la siguiente clasificación:  maderas muy finas, 39.141 colones; maderas duras y finas, 29.179; maderas semiduras, 23.002 colones; y maderas suaves, 16.452 colones. 

164. Asimismo, la Administración Pública fija el precio mínimo de exportación del banano (véase la sección 3) iii) supra).

iii) Comercialización y limitaciones a la producción

165. La Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA), dada su capacidad de negociación así como la infraestructura y posibilidades de comercialización con las que cuenta, controla en la práctica casi toda la comercialización, tanto a nivel interno como externo, del azúcar y las mieles producidos en Costa Rica.  Sólo algunos ingenios, organizados en forma de cooperativa, realizan exportaciones marginales.  

166. No obstante, de conformidad con la Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar, los ingenios no están obligados a vender a la LAICA el azúcar y las mieles producidos dentro de la cuota que les haya sido asignada, y pueden ejercer libremente las actividades de comercialización.
  Sin embargo, no tienen la facultad de vender sólo una parte de su producción;  si deciden comercializar directamente su producción, esa decisión se aplica a la totalidad de su producción.  Además, antes de iniciarse la zafra, los ingenios que deciden comercializar sus productos directamente están obligados a asegurar contra todo riesgo el azúcar y las mieles finales hasta el momento de entregarlos al comprador.  Las pólizas deben constituirse por el monto correspondiente a las estimaciones de los valores de dichos productos que fije la Junta Directiva de la LAICA y por el plazo que ella señale.  En el transcurso de la zafra, la Junta puede ordenar que se modifiquen dichos valores, de acuerdo con sus nuevas estimaciones.

167. La LAICA fija anualmente, antes de iniciarse la zafra, la Cuota Nacional de Producción de Azúcar.  Dicha cuota se calcula en base al consumo nacional de azúcar registrado en la zafra anterior, multiplicado por un factor fijo de 1,5.  Simultáneamente, la LAICA define los tipos de azúcar que debe comprender la Cuota y sus destinos.  La Cuota Nacional se distribuye entre los ingenios, mediante la asignación de cuotas de producción, en forma proporcional a las cuotas de referencia de cada uno.  La asignación de cuota de producción individual comprende la cantidad y el tipo de azúcar que debe elaborarse, para el consumo nacional, la exportación o para integrar las reservas.  El azúcar que elabore un ingenio por encima de su cuota individual de producción no puede destinarse al consumo interno ni a ningún mercado preferencial que la LAICA haya dispuesto que se atienda con azúcar comprendido en la Cuota Nacional.  Los excedentes están sometidos a la vigilancia estricta de la LAICA y deben almacenarse en bodegas de su aceptación.

168. La disposición de azúcar para su exportación directa se rige por contratos escritos, especificados, firmados y jurados, que, para su perfeccionamiento y ejecución, deben inscribirse en la LAICA antes de ser aprobados.  La Ley indica que, bajo ningún concepto, se puede disponer del azúcar para la exportación omitiendo los requisitos del ordenamiento jurídico. 

169. La venta de licores y alcoholes está sujeta a la obtención de patentes.  La venta de licores nacionales requiere una patente de licores nacionales.  La venta de licores extranjeros requiere una patente de licores extranjeros, con excepción de los licores del MCCA amparados por el régimen de libre comercio, que pueden venderse con una patente de licores nacionales.  Los licores finos producidos por la Fábrica Nacional de Licores o elaborados por otras empresas nacionales autorizadas por aquélla, incluida la cerveza nacional, pueden ser vendidos en establecimientos que posean cualquiera de las dos patentes.
  

170. El número de establecimientos autorizados a vender licores depende de cada municipalidad.  Sin embargo, en las ciudades con más de 1.000 habitantes que no sean capitales de provincia no puede haber más de un establecimiento con patente de licores extranjero por cada 500 habitantes, mientras que la proporción de establecimientos con patente de licores nacionales puede ser de uno por 300 habitantes.

171. A pesar de lo anteriormente expuesto, el Pronunciamiento C-134-2000 del 15 de junio del 2000 de la Procuraduría General de la República estableció que la venta de licores importados de México al amparo del Tratado de Libre Comercio, al serle aplicable el principio de “trato nacional”, no puede estar limitada por disposición legal o reglamentaria alguna que establezca un trato menos favorable que el conferido a los licores nacionales.  El Pronunciamiento, vinculante para las Municipalidades, concluyó por lo tanto que la venta de licores mexicanos puede realizarse en los mismos establecimientos en los que se venden los licores nacionales sin distinción de patente. 

172. Por otra parte, según determine el Ministerio de Recursos Naturales, Energía y Minas, la producción nacional de hidrocarburos está destinada a cubrir prioritariamente las necesidades del país y la reserva nacional.  A tal fin, todo contratista está obligado a vender al Estado la producción necesaria para satisfacer el mercado interno, a un precio que, en la fecha de la compra no podrá superar a los precios existentes en el mercado internacional para los crudos equivalentes.  Los contratistas sólo podrán exportar los excedentes previo cumplimiento de las disposiciones legales aplicables.

173. Las condiciones de comercialización del café no han sido modificadas desde el anterior examen de Costa Rica.  Con la finalidad de garantizar un régimen equitativo entre los diferentes agentes económicos que intervienen en el mercado del café, todas las transacciones de café producido en el país están reguladas por la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café (Ley N° 2762 de 1 de julio de 1961).  El Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE), organismo encargado de la ejecución y vigilancia de dicha Ley, está facultado  en particular para determinar el precio pagado por los beneficiadores a los productores, así como para aprobar los contratos de exportación.

iv) Incentivos

a) Visión general

174. Costa Rica mantiene numerosos programas de fomento que se aplican en prácticamente todos los sectores.  Generalmente se otorgan incentivos mediante programas de financiamiento o mediante incentivos fiscales.  Los recursos financieros para mantener estos programas provienen del presupuesto del sector público, de recursos propios de la banca estatal y privada, y de recursos de fuentes externas, entre las cuales destacan el Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco Centroamericano de Integración Económica, el Fondo de Inversión y Desarrollo, la Internacional Comercial Bank of China, y los Gobiernos del Canadá y los Países Bajos. 

175. Parte del apoyo a la industria costarricense se está canalizando mediante incentivos directos a las empresas.  Dichos incentivos deberán suspenderse en 2003 de conformidad con los compromisos adquiridos en la OMC.  Las autoridades indicaron que estaban estudiando nuevos mecanismos de incentivos, compatibles con la OMC, que permitan mantener la competitividad del país.
176. No hay estimaciones de los costos y beneficios globales derivados de los programas de fomento actuales, pero la diversidad y el considerable número de programas de esa naturaleza suscitan interrogantes en cuanto a su complejidad y eficacia.  Esto podría quedar elucidado en parte como resultado de los esfuerzos que las autoridades están haciendo a través del Sistema Nacional de Evaluación, SINE, para tratar de evaluar el impacto y la eficiencia de dichos programas.  Asimismo, con el objetivo de reducir la complejidad de los programas, las diversas entidades gubernamentales han realizado esfuerzos para ofrecer programas en forma coordinada.
b) Programas de financiamiento

177. En 1995 se establecieron las directrices para promover la modernización de la industria costarricense en una forma ordenada.  Con ese fin se negoció con los diferentes bancos del Estado la creación del Fondo de Modernización Industrial, cuyos recursos son colocados a tasas no más bajas que la tasa básica pasiva más dos puntos y a plazos que dependen de los rubros que han de ser objeto de financiación.  El plan de modernización específico para cada empresa solicitante lo establece un consultor independiente, mediante una metodología de diagnóstico desarrollada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC).  El MEIC capacitó a más de 150 funcionarios bancarios en el uso de la metodología y a más de 30 consultores independientes y empresas consultoras.  Sin embargo, este programa no tuvo una acogida favorable dentro del sector empresarial por lo que se decidió cancelarlo.  El programa tenía una disposición inicial de un fondo de 500 millones de  colones por cada Banco del Estado. 

178. Desde 1995 está funcionando también el Fondo de Apoyo a la Pequeña Industria en América Central (FAPIC), financiado con recursos del Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE).  El Fondo actúa como una banca de segundo piso, canalizando las solicitudes de crédito a través de la banca privada y pública.  El  Fondo contaba inicialmente con 50 millones de dólares EE.UU., de los cuales Costa Rica podía utilizar 10 millones de dólares EE.UU. El monto de crédito otorgado a cada empresa está limitado a un máximo de 10.000 dólares EE.UU. para las microempresas (hasta cinco empleados) y de 50.000 dólares EE.UU. para las pequeñas empresas (hasta 40 empleados).  En este último caso el monto se puede aumentar hasta un máximo de 150.000 dólares EE.UU. siempre y cuando la empresa cuente con un estudio de reconversión industrial.  El FAPIC fue colocado en su totalidad. 
179. Asimismo, los pequeños industriales pueden solicitar recursos al Programa de Apoyo a la Micro y Pequeña Empresa Centroamericana (PROMYPE).  Los recursos disponibles pertenecen al BCIE, el cual actúa como banca de segundo piso, canalizando las solicitudes de crédito a través de la banca privada y pública;  los créditos están limitados a 75.000 dólares EE.UU. por solicitante.  A principios del 2001, el BCIE tenía un total disponible para crédito de aproximadamente 10 millones de dólares EE.UU., que se estaba prestando al usuario final a tipos de alrededor de un 23 por ciento en colones y de entre un 12 y 13 por ciento en dólares EE.UU.  El tipo de interés no es fijo y depende del riesgo crediticio, del historial del cliente y otros factores por lo que los valores son aproximados. 
180. El Fondo de la International Comercial Bank of China (ICBC) dispone de un total de recursos de 10 millones de dólares EE.UU.  Dichos recursos fueron asignados al BCIE por medio del programa de la International Cooperation Developement Fund (ICDF) del Taipei Chino  En esta instancia el BCIE actúa igualmente como una banca de segundo piso, canalizando los recursos a través de bancos públicos y privados, las organizaciones no gubernamentales y las cooperativas.  Los recursos se destinan a empresas con 60 empleados o menos y se presta hasta un máximo de 200.000 dólares EE.UU. por empresa.  Todos los recursos han sido colocados y en estos momentos están en recuperación unos 5 millones de dólares EE.UU.  Las autoridades señalaron que se están realizando negociaciones para obtener más recursos.

181. El Programa Nacional de Apoyo a la Micro y Pequeña Empresa (PRONAMYPE) opera con recursos del Programa de Asignaciones Familiares, del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y del Gobierno de los Países Bajos.  El PRONAMYPE actúa como una banca de segundo piso, canalizando sus recursos por medio de organizaciones no gubernamentales y cooperativas, aunque en algún momento otorgó crédito directamente a los beneficiarios.  Entre 1992 y 1995, se colocaron alrededor de 9 millones de dólares EE.UU., mientras que para el año 2000 los recursos colocados alcanzaron 2,8 millones de dólares EE.UU.  Actualmente PRONAMYPE opera a través de un fideicomiso que opera bajo los auspicios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Banco Popular y Desarrollo Comunal.

182. Por otra parte, la Banca Estatal ha puesto también en marcha programas de crédito para fomentar la producción nacional.  Por ejemplo, el Banco Nacional de Costa Rica mantiene programas de crédito específicos para las actividades agropecuarias, agroindustriales, e industriales.  Asimismo en julio de 2000, dicho banco anunció la apertura de una unidad de crédito de desarrollo encargada de brindar créditos a los micro y pequeños empresarios con tipos de interés diferenciados inferiores a los aplicados por la banca comercial.  Al 30 de noviembre del 2000, el saldo de la cartera de crédito de dicho programa del programa del Banco Nacional era de 6.336 millones de colones, distribuidos en 3.628 créditos.  En el período de ejecución del programa se han realizado más de 19.000 visitas a propietarios del sector. Este programa es hermano de las Juntas Rurales de Crédito en el cual, con corte al 30 de noviembre del 2000, existían 13.370 pequeñas y pequeños productores agropecuarios con un saldo de cartera crediticia de 11.625 millones de colones.  Las autoridades señalaron que, en noviembre de 2000, el tipo aplicado a las micro y pequeñas empresas era el 22,5 por ciento, para el resto de sectores que no respondía a los determinantes y condiciones de los programas de banca de desarrollo era el 24 por ciento, y para el comercio el 26 por ciento. 

183. En octubre de 2000, parte de las deudas contraídas por los agricultores con el Banco Nacional de Costa Rica estaban en trámite de cobro judicial al haber concluido el plazo de moratoria para el cobro de intereses atrasados por un monto de 1.000 millones de colones, correspondiente a unas 3.500 operaciones crediticias.  El Gobierno de Costa Rica decidió hacerse cargo de la deuda de aquellos agricultores que hubieran tenido pérdidas debido a los desastres naturales o a la coyuntura internacional de precios y que estuvieran atrasados en sus pagos por préstamos.  Para ello, el fondo de riesgos del Instituto Nacional de Seguros giró 1.000 millones de colones al Consejo Nacional de Producción para que este último realizara los pagos respectivos.
184. La Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica (Ley N° 7558 de 27 de noviembre de 1995) estableció un Departamento de Fomento y Desarrollo Económico, adscrito al BCCR pero con contabilidad propia.  La Ley N° 7558 preveía que dicho Departamento absorbiera los recursos y los programas de los Fondos para el Desarrollo Industrial (FODEIN) y para las Exportaciones (FOPEX), los cuales se habían creado con aportes de organismos internacionales y eran prestados por el BCCR a otros bancos.  Debido a que el Departamento nunca llegó a constituirse, el BCCR se limitó a seguir una política de recuperación de los préstamos con cargo a FODEIN y FOPEX. 
c) Incentivos Fiscales

185. En la actualidad, las exoneraciones fiscales totales, parciales, regionales o temporales que se aplican en Costa Rica están reguladas por la Ley Reguladora de las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y Excepciones (Ley N° 7293 de 31 de marzo de 1992).  Dicha Ley hace referencia expresa a todas las exoneraciones concedidas tanto a la producción nacional como a los productos importados. 
186. La Ley N° 7293 derogó todas las exoneraciones existentes en ese momento con algunas excepciones, relacionadas con convenios internacionales y con problemas de desabastecimiento de materias primas.  Dicha Ley establece que los equipos de uso médico y los laboratorios químicos, clínicos, odontológicos y de investigación agrícola están exonerados de todo tributo y sobretasa.  Por otro lado, exonera de todo tributo y sobretasa, con excepción de los derechos arancelarios a la importación (DAI), a las materias primas, los insumos y todo producto intermedio o final que se utilice en la elaboración de medicamentos.  Desde 1995 hasta la fecha, el Área de Fomento Industrial del MEIC ha tramitado más de 38.000 solicitudes de exoneración de impuestos, de las cuales el 98 por ciento correspondieron a equipos de uso médico y laboratorios químicos, clínicos, odontológicos y de investigación agrícola. 

187. Parte de los incentivos fiscales previstos en la Ley N° 7017 de 16 de diciembre de 1985 habían sido derogados por la Ley N° 7293.  Sin embargo, a raíz de un recurso de amparo planteado por un grupo de industriales, la Sala Constitucional restableció el derecho a los incentivos fiscales de las empresas que hubieran firmado contratos de producción con el Estado antes de la derogatoria.
  El restablecimiento de los incentivos se fundamentó en los derechos adquiridos por las empresas y por el resto del plazo de vigencia de los contratos que, conforme a la ley, no puede exceder de 10 años.  De este modo los incentivos finalizarán definitivamente en el 2001.  En el año 2000 solamente existían cinco empresas con contrato de producción;  dicho contrato finalizaba ese año para cuatro de ellas y en el 2001 para la restante.  Los incentivos consisten en créditos contra el impuesto sobre la renta que pueden hacer efectivos las empresas que hayan establecido un contrato de producción.  Estos créditos se aplican a las inversiones realizadas en maquinaria y equipo que incrementen la capacidad productiva de las empresas, así como a todo equipo que contribuya al mejoramiento de la calidad.  Los créditos contra el impuesto sobre la renta acordados desde 1995 hasta octubre de 2000 alcanzaron un monto de 6.933 millones de colones.

188. La Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico (Ley N° 6990 de 5 de julio de 1985) establece una serie de incentivos y beneficios para empresas nacionales y extranjeras que inviertan en el sector turístico.  Los incentivos incluyen la exención de todo tributo y sobretasas que se apliquen a la importación o compra local de artículos indispensables para el funcionamiento e instalación de servicios de hotelería; la exención de todo tributo y sobretasas que se apliquen a la importación o compra local de bienes indispensables para la construcción de muelles y de otros lugares destinados al embarque de turistas;  y la exoneración de todo tributo, excepto de los derechos arancelarios, a la importación de vehículos para transporte colectivo con capacidad mínima de 15 personas entre otros. 

189. Las empresas adjudicatarias de contratos para la exploración y explotación de hidrocarburos están exonerados del pago de todos los tributos y sobretasas, generales y locales, para la importación de equipos, maquinaria, vehículos para el trabajo de campo, instrumentos, repuestos, materiales y otros bienes y servicios que sean necesarios para la correcta ejecución de sus contratos.  La exoneración rige por el período de exploración y los primeros 10 años del período de explotación de los hidrocarburos, siempre y cuando los bienes que se trate de importar no se puedan obtener en el país en condiciones similares de calidad, cantidad y precio, en cuyo caso deben ser adquiridos en el país y se beneficien de la misma exención.
 

190. La Ley del Impuesto General sobre las Ventas (Ley N° 6826 de 8 de noviembre de 1982 y sus reformas) establece las exenciones de que se beneficien los artículos definidos en la canasta básica alimentaria, los reencauches y las llantas para maquinaria agrícola, los productos veterinarios y los insumos agropecuarios que se definan según decreto, las medicinas, y los libros entre otros.  Estas exenciones se aplican tanto a los productos nacionales como a los extranjeros. 

191. La lista de productos destinados a la actividad agropecuaria exonerados mediante el Decreto N° 21281-MAG-H-MEIC de 12 de mayo de 1992 ha sido modificada por el Decreto Ejecutivo N° 28648-MAG-MEIC-H de 15 de mayo de 2000.  Dicha normativa exonera del pago de todo tipo de impuestos y sobretasas una lista de productos que incluye maquinaria agrícola liviana, bombas para riego y fumigación y herramientas. 

192. La Ley del Impuesto sobre la Renta y sus reformas (Ley N° 7092 de 21 de abril de 1998) establece que el Estado, las municipalidades, las instituciones públicas autónomas, las empresas acogidas al Régimen de Zona Franca y las cooperativas, así como las asociaciones solidarias, no están sujetas al impuesto sobre la renta.  Sin embargo, las empresas públicas, incluyendo a los bancos estatales, el Instituto Nacional de Seguros, y el Instituto Costarricense de Electricidad, están sujetas al pago de ese impuesto.
193. La Ley de Zonas Francas (Ley N° 7210 de 23 de  noviembre de 1990 y sus reformas), contiene un conjunto de incentivos y beneficios que el Estado otorga a las empresas que realicen inversiones nuevas en el país (véase la sección 3) ix)).  Entre las exenciones se encuentran la del pago de todo tributo y derecho consular sobre la importación de materias primas, productos elaborados o semielaborados, componentes y partes, materiales de empaque y envases así como otros bienes requeridos para la actividad de la empresa;  la exención de todo tributo y derecho consular que afecte la importación de maquinaria y equipo, lo mismo que sus accesorios y repuestos, así como los vehículos automotores necesarios para su operación, producción, administración y transporte;  la exención por un período de diez años a partir del inicio de operaciones de la empresa del pago del impuesto sobre la renta;  y la exención del impuesto de las ventas y consumo sobre las compras de los bienes y servicios entre otros.

194. La Ley de Ajuste Tributario (Ley N° 7543 de 14 de septiembre de 1995) establece una serie de reformas a la Ley del Impuesto sobre la Renta y a la Ley sobre el Impuesto General Sobre las Ventas.  Además, dicha Ley exonera a la Cruz Roja costarricense de todo tipo de impuestos, tasas, sobretasas y derechos arancelarios, sobre la adquisición y la enajenación de vehículos, equipo, materiales, medicamentos, combustibles, y lubricantes, entre otros.  

195. La Ley de Regulación del Uso Racional de la Energía (Ley N° 7447 de 3 de noviembre de 1994) establece exoneraciones para una serie de mercancías tanto nacionales como importadas utilizadas en la fabricación de equipo y producción de energía con arreglo a normas de eficiencia energética.

196. La Ley de Creación del Instituto Costarricense Contra el Cáncer (Ley N° 7765 de 17 de abril de 1998) exonera al Instituto Costarricense Contra el Cáncer del pago de todo tributo, aranceles, contribuciones, exacciones, tasas y sobretasas, que puedan pesar sobre los bienes y servicios que importe o adquiera en el país.   Estas exenciones se aplican también a los concesionarios de los servicios que se brinden para la prevención y tratamiento del cáncer, así como a las actividades de investigación y docencia que sean dadas en concesión. 

197. La Ley de Exoneración de Impuestos y Control de Precios para las Producciones Literarias, Educativas, Científicas, Tecnológicas, Artísticas, Deportivas y Culturales (Ley N° 7874 de 23 de abril de 1999) exonera a las producciones literarias, educativas, científicas, tecnológicas, artísticas, deportivas y culturales declaradas de interés público, de los impuestos de ventas, selectivo de consumo, tasas, sobretasas, derechos consulares y aduaneros.

d) Otros incentivos

198. Desde 1995, el MEIC ha promovido el desarrollo de los Comités Empresariales Sectoriales (CES), en los que participan los empresarios (usualmente, agremiados a una Cámara o Asociación) y funcionarios del Ministerio.  Dichos Comités desarrollen su labor conforme a un programa de trabajo, elaborado por los miembros del CES.  La participación del MEIC consiste en actuar como catalizador entre el CES y las instituciones que deben participar según dispone el programa de trabajo previamente elaborado.  En los últimos cinco años han destacado los comités de las industrias gráfica, alimentaria, metalmecánica, del plástico, y artesanal. 

199. En marzo de 2000, se comenzó a desarrollar un programa de capacitación financiado por el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA).  Esta institución ha asignado 500 millones de colones para la capacitación del sector turístico, agrícola e industrial.  El MEIC ha promocionado este programa entre los empresarios de los CES y ha colaborado con ellos para que puedan hacer uso de estos recursos, con el objeto de que se desarrollen las pequeñas y medianas empresas por medio de una capacitación bien dirigida.  En este momento se están beneficiando de este programa más de 150 empresas de las industrias metalmecánica, del plástico, gráfica y alimentaria.

200. La Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo (Ley N° 4179 de 29 de agosto de 1968) establece privilegios fiscales para las asociaciones cooperativas, que incluyen la exención del pago del impuesto territorial por un término de diez años;  la exención de todo impuesto sobre los actos de formación y demás requisitos legales para su funcionamiento;  la exención del pago de los impuestos de aduanas sobre los insumos y bienes que importen para sus actividades siempre que en el país no se produzcan de calidad aceptable o en cantidad suficiente;  la exención del pago del 50 por ciento de los impuestos de aduana sobre los artículos alimenticios y medicinas que importen las cooperativas de consumo, siempre que no se produzcan en el país en cantidad suficiente;  la posibilidad de obtener al costo del Instituto Nacional de Seguros pólizas que dicha institución extienda;  y el derecho a obtener energía eléctrica a tarifas preferenciales.

201. Otros incentivos incluyen los otorgados por el Consejo Nacional de Producción, mediante recursos humanos y técnicos, en beneficio de las organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios a título gratuito u oneroso.  Los productores de café pueden solicitar acogerse a un programa (Programa Pro Estabilidad al Caficultor) para recibir el abono que requieran sin tener que pagar intereses.  Dicho Programa está financiado por el sector cafetalero.

v) Asistencia para el reajuste

202. La Ley N° 7742 de 15 de enero de 1998, establece el Programa de Reconversión Productiva del Sector Agropecuario, orientado a la transformación del sector agropecuario para darle mayor eficiencia y competitividad, facilitar su inserción en el mercado internacional, y lograr una distribución equitativa de los beneficios que se generen, prestando especial atención a los pequeños y medianos productores.  La ejecución del Programa está a cargo del Consejo Nacional de Producción (véase el capítulo IV.2)). Ese Programa absorbió al Programa de Financiamiento al Pequeño Productor Agropecuario en vigor en 1995. 

203. Fuera del sector agrícola, aparte de los programas descritos en la sección iv) supra, no existen programas oficiales de asistencia a individuos o firmas para facilitar su modernización o ajuste a cambios estructurales.  

vi) Medidas sobre las inversiones relacionadas con el comercio y prescripciones en materia de contenido nacional

204. La única medida en materia de inversiones relacionadas con el comercio notificada por Costa Rica a la OMC fue eliminada el 30 de septiembre de 1999.
  Dicha medida consistía en la exigencia de un porcentaje de contenido nacional sobre los productos exportados a los suscriptores de un Contrato de Exportación como condición indispensable para recibir un Certificado de Abono Tributario (véase la sección 3) vi) supra). 

vii) Programas regionales

205. Las autoridades señalaron que no han ejercido el derecho de prestación de ayuda o asistencia regional al amparo del punto 13 del Anexo 2 al Acuerdo sobre la Agricultura.  Cuando han existido situaciones de emergencia localizadas geográficamente, la prestación de apoyo ha sido valorada en función de desastres naturales o por ajuste estructural de la producción.

206. Mediante el Programa de Desarrollo Rural, el Gobierno de Costa Rica trata de propiciar acciones para fortalecer las organizaciones de la sociedad civil y gobiernos locales con el fin de mejorar su capacidad de concertación, participación, coordinación y gestión del desarrollo rural.  Asimismo, se busca fortalecer las iniciativas empresariales, mejorando la capacidad de los actores para identificar, promover y ejecutar proyectos socio productivos y de desarrollo rural.  El Programa de Desarrollo Rural no gestiona en forma autónoma presupuestos ni proyectos de desarrollo rural.  Su función, además de lo ya indicado, es la de fiscalizar el cumplimiento de los proyectos, los cuales en su mayoría son financiados con recursos externos 

207. Por otra parte, el Régimen de Zonas Francas otorga beneficios adicionales a las empresas que se establezcan en zonas de menor desarrollo relativo.

viii) Ayuda para la investigación y el desarrollo

208. En 1998, el gasto total en investigación y desarrollo efectuado en Costa Rica ascendió a 34 millones de dólares EE.UU. (equivalente al 0,3 por ciento del PIB), repartido en los siguientes rubros:  44 por ciento al sector privado;  38 por ciento a instituciones de educación superior;  y 18 por ciento al sector público.  El Ministerio de Ciencia y Tecnología (MICIT) y el Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONICIT) están encargados de poner en práctica, administrar y coordinar las diversas políticas de ciencia y tecnología establecidas por el Gobierno. 

209. El CONICIT ofrece financiación mediante el Fondo de Desarrollo Tecnológico (FODETEC), cuya línea de crédito está diseñada para contribuir al fortalecimiento de la capacidad productiva y competitiva de las empresas nacionales, definidas como aquellas inscritas en el Registro Público con socios costarricenses, mediante el desarrollo tecnológico.  FODETEC puede cofinanciar hasta un monto máximo de 60.000 dólares EE.UU., el plazo máximo de amortización es de ocho años, y el tipo de interés aplicable es el tipo básico pasivo fijada por el Banco Central de Costa Rica más 5,5 puntos porcentuales.  De 1990 a 1996, se destinaron 314 millones de colones a más de 30 empresas nacionales pertenecientes a diferentes esferas, incluidas las de biotecnología médica, química, microelectrónica e informática;  industria mecánica del metal;  forestal y medio ambiente;  industrialización de productos agropecuarios y forestales.

210. Con el fin de estimular la inversión en la investigación y el desarrollo tecnológico de las agrupaciones gremiales y las pequeñas y medianas empresas costarricenses en materia de gestión tecnológica, el Gobierno estableció, en agosto de 2000, el Fondo Concursable No Reembolsable, cuyos recursos se elevan a 300 millones de colones.  El Fondo constituye un instrumento de fomento al desarrollo tecnológico nacional en proyectos tales como el desarrollo de tecnologías de productos y procesos;  la generación de patentes;  la transferencia tecnológica; o el desarrollo de los  recursos humanos.  Los proyectos, presentados por cámaras, grupos empresariales y asociaciones de pequeñas y medianas empresas son evaluados por el CONICIT y seleccionados por la Comisión de Incentivos, adscrita al MICIT.  Los recursos se asignan como contrapartida al financiamiento proveído por el solicitante, contrapartida que puede ascender hasta un 100 por ciento, dependiendo de los impactos positivos o negativos (externalidades) que genere el proyecto.  CONICIT administra los recursos concedidos. 

211. Las actividades ordinarias del Consejo Nacional de Producción incluyen el establecimiento, por sí mismo o en coordinación con el Ministerio de Agricultura y Ganadería, de programas de investigación, capacitación y transferencia tecnológica de productos agropecuarios, en el campo de la industrialización y comercialización (véase capítulo IV.2).  Por su parte, el Ministerio de Agricultura y Ganadería, a través de su Dirección de Investigaciones Agropecuarias, mantiene programas para el mejoramiento y sostenibilidad de la agricultura mediante la generación, validación e innovación de tecnología en beneficio de los pequeños y medianos productores.

ix) Derechos de propiedad intelectual

a) Introducción

212. Costa Rica es signatario de la mayoría de los convenios sobre el derecho de propiedad intelectual y Miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).  El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio de la OMC (Acuerdo sobre los ADPIC) quedó incorporado en la legislación costarricense mediante la ratificación del Acuerdo de Marrakech.  Costa Rica protege los derechos de propiedad intelectual mediante una combinación de disposiciones internacionales y nacionales.  Desde 1995, la normativa nacional ha sido reformada y complementada con el fin de clarificar su conformidad con los compromisos adquiridos a nivel internacional.  Las numerosas reformas y las nuevas leyes adoptadas en los últimos años han sido notificadas al Consejo de los ADPIC.

213. Con el fortalecimiento de su legislación de propriedad intelectual, Costa Rica espera promover una mayor inversión en el país e incentivar la investigación y el desarrollo creativo y artístico nacional.  Las autoridades consideran que dicha legislación complementa y fortalece la política costarricense de atracción de inversiones extranjeras directas y otorga al sector productivo nacional medios para combatir la falsificación y la piratería.  Los esfuerzos en el área de la observancia de los derechos de propriedad intelectual revisten también importancia para Costa Rica debido a que a ellos están ligados los beneficios comerciales otorgados por los Estados Unidos en el marco de la Iniciativa de la Cuenca del Caribe (ICC).

214. El Registro de la Propriedad Industrial y el Registro Nacional de Derechos de Autor y Derechos Conexos, adscritos al Registro Nacional, que, a su vez, está adscrito al Ministerio de Justicia y Gracia, son las entidades oficiales encargadas de administrar los derechos de propiedad intelectual respectivos 

215. En el caso de la protección de obtenciones vegetales, el Gobierno presentó un proyecto de ley en junio de 1999 que está aún siendo analizado por la Asamblea Legislativa a principios del 2001.

b) Derecho de autor y derechos conexos 

216. La legislación vigente en la esfera del derecho de autor y derechos conexos se encuentra detallada en el cuadro III.12.  Los principales cambios introducidos por las diversas reformas llevadas a cabo desde 1995 incluyen la protección de las obras en relación con la tecnología digital;  la ampliación de los derechos de autor y conexos para contemplar el derecho de arrendamiento;  la protección de las señales de satélite portadoras de programas;  y la extensión del período de protección de 50 a 70 años después del fallecimiento del autor.

217. La ley protege las obras de autores costarricenses, domiciliados o no en el territorio nacional, y de autores extranjeros domiciliados en el país.   Las obras de autores extranjeros, domiciliados en el exterior, gozan en Costa Rica de la protección acordada por las convenciones internacionales suscritas por Costa Rica.  La ley no permite al titular del derecho exclusivo oponerse a la venta o importación de originales o copias de una obra puesta legítimamente en el comercio, en cualquier país, por el titular de la obra protegida u otra persona que tenga el consentimiento de éste, a no ser que dichas obras hayan sido alteradas o modificadas.  Las noticias con carácter de prensa informativa no gozan de protección;  sin embargo, el medio que las reproduzca o retransmita está obligado a consignar la fuente original.

218. Los derechos conexos gozan de una protección de 70 años, contados a partir del 31 de diciembre del año en que se realizó la fijación, tuvo lugar la interpretación o ejecución o tuvo lugar la radiodifusión.  Los productores de fonogramas o videogramas tienen el derecho exclusivo de autorizar o prohibir, entre otras cosas, la importación de copias del fonograma, elaboradas sin la autorización del productor;  la transmisión y retransmisión por radio y televisión;  y la disposición al público de sus fonogramas ya sea por hilo, cable, fibra óptica, ondas radioeléctricas, satélites o cualquier otro medio análogo que posibilite al público el acceso o la comunicación remota de obras protegidas, desde el lugar y en el momento que cada uno de ellos elija.  Asimismo, los organismos de radiodifusión gozan del derecho de autorizar o prohibir la fijación y reproducción de sus emisiones, la retransmisión, la ulterior distribución y la comunicación, al público, de sus emisiones de televisión en locales de frecuentación colectiva. 

219. Además, la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos dispone que los programas de cómputo son considerados obras literarias y por ello sujetas a su protección.  En los casos de derechos de autor y derechos conexos la protección se otorga por el simple hecho de la creación independientemente de cualquier formalidad o solemnidad, no obstante, los titulares, para mayor seguridad, pueden solicitar un registro de sus obras el cual tendrá solamente efectos declarativos.

c) Propriedad industrial

220. Desde 1995 ha aumentado el número de patentes y otros tipos de propiedad industriales registrados anualmente.  De 1995 a 1999 se presentaron en total 783 solicitudes de patente, otorgándose 75 y rechazándose las demás por diversos motivos, por ejemplo porque las solicitudes no cumplían los requisitos de patentabilidad generalmente relacionados con el nivel inventivo, la novedad y la aplicación industrial.  En relación con las patentes otorgadas en ese período, aproximadamente 32 solicitudes fueron de origen nacional y 47 de origen extranjero.  La duración media de la tramitación de una solicitud de patente es de aproximadamente 24 meses.

Cuadro III.12

Legislación vigente en Costa Rica relativa a los derechos de propiedad intelectual
Legislación doméstica
Referencia/nombre usual

Artículo 47, Constitución Política de 7 de noviembre de 1949
Reconocimiento de los derechos de propiedad intelectual

Derechos de autor y derechos conexos

Ley N° 4727 de 5 de marzo de 1971
Convención internacional sobre la protección de los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión (Convención de Roma, 1961)

Ley N° 5682 de 5 de mayo de 1975
Convención Universal sobre los derechos de autor (Convención de Ginebra) y sus dos protocolos

Ley N° 6083 de 29 de agosto de 1977
Convenio de Berna para la protección de las obras literarias y artísticas

Ley N° 6486 de 25 de septiembre de 1980
Convención para la protección de los productores de fonogramas contra la reproducción no autorizada de sus fonogramas

Ley N° 7829 de 22 de septiembre de 1998
Convenio sobre la distribución de señales portadoras de programas transmitidos por satélite (Bruselas, 1974)

Ley N° 6683 de 14 de octubre de 1982
Ley de derechos de autor y derechos conexos

Decreto Ejecutivo N° 24611-J de 4 de septiembre de 1995, reformado por Decreto Ejecutivo N° 26882-J de 20 de abril de 1998
Reglamento a la ley de derechos de autor y derechos conexos

Ley N° 7397 de 3 de mayo de 1994, Ley N° 7686 de 6 de agosto de 1997, y Ley N° 7979 de 6 de enero de 2000
Reformas a la ley de derechos de autor y derechos conexos

Ley N° 7967 de 22 de diciembre de 1999
Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución de fonogramas (WPPT, 1996)

Ley N° 7968 de 22 de diciembre de 1999
Tratado de la OMPI sobre derechos de autor (WCT, 1996) 

Marcas y otros signos distintivos

Ley N° 7484 de 28 de marzo de 1995
Convenio de París para la protección industrial

Ley N° 7634 de 3 de octubre de 1996
Arreglo de Lisboa para la protección de denominaciones de origen y su registro internacional

Ley N° 7982 de 14 de enero de 2000
Protocolo al Convenio Centroamericano para la protección de la propriedad industrial

Ley N° 7978 de 6 de enero de 2000
Ley de marcas y otros signos distintivos

Ley N° 8020 de 6 de septiembre de 2000
Reforma de los artículos 94 y 95 de la Ley de marcas y otros signos distintivos, N° 7978, y financiamiento permanente para la Editorial Costa Rica y la Editorial del Instituto Tecnológico de Costa Rica

Ley N° 8063 de 22 de diciembre de 2000
Ley para identificar el banano de Costa Rica en los mercados internacionales

Patentes de invención, dibujos, modelos industriales y modelos de utilidad

Ley N° 7484 de 28 de marzo de 1995
Convenio de París para la protección industrial 

Ley N° 7836 de 22 de octubre de 1998
Tratado de cooperación en materia de patentes

Ley N° 6887 de 25 de abril de 1983
Ley de patentes de invención, dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad

Decreto Ejecutivo N° 15222-MIEM-J de 12 de diciembre de 1983
Reglamento a la ley de patentes de invención, dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad

Ley N° 7979 de 6 de enero de 2000
Reforma a la ley de patentes de invención, dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad 

Circuitos integrados

Ley N° 7961 de 17 de diciembre de 1999
Ley de protección a los sistemas de trazados de los circuitos integrados

Información no divulgada

Ley N° 7975 de 4 de enero de 2000
Ley de información no divulgada

Protección de derechos intelectuales sobre la biodiversidad

Ley N° 7788 de 30 de abril de 1998
La Ley de biodiversidad

Observancia de los derechos de propriedad intelectual

Ley N° 8039 de 12 de octubre de 2000
Ley de procedimientos de observancia de los derechos de propiedad intelectual

Fuente:
Información proporcionada por las autoridades costarricenses.

221. En el caso de los modelos industriales, se presentaron en el mismo período un total de 226 solicitudes, otorgándose 33.  La duración media de la tramitación de una solicitud de modelo industrial es de aproximadamente 24 meses. 

222. Finalmente, en el caso de las marcas de fábrica o de comercio, nombres comerciales y señales de propaganda, en el período comprendido entre 1995 y 1999 se presentaron un total de 48.112 solicitudes, inscribiéndose 2.833.  La duración media de la tramitación de una solicitud de marca es de aproximadamente seis meses.

Marcas y otros signos distintivos 

223. La legislación vigente figura en el cuadro III.12.  La Ley de marcas y otros signos distintivos incluye nuevas provisiones en materia de procedimientos del registro;  derechos, obligaciones, y limitaciones relativas al registro;  transferencia y licencia de uso de la marca;  terminación del registro de la marca;  marcas notoriamente conocidas;  marcas colectivas;  marcas de certificación;  expresiones o señales de publicidad comercial;  nombres comerciales y emblemas;  e indicaciones geográficas.  

224. El registro de una marca vence a los diez años, pudiendo ser renovado indefinidamente por períodos sucesivos.  Dicho registro no confiere a su titular el derecho de prohibir a un tercero el uso de la marca en productos legítimamente marcados introducidos en Costa Rica o en el extranjero, a no ser que dichos productos, sus envases o sus embalajes hayan sido modificados, alterados o deteriorados y que causen perjuicio al titular o derechohabiente.  Con respecto a las marcas notoriamente conocidas, el Registro de la Propiedad Industrial puede, de oficio o a instancia del interesado, rechazar o cancelar el registro y prohibir el uso de una marca de fábrica o de comercio o de una marca de servicio que constituya una reproducción, imitación o traducción de una marca notoriamente conocida y utilizada para bienes idénticos o similares.  

225. La nueva ley de marcas y otros signos distintivos también otorga protección a indicaciones geográficas incluidas las de vinos y bebidas espirituosas así como a las denominaciones de origen homónimas.  Asimismo, establece normas para el registro de las denominaciones de origen, su derecho de utilización y la anulación del registro. 

Patentes de invención, dibujos, modelos industriales y modelos de utilidad

226. Mediante la Ley N° 7979 reformando la ley de patentes de invención, dibujos y modelos industriales y modelos de utilidad (cuadro III.12), se introdujeron importantes reformas en el área de patentes, incluidas las siguientes:  la definición de las exclusiones de patentabilidad;  la protección a patentes sin discriminación por razón del lugar de invención, campo de la tecnología o por el hecho de que los productos sean producidos en Costa Rica o importados;  la facultad del titular de la patente para otorgar licencias;  la fijación de requisitos para otorgar licencias obligatorias;  y la extensión de 12 a 20 años del período de protección de las patentes. 

227. En el caso de medicamentos, artículos y sustancias de aplicación terapéutica, productos alimenticios, abonos, fertilizantes, agroquímicos en general y sustancias o productos para el control, tratamiento o prevención de malezas o plagas de animales o vegetales, se extendió el período de protección de las patentes de uno a 20 años.

228. Los productos excluidos de patentabilidad comprenden las plantas y los animales, así como los procedimientos esencialmente biológicos para su producción.  Se puede prohibir la fabricación, importación y comercialización de un producto a solicitud del Ministerio de Salud para medicamentos, artículos y sustancias de aplicación terapéutica, o del Ministerio de Agricultura y Ganadería para agroquímicos, si después de la inscripción de la patente se comprueba que el proceso o el producto no reúne las condiciones originales con las que fue autorizado.

229. Los derechos exclusivos conferidos por la patente incluyen:  impedir que terceros realicen actos de fabricación, uso, oferta para la venta, venta o importación para estos fines, del producto objeto de la patente;  y, cuando la materia de la patente sea un procedimiento, impedir que terceros realicen el acto de utilización del procedimiento y los actos de uso, oferta para la venta, venta o importación para estos fines de al menos el producto obtenido directamente mediante dicho procedimiento.  Sin embargo, los derechos de la patente no se extienden a los actos de venta, oferta para la venta, uso, usufructo, importación o cualquier modo de comercialización de un producto protegido por la patente u obtenido por procedimiento patentado una vez que ha sido puesto legítimamente en el comercio de cualquier país.

230. La concesión de una patente conlleva la obligación de explotarla en Costa Rica, en forma permanente y estable, de modo que el mercado sea abastecido conveniente y razonablemente dentro del plazo de tres años, contados a partir de la concesión de la patente, o de cuatro años, contados a partir de la solicitud de la patente, según sea el plazo más largo.  No se puede interrumpir la explotación por más de un año;  sin embargo cabe señalar que la importación lícita de productos se considera una forma de explotación.

231. La ley permite el otorgamiento de licencias obligatorias en el caso de patentes dependientes y de utilidad pública.  En el primer caso, si la invención reivindicada en una patente no puede explotarse industrialmente en el país sin infringir una patente anterior, el Registro de la Propiedad Industrial puede otorgar una licencia obligatoria para evitar la infracción de la patente anterior.  Asimismo, se pueden otorgar licencias obligatorias cuando la Comisión para Promover la Competencia determine que el titular de la patente ha incurrido en prácticas anticompetitivas (por ejemplo fijación de precios excesivos o discriminatorios de los productos patentados, falta de abastecimiento del mercado en condiciones comerciales razonables, o entorpecimiento de actividades comerciales o productivas).  Dicha concesión de licencia se puede efectuar sin necesidad de que el potencial beneficiario haya intentado obtener la autorización del titular, o sin que sea para abastecer el mercado interno.

232. En lo referente a patentes obligatorias de utilidad pública, el Poder Ejecutivo puede someter la patente a licencia obligatoria, sin acuerdo de su titular, cuando lo exijan razones calificadas de extrema urgencia, interés público, emergencia o seguridad nacional.  Sin embargo, el Estado debe compensar al titular de la patente. 

233. Con respecto a los dibujos y modelos industriales, las reformas introducidas incluyen la ampliación de los derechos patrimoniales del creador del dibujo o modelo industrial, la protección a dibujos y modelos industriales nuevos u originales obtenidos independientemente, y la ampliación del periodo de protección de cinco a diez años.  

Circuitos integrados

234. Los sistemas de trazados de los circuitos integrados estan protegidos mediante la Ley N° 7961 de 19 de enero de 2000.  La ley sólo proporciona protección a un esquema cuando ésta sea original.  El registro de un esquema de trazado de circuito integrado confiere a su titular el derecho de impedir que terceras personas realicen cualquiera de los siguientes actos:  reproducir, por incorporación en un circuito integrado o de cualquier otro modo, el esquema de trazado protegido, en su totalidad o una de sus partes que cumpla la condición de originalidad;  y  comercializar, importar, ofrecer en venta, vender o distribuir, en cualquier forma, el esquema de trazado protegido, un circuito integrado que incorpore ese esquema o un artículo que contenga tal circuito.  Los derechos exclusivos sobre un esquema de trazado registrado tienen una duración de diez años.  Se puede conceder una licencia obligatoria para un esquema de trazado en las mismas condiciones que las aplicables a las patentes de invención.

Información no divulgada

235. La información no divulgada relacionada con los secretos comerciales e industriales está protegida por la Ley N° 7975 de 18 de enero de 2000.  Dicha Ley establece en particular el ámbito de protección;  las condiciones para autorizar el uso a terceros;  las regulaciones sobre la responsabilidad y la confidencialidad en las relaciones laborales o comerciales;  la protección de datos suministrados para aprobar la comercialización de productos farmacéuticos o agroquímicos;  y la protección de la información no divulgada en procesos administrativos y judiciales.  

Protección de derechos intelectuales sobre la biodiversidad

236. La Ley de Biodiversidad, Ley N° 7788 de 27 de mayo de 1998, establece normas para el acceso a los elementos genéticos y bioquímicos de la biodiversidad.  Costa Rica otorga protección en esa área mediante, entre otras formas, patentes, secretos comerciales, derechos intelectuales comunitarios sui generis, derechos de autor, y derechos de los agricultores.  No se otorga protección a las secuencias de ácido desoxirribonucleico per se;  a las plantas y los animales;  a los microorganismos no modificados genéticamente;  a los procedimientos esencialmente biológicos para la producción de plantas y animales;  a los procesos o ciclos naturales en sí mismos;  a las invenciones esencialmente derivadas del conocimiento asociado a prácticas biológicas tradicionales o culturales en dominio público;  y a las invenciones que, al ser explotadas comercialmente en forma monopólica, puedan afectar los procesos o productos agropecuarios considerados básicos para la alimentación y la salud de los habitantes del país.  La Ley reconoce el derecho a que las comunidades locales y los pueblos indígenas se opongan al acceso a sus recursos y al conocimiento asociado, por motivos culturales, espirituales, sociales, económicos o de otra índole.

d) Observancia de los derechos de propriedad intelectual

237. Hasta finales de 2000, la legislación costarricense otorgaba incentivos relativamente limitados para la observancia de los derechos de propriedad intelectual, con la mayoría de las obligaciones centradas en el área del derecho de autor y omitiendo en gran medida el área de propriedad industrial.  En particular, no existían regulaciones sobre medidas en frontera;  no había homogeneidad en cuanto a la autoridad administrativa que agotaba la vía en materia de propriedad intelectual;  tampoco existían disposiciones que permitieran ordenar la destrucción de las mercancías falsificadas ni sanciones penales para delitos cometidos contra derechos de propriedad intelectual.

238. La Ley N° 8039 de 12 de octubre de 2000 estableció un marco integral de procedimientos de observancia de los derechos de propriedad intelectual.  La Ley permite la protección de cualquier derecho de propriedad intelectual establecido en la legislación nacional o en convenios internacionales vigentes, mediante medidas cautelares;  medidas en frontera;  procedimientos administrativos;  procesos civiles;  y procesos penales.  La Ley creó un Tribunal Registral Administrativo, adscrito al Ministerio de Gracia y Justicia, encargado de conocer los recursos de apelación interpuestos contra los actos y las resoluciones definitivas dictados por todos los Registros que conforman el Registro Nacional, incluidos el Registro de la Propriedad Industrial, y el Registro de Derechos de Autor y Derechos Conexos.  Los delitos contra derechos de propriedad intelectual están penados con prisión de uno a tres años.  Dicha Ley debe ser reglamentada antes de abril de 2001 y su entrada en vigor está prevista para octubre de 2001. 

239. El Poder Judicial no cuenta con estadísticas sobre las demandas presentadas en materia civil en relación con la protección a los derechos de propiedad intelectual, sin embargo, en materia penal, en la provincia de San José han habido 105 denuncias por violación de derecho de autor y derechos conexos desde 1995.  La mitad de dichas denuncias correspondió a casos de piratería de software en las modalidades de usuario final y distribuidor.  El resto se repartió entre delitos por copia, reproducción, venta, distribución y depósito de fonogramas, películas y composiciones musicales.  En estos casos ha habido intervención judicial (órdenes de entrada en locales, registro y secuestro de mercadería falsificada), con resultados positivos en todas ellas.  De las denuncias presentadas, aproximadamente un 60 por ciento se han elevado a juicio y un 20 por ciento se han resuelto por aplicación de medidas alternativas.  Por otra parte, entre 1995 y 2000, la Comisión Nacional del Consumidor recibió 34 denuncias por casos de competencia desleal de marcas y signos distintivos, de las cuales 10 han sido resueltas. 
 







� Ley N° 7557, artículo 6.


� Artículo 314, Decreto Ejecutivo N° 25270-H, 14 de junio de 1996.


� Ley N° 7557, artículo 110.


� Ley N° 7557, artículo 49.


� Ley N° 7557, artículo 51.


� Ley N° 7557, artículos 198-205.


� Esta cifra no incluye la aduana de Peñas Blancas, por problemas en su base de datos, ni las aduanas de la Anexión y Golfito, que no cuentan con sistema informático.  La cifra del 49 por ciento incluye las declaraciones aduaneras no autodeterminadas, las cuales por su condición son en todos los casos objeto de reconocimiento físico.  También están incluidas las declaraciones aduaneras de oficio.


� El Capítulo IV del Tratado de Libre Comercio Centroamérica - República Dominicana (Ley N° 7882  de 9 de junio de 1999), y el Capítulo 4 del Tratado de Libre Comercio Centroamérica-Chile (Proyecto de ley N° 13809 de 7 de diciembre de 1999).


� Resolución N° 13-95 del COMRIEDRE, 12 de diciembre de 1995.


� Impuesto a la importación establecido mediante la Ley N° 6946 de 13 de enero de 1984. 





� En la mayoría de los casos dichas líneas tienen un arancel (DAI) nulo, pero están sujetas al impuesto de 1 por ciento establecido por la Ley N° 6946.


� La Ley de aprobación del TLC en Chile fue sancionada por el Poder Ejecutivo de Costa Rica el 25 de febrero de 2001.





� Reforma de la ley de Creación del Depósito Libre Comercial de Golfito, Ley N° 7730 de 20 de diciembre de 1997.


� En el caso de la grasa butírica el contingente en un principio era para grasa butírica y mantequilla;  sin embargo, a partir de 1998 sólo se aplica a la mantequilla ya que la grasa butírica goza de un arancel NMF del 5 por ciento.





� Costa Rica ha notificado al Comité de Agricultura los contingentes arancelarios aplicados en 1995, 1996 y 1997 (documentos de la OMC G/AG/N/CRI/1 de 29 de agosto de 1995 y G/AG/N/CRI/3 de 10 de marzo de 1998).





� Este sistema está regido por el Reglamento sobre la Adjudicación de los Contingentes Arancelarios, Decreto Ejecutivo N° 23914-COMEX-MAG de 27 de diciembre de 1994.


� El régimen de adjudicación de contingentes arancelarios costarricense ha sido notificado en el documento de la OMC G/AG/N/CRI/1 de 29 de agosto de 1995.





� Decreto Ejecutivo N° 28727-COMEX-MEIC-MAG de 7 de julio de 2000. 





� Decreto Ejecutivo N° 28824-COMEX-MEIC-MAG de 4 de Agosto de 2000.


� Ley N° 6735 de 29 de marzo de 1982.





� Ley N° 10 de 7 de octubre de 1936, Ley N° 6282 de 14 de agosto de 1979, y Ley N° 6735 de 29 de marzo de 1982.


� Ley N° 7447 de 13 de diciembre de 1994.





� Decreto Ejecutivo N° 25096-H-TUR de 19 de abril de 1996. 





� Ley Reguladora de las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y Excepciones, N° 7293 de 31 de marzo de 1992.





� En la Ley N° 7543 de 19 de septiembre de1995 se estableció que a partir de marzo de 1997 el monto del impuesto pasaría del 10 al 13 por ciento.  


� Decreto Ejecutivo N° 23263-H de 28 de agosto de 1997.





� Ley Forestal, Ley N° 7575 de 13 de febrero de 1996. 





� Ley de Creación de Cargas Tributarias sobre Licores, Cervezas y Cigarrillos, Ley Nº 7972 de 22 de diciembre de 1999.





� Documento de la OMC G/LIC/N/3/CRI/2/Rev.1, 7 de julio de 1998.


� La notificación de Guatemala figura en el documento de la OMC G/ADP/N/1/GTM/2 de 2 de octubre de 1996.  Las preguntas formuladas por varios miembros y las respuestas de Guatemala figuran en el documento de la OMC G/ADP/Q1/GTM/7 de 27 de agosto de 1998.





� El reglamento fue adoptado mediante Decreto Ejecutivo N° 25242-MEIC de 31 de mayo de 1996.  Su notificación figura en el documento G/SG/N/1/CRI/2 de 31 de marzo de 1998, y las respuestas a las preguntas formuladas ante el Comité de Salvaguardias figuran en el documento G/SG/Q1/CRI/1 de 18 de noviembre de 1998.





� Decreto Ejecutivo N° 24772-MEIC-MAG de 14 de noviembre de 1995, notificado en el documento  de la OMC G/ADP/N/1/CRI/1/Suppl.1 de 2 de abril de 1998.


� Documento de la OMC G/TMB/N27 de 6 de marzo de 1995.





� Capítulo VIII del Tratado de Libre Comercio Costa Rica-México; Capítulo 7 del Tratado de Libre Comercio Centroamérica–Chile; y Capítulo VII del Tratado de Libre Comercio Centroamérica-República Dominicana.





� Las salvaguardias especiales introducidas por Costa Rica en mayo y noviembre de 1999 fueron notificadas a la OMC en junio de 2000 (documento de la OMC G/AG/N/CRI/11 de 11 de octubre de 2000).


� Ley de Ejecución de los Acuerdos de la Ronda Uruguay y de Negociaciones Comerciales Multilaterales, Ley N° 7473 de 27 de diciembre de 1994. 





� Decreto Ejecutivo N° 24662-MEIC-S-MAG-MIRENEM-MOPT-PLAN de 9 de octubre de 1995.





� Documento de la OMC G/TBT/CS/N/88 de 19 de enero de 1998.


� Ley del Sistema Internacional de Unidades, Ley N° 5292 de 29 de agosto de 1973 y su Reglamento, Decreto Ejecutivo N° 4124-MEIC de 25 de septiembre de 1974.





� Documento de la OMC G/TBT/2/Add.51 de 12 de abril de 1999.





� Decreto Ejecutivo N° 26012-MEIC de 14 de mayo de 1997.


� Decretos Ejecutivos N° 25983-MEIC y N° 25984-MEIC (productos de papelería) y N° 25989-MEIC (productos textiles) de 11 de marzo de 1997.





� Decreto Ejecutivo N° 27751-MEIC de 8 de abril de 1999.





� Decreto Ejecutivo N° 27751-MEIC de 8 de abril de 1999.





� El Comité establecido mediante Decreto Ejecutivo N° 26226-S-MAG de 23 de junio de 1997.


� Específicamente, el Capítulo IV del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica (Ley N° 7474 de 20 de diciembre de 1994);  el Reglamento sobre la Agricultura Orgánica (Decreto Ejecutivo N° 25834-MAG de 28 de febrero de 1997);  la Ley de Protección Fitosanitaria (Ley N° 7464 de 2 de mayo de 1997);  su Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 26921-MAG de 22 de marzo de 1998);  el Reglamento a la Ley Orgánica del Ministerio de Agricultura y Ganadería (Decreto Ejecutivo N° 26431-MAG de 5 de noviembre de 1997);  el Reglamento para el registro y comercialización de alimentos (Decreto Ejecutivo N° 26725-S de 16 de marzo de 1998) y adiciones a dicho Reglamento (Decreto Ejecutivo N° 26817-S de 5 de mayo de 1998);  el Reglamento para el registro de productos peligrosos (Decreto Ejecutivo N° 28113-S de 6 de octubre de 1999);  y el Reglamento Centroamericano sobre Medidas y Procedimientos Sanitarios y Fitosanitarios (Decreto Ejecutivo N° 28222-MEIC-COMEX de 17 de noviembre de 1999).


� Ley de Protección Fitosanitaria, Ley N° 7664 de 2 de mayo de 1997.





� Decreto Ejecutivo N° 27529 de 11 de enero de 1999.


� Decreto Ejecutivo N° 26725-S de 16 de marzo de 1998.





� Documento de la OMC G/STR/N/4/CRI de 25 de febrero de 1999.


� Ley N° 7017 de 13 de diciembre de 1985.


� Respectivamente por el Reglamento de Compras y Suministros del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes (Decreto Ejecutivo N° 25958-C de 3 de marzo de 1997), y el Reglamento Compra de Medicamentos, Materias Primas, Envases, Empaques, Reactivos de la Caja Costarricense del Seguro Social (de 15 de enero de 1998).





� Capítulo XII del Tratado de Libre Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la República de Costa Rica (Ley N° 7474 de 20 de diciembre de 1994);  Capítulo XII del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y la República Dominicana (Ley N° 7882 de 8 de julio de 1999); Capítulo 16 del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile (proyecto de Ley N° 13809 de 7 de diciembre de 1999).


� Para más detalles véase OMC (1995), Examen de las políticas comerciales de Costa Rica, capítulo IV.3) ii).


� Véase OMC (1995), Examen de las políticas comerciales de Costa Rica, capítulo IV.3) iii).





� Decreto Ejecutivo N° 25700-MINAE, 15 de noviembre de 1996.





� Decreto Ejecutivo N° 24304, 24 de mayo de 1995, artículos 32 y 33.


� Ley General de Aduanas, Ley N° 7557, 20 de octubre 1995, artículo 179.


� Reglamento de los Regímenes de Perfeccionamiento Activo, Decreto Ejecutivo N° 26285-H-COMEX, 4 de septiembre de 1997.





� Véase OMC (1995), Examen de las políticas comerciales de Costa Rica, capítulo IV.3) xvi) y el documento de la OMC G/SCM/N/60/CRI, 21 de julio de 2000.


� Ley N° 7638, 13 de noviembre de 1996.





� Véase OMC (1995), Examen de las políticas comerciales de Costa Rica, capítulo IV.3) xvi).


� Para más detalles véase el Informe del Órgano de Apelación sobre el Régimen para la Importación, Venta y Distribución de Bananos de la Unión Europea (documento de la OMC WT/DS27/AB/R, 9 de septiembre de 1997). 





� Documento de la OMC WT/DS27/RW/ECU, 12 de abril de 1999.





� La notificación de las disposiciones administrativas acordadas entre los Estados Unidos y Costa Rica figura en el documento de la OMC G/TMB/N/267 de 22 de julio de 1997.  Para más detalles, sobre los contingentes en vigor en los Estados Unidos véase OMC (1999), Examen de las políticas comerciales de los Estados Unidos, Anexo III.1.





� La notificación de las disposiciones administrativas acordadas entre Canadá y Costa Rica figura en el documento de la OMC G/TMB/N/155 de 16 de julio de 1996.  Para más detalles, sobre los contingentes en pie en el Canadá, véase OMC (1999), Examen de las políticas comerciales del Canadá, capítulo IV.4).





� Para más detalles véase el Informe del Grupo Especial (documento OMC WT/DS24/R, 8 de noviembre de 1996) y el Informe del Órgano de Apelación (documento de la OMC WT/DS24/AB/R, 10 de febrero de 1997).





� Documentos de la OMC G/ADP/N/47/TTO, 3 de agosto de 1999 y G/ADP/N/59/TTO, 29 de marzo de 2000.





� En los documentos de la OMC G/ADP/N/41/NIC y G/ADP/N/47 de 11 de febrero de 1999 se recogen sendas notificaciones de Nicaragua.


� Estimación de la Secretaría en base a información publicada en LAICA (1999), Informe estadístico 98-99.





� Según disposiciones contenidas en dichas normas se aplica además la Ley General de la Administración Pública (Ley N° 6227 de 30 de mayo de 1978) y la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa-Administrativa (Ley N° 3367 de 17 de abril de 1966).


� Ley Forestal, Ley N° 7575 de 13 de febrero de 1996, artículo 44.


� Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar, Ley N° 7818 de 2 de septiembre de 1998.


� Reglamento a la Ley de Licores, Decreto Ejecutivo N° 17757-G de 28 de septiembre de 1987.





� Ley de Licores, Ley N° 10 de 7 de octubre de 1936.





� Ley de Hidrocarburos, Ley N° 7399 de 27 de abril de 1994.





� Véase OMC (1995), Examen de las políticas comerciales de Costa Rica, capítulo V.2) i).


� Sala Constitucional, voto 2381-96 de 17 de mayo de 1996.


� Reglamento del sistema de licitación para la celebración de contratos de exploración y explotación de hidrocarburos, Decreto Ejecutivo N° 25785 de 22 de enero de 1997.


� Documento de la OMC G/TRIMS/N/1/CRI/1/Add.1 de 16 de septiembre de 1999.


� Documento de la OMC, IP/N/1/CRI/1 de 20 de diciembre de 2000. 


� Información remitida por el Registro de la Propiedad Industrial.


� Información remitida por la Comisión Nacional del Consumidor, la Sección de Estadísticas del Poder Judicial y el Departamento de Investigaciones Criminales del Organismo de Investigación Judicial (OIJ).
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Gráfico III.2
Progresividad arancelaria para productos manufacturados, promedio arancelario de marzo de 2000a

Por ciento

Materia prima

Productos semielaborados

Productos acabados
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39

Fabricación de productos alimenticios, bebidas y tabaco
Industrias textiles, de prendas de vestir y del cuero
Industria de la madera y productos de la madera, incluidos muebles
Fabricación de papel y productos de papel;  imprentas y editoriales
Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos derivados del petróleo y del carbón, de caucho y plástico
Fabricación de productos minerales no metálicos, exceptuando los derivados del petróleo y del carbón
Industrias metálicas básicas
Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo
Otras industrias manufactureras

Por categoría de 2 dígitos de la CIIU.
Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de datos facilitados por las autoridades costarricenses.
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Sheet1

		Table III [esc] Tariff escalation for manufactured products

		(per cent)

						Raw materials		Semi-processed products		Fully processed products

		ISIC 2-digit category		Code

		Fabricación de productos alimenticios, bebidas y tabaco		31		10.2		12.7		19.8

		Industrias textiles, de prendas de vestir y del cuero		32		2.9		8.5		12.9

		Industria de la madera y productos de la madera, incluidos muebles		33		6.6		8.2		12.8

		Fabricación de papel y productos de papel;  imprentas y editoriales		34		1.7		3.8		8.9

		Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos derivados del petróleo y del carbón, de caucho y plástico		35		2.5		2.2		6.1

		Fabricación de productos minerales no metálicos, exceptuando los derivados del petróleo y del carbón		36		6.0		3.1		8.2

		Industrias metálicas básicas		37		1.9		3.0		1.0

		Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo		38				2.5		4.2

		Otras industrias manufactureras		39		8.4		3.0		9.5
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Gráfico III.3
Aranceles aplicados dentro y fuera de los contingentes y niveles de utilización, 2000

a     El arancel aplicado dentro del contingente es del 30 por ciento para los embutidos de aves y productos similares, y del 20 por 
       ciento para las demás preparaciones.  
Fuente: Estimaciones de la OMC basadas en información proporcionada por las autoridades costarricenses.
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Data

		Chart III.[tarquot_upd]

		Product				HS line		Out-of-quota		Old In-quota		In-quota		Access volume				Transactions						Fill rate

								(%)		(%)		(%)		(tonne)										(%)

		Aves y sus partes				0207.1399/1499		163		9		35		1,056				125.9						11.9

		Leche fluida				0401		89		9		35		333				0.0						0.0

		Leche en polvo				0402		89		7		35		299				58.0						19.4

		Yogur				0403		89		7		35		41				0.0						0.0

		Mantequilla				0405		89		8		35		37				0.7						1.9

		Queso fundido y fresco				0406		89		7		35		309				154.7						50.1

		Helados				2105		89		2		40		596				312.9						52.5

		Embutidos de aves y productos similares, y preparaciones y conservas de aves				1601.0020/1020		163		4		25		124				65.0						52.4

		In and out of quota rates include additional 1% tax.

		Source: Costa Rican authorities.

														1
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6.3%

Gráfico III.1
Distribución de las líneas arancelarias NMF, marzo 2000a

Por ciento

Porcentaje acumulativo

Número de líneas arancelarias
(Porcentaje del  total)

El número total de líneas arancelarias es de 1.237 para la agricultura y de 6.689 para los productos                      no agrícolas. 
Estimaciones de la Secretaría de la OMC sobre la base de datos facilitados por las autoridades
costarricenses.

a

Fuente:

Agricultura
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Worksheet

		Costa Rica		AV+surcharge

		2000		Agriculture		%		Cumulative %

		Franquicia arancelaria				0.0		0.0

		1		195		15.8		15.8

		[2-6]		150		12.1		27.9

		[7-10]		220		17.8		45.7

		[11-15]		568		45.9		91.6

		>15		104		8.4		100.0

				1237.0		100.0

		Non-agriculture

		2000		Non-agriculture		%		Cumulative %

		Franquicia arancelaria		213.0		3.2		3.2

		1		3465.0		51.8		55.0

		[2-6]		798.0		11.9		66.9

		[7-10]		979.0		14.6		81.6

		[11-15]		1227		18.3		99.9

		>15		7.0		0.1		100.0

				6689.0		100.0
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